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JUNTA DE ANDALUCÍA
————

Consejería de Fomento y Vivienda
————

Delegación Territorial en Sevilla

Anuncio de 23 de abril de 2018, de la Delegación Territorial de Fomento y Vivienda en Sevilla, por el que se convoca el levantamiento 
de actas previas a la ocupación de determinados bienes y derechos por el proyecto que se cita.

La Dirección General de Infraestructuras de la Consejería de Fomento y Vivienda ha ordenado la iniciación del expediente de 
expropiación forzosa para obtener la plena posesión de los terrenos que se requieren para la ejecución de las obras del proyecto Cla-
ve: 02-SE-2655-0.0-0.0-SV «Mejora de seguridad vial en la A-453 en la intersección del acceso a poblado Isla del Vicario en el p.k. 
24+900 (t.m. de Écija - Sevilla)».

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 18 y siguientes de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954, el 
artículo 56 del Reglamento que la desarrolla de 26 de abril de 1957, y el artículo 38.3 de la Ley 8/2001, de 12 de julio, de Carreteras de 
Andalucía, la aprobación del proyecto implicará la declaración de utilidad pública, la necesidad de ocupación de los bienes y la adqui-
sición de los derechos correspondientes, así como la urgencia de la ocupación, todo ello a los fines de la expropiación, de la ocupación 
temporal o de la imposición o modificación de servidumbres, efectos que se extienden también a los bienes y derechos comprendidos en 
la ejecución de la infraestructura cartográfica para los replanteos de los mismos y en las incidencias posteriores de las obras. Habilitará 
igualmente para realizar otras actuaciones administrativas que sean necesarias en orden a la disponibilidad de los terrenos necesarios 
para la realización de la infraestructura cartográfica de los replanteos de los estudios o proyectos y de la ejecución de las obras.

A la vista de cuanto antecede, esta Delegación Territorial, en el ejercicio de las facultades que le confiere la vigente Ley de Ex-
propiación Forzosa y las disposiciones orgánicas que conforman la estructura y funcionamiento de la Consejería de Fomento y Vivienda.

Ha acordado:
Primero.— Iniciar el procedimiento de expropiación que regula el artículo 52 de la LEF y su Reglamento de desarrollo, respec-

to a los bienes y derechos afectados por el proyecto ya citado.
Segundo.— Publicar la relación de interesados, bienes y derechos afectados por la expropiación en el «BOJA», «Boletín Ofi-

cial» de la provincia de Sevilla, tablón de edictos del Ayuntamiento de Écija y los diarios «ABC» y «El Correo de Andalucía», sirviendo 
como notificación a posibles interesados no identificados, a titulares desconocidos o sea ignorado su paradero, según lo previsto en el 
artículo 52.2 de la LEF, y artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Tercero.— Convocar a los titulares de los bienes y derechos afectados, en el orden y hora que se citan en la relación anexa, en 
el Ayuntamiento de Écija para llevar a cabo el levantamiento de las actas previas a la ocupación de los bienes y derechos afectados por 
el proyecto arriba indicado, señalándose a estos efectos como fecha de convocatoria el día 29 de mayo de 2018. De esta convocatoria 
se dará traslado a cada interesado mediante la oportuna notificación individual.

Los propietarios y demás interesados deberán acudir a dicho acto personalmente provistos de su DNI/NIF o representados 
por persona debidamente autorizada para actuar en su nombre, aportando los documentos acreditativos de su titularidad (Nota Simple 
actualizada del Registro de la Propiedad o escritura de propiedad) y el último recibo del Impuesto de Bienes Inmuebles, pudiéndose 
acompañar con gastos a su costa de perito y/o notario, si lo estiman oportuno.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 56.2 del REF, hasta el día señalado para el levantamiento de la actas previas a la 
ocupación, los propietarios o interesados que se hayan podido omitir en la relación, podrán formular por escrito ante esta Delegación 
Territorial (Servicio de Carreteras), sita en Plaza de San Andrés, 2. 41003 Sevilla, las alegaciones que estimen oportunas a los solos 
efectos de subsanar posibles errores que se hayan producido al relacionar los bienes y derechos afectados.

En Sevilla a 23 de abril de 2018.—El Delegado Territorial, Jesús María Sánchez González.

Anexo
Relación individualizada de bienes y derechos afectados

Lugar: Ayuntamiento de Écija. Día: 29 de mayo de 2018. Hora: 10.30.

Finca n.º Pol. Par Titulares Expr. definitiva (ha) Servidumbre (ha) Oc. temporal (ha) Cultivo
001 60 19 Alfonso Martel Fonseca 0,0579 0,0000 0,0000 Labor regadío
002 62 39 Alfonso Martel Fonseca 0,0576 0,0000 0,000 Labor regadío

6W-3348

DIRECCIÓN GENERAL DE TRÁFICO DEL MINISTERIO DEL INTERIOR
————

Jefatura Provincial de Tráfico de Sevilla
Resolución de la Jefe Provincial de Tráfico de Sevilla sobre medidas especiales de ordenación de la circulación con motivo de la cele-

bración de la Romería de la Hermandad Nuestra Señora de Gracia (Morón de la Frontera). 12 de mayo de 2018.

Antecedentes de hecho:
Durante el día 12/05/2018 se celebrará el evento «Romería Hdad. Ntra. Sra. Gracia (Morón de la Frontera)», siendo necesario 

el establecimiento de un dispositivo especial para que la circulación sea, en todo momento, lo más segura y fluida posible.
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Fundamentos de derecho:

En virtud de lo establecido en los artículos 5 y 6 del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor 
y Seguridad Vial aprobado por RDL 6/2015 de 30 de octubre, corresponde a la Dirección General de Tráfico la ordenación, control y 
gestión de la circulación en las vías interurbanas.

El Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Circulación, establece que:
Articulo 37. Ordenación especial del tráfico por razones de seguridad o fluidez de la circulación.

1.	 Cuando razones de seguridad o fluidez de la circulación lo aconsejen, podrá ordenarse por la autoridad competente otro 
sentido de circulación, la prohibición total o parcial de acceso a partes de la vía, bien con carácter general, bien para determinados 
vehículos o usuarios, el cierre de determinadas vías, el seguimiento obligatorio de itinerarios concretos o la utilización de arcenes o 
carriles en sentido opuesto al normalmente previsto (articulo 16.1 del texto articulado).

2.	 Para evitar entorpecimiento a la circulación y garantizar su fluidez, se podrán imponer restricciones o limitaciones a deter-
minados vehículos y para vías concretas, que serán obligatorias para los usuarios afectados (articulo 16.2 del texto articulado).

3.	 El cierre a la circulación de una vía objeto de la legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial 
sólo se realizará con carácter excepcional y deberá ser expresamente autorizado por el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico 
o, en su caso, por la autoridad autonómica o local responsable de la regulación del tráfico, salvo que esté motivada por deficiencias 
físicas de la infraestructura o por la realización de obras en ésta; en tal caso la autorización corresponderá al titular de la vía, y deberá 
contemplarse, siempre que sea posible, la habilitación de un itinerario alternativo y su señalización. El cierre y la apertura al tráfico 
habrá de ser ejecutado, en todo caso, por los agentes de la autoridad responsable de la vigilancia y disciplina del tráfico o del personal 
dependiente del organismo titular de la vía responsable de la explotación de ésta. Las autoridades competentes a que se ha hecho refe-
rencia para autorizar el cierre a la circulación de una carretera se comunicarán los cierres que hayan acordado.

4.	 El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, la autoridad autonómica o local responsable de la regula-
ción del tráfico, así como los organismos titulares de las vías, podrán imponer restricciones o limitaciones a la circulación por razones 
de seguridad vial o fluidez del tráfico, a petición del titular de la vía o de otras entidades, como las sociedades concesionarias de auto-
pistas de peaje, y quedará obligado el peticionario a la señalización del correspondiente itinerario alternativo fijado por la autoridad de 
tráfico, en todo su recorrido. [...]

Articulo 39. Limitaciones a la circulación.

1.	 Con sujeción a lo dispuesto en los apartados siguientes, se podrán establecer limitaciones de circulación, temporales o 
permanentes, en las vías objeto de la legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, cuando así lo exijan 
las condiciones de seguridad o fluidez de la circulación.

2.	 En determinados itinerarios, o en partes o tramos de ellos comprendidos dentro de las vías públicas interurbanas, así como 
en tramos urbanos, incluso travesías, se podrán establecer restricciones temporales o permanentes a la circulación de camiones con 
masa máxima autorizada superior a 3.500 kilogramos, furgones, conjuntos de vehículos, vehículos articulados y vehículos especiales, 
así como a vehículos en general que no alcancen o no les esté permitido alcanzar la velocidad mínima que pudiera fijarse, cuando, por 
razón de festividades, vacaciones estacionales o desplazamientos masivos de vehículos, se prevean elevadas intensidades de tráfico, o 
cuando las condiciones en que ordinariamente se desarrolle aquél lo hagan necesario o conveniente.

Asimismo por razones de seguridad podrán establecerse restricciones temporales o permanentes a la circulación de vehículos 
en los que su propia peligrosidad o la de su carga aconsejen su alejamiento de núcleos urbanos, de zonas ambientalmente sensibles o 
de tramos singulares como puentes o túneles, o su tránsito fuera de horas de gran intensidad de circulación.

3.	 Corresponde establecer las aludidas restricciones al organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, a la 
autoridad de tráfico de la comunidad autónoma que tenga transferida la ejecución de la referida competencia. [...]

Por todo cuanto antecede, resuelvo:
Autorizar las siguientes medidas especiales a las que ha de atenerse el cortejo:
—	� El cortejo circulará ida y vuelta por el carril derecho en el sentido de la marcha, dejando libre el sentido contrario para paso 

de vehículos que circulen por la vía, especialmente en el itinerario coincidente con la A-361 (Móron-Montellano).
—	� La organización asignará personal de la misma para la señalización del cortejo, tanto sentido Montellano como sentido 

Morón de la Frontera, yendo estos provistos de chalecos reflectantes durante el tiempo de transcurso de la Peregrinación.
—	� Se solicitará que personal de mantenimiento de la vía (Junta Andalucía) efectúe la señalización de la zona en ambos sen-

tidos en A-361. 
—	� Caso de que deban cambiar el itinerario propuesto, se debe consensuar antes el mismo con la Agrupación de Tráfico de la 

Guardia Civil para evitar perjuicios al resto de usuarios.
Sevilla a 8 de mayo de 2018.—La Jefe Provincial de Tráfico, Ana Luz Jiménez Ortega.

2W-3518

DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE SEVILLA
————

Presidencia
La Excma. Diputación Provincial de Sevilla celebrará sesión plenaria extraordinaria el próximo día 11 de mayo de 2018 a las 

11.00 horas, en el Salón de Plenos, para tratar del siguiente orden del día:

Orden del día

1.	 Aprobación del acta núm. 05/2018 de 26 de abril en documento electrónico.
2.	 Concesión Honores y Distinciones de la Diputación Provincial de Sevilla año 2018.
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Lo que se hace público para general conocimiento en cumplimiento de lo establecido en el artículo 61.5 del Real Decreto 
2568/1986, de 28 de noviembre (ROF). 

En Sevilla a 8 de mayo de 2018.—El Secretario General, P.D. Resolución 2579/15, Fernando Fernández-Figueroa Guerrero.
25W-3526

————

Área de Cohesión Social e Igualdad
El Pleno de la Diputación de Sevilla en sesión ordinaria celebrada el 1 de febrero de 2018, aprobó inicialmente la modificación 

del Reglamento Provincial del Servicio de Ayuda a Domicilio de la Diputación de Sevilla, ordenándose su publicación con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 32.3 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 16 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las 
Disposiciones Legales Vigentes en materia de Régimen Local.

Habiéndose publicado dicho acuerdo en el «Boletín Oficial» de la provincia número 38, de fecha 15 de febrero de 2018, termi-
nado el plazo de exposición al público y no habiéndose presentado reclamación o sugerencia, dicho acuerdo se eleva a definitivo, por lo 
que se procede a su publicación íntegra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 70.2 de la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora 
de las Bases de Régimen Local.

Asimismo, el texto íntegro del Reglamento se encuentra publicado en el Portal de la Transparencia de la Diputación (http://
transparencia.dipusevilla.es/transparencia/ordenanzas/reglamentos) de conformidad con lo dispuesto en los artículos 7 de la Ley 19/13, 
de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y 13.1c) de la Ley 1/14, de 24 de junio, de Trans-
parencia Pública de Andalucía.

REGLAMENTO DEL SERVICIO DE AYUDA A DOMICILIO

Exposición de motivos

En la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Servicio de Ayuda a Domicilio estaba regulado por la Orden de la Consejería de 
Asuntos Sociales de 22 de octubre de 1996, que configuraba este servicio como prestación básica de los Servicios Sociales Comuni-
tarios. Actualmente la Ley 9/2016, de 27 de diciembre de Servicios Sociales de Andalucía, en su artículo 42, considera al Servicio de 
Ayuda a Domicilio como una de las «prestaciones garantizadas» por la misma, pendientes de desarrollar.

La Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía establece las competencias municipales y provinciales y en 
razón de ello, la Ley 9/2016, de 27 de diciembre en el artículo 51, apartados 6, 7 y 8 establece las competencias de las Diputaciones 
Provinciales en materia de servicios sociales comunitarios y el artículo 52 contempla la transferencia y la delegación de competencias 
en los municipios de hasta 20.000 habitantes.

La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de De-
pendencia, supone un considerable avance para que las personas en situación de dependencia puedan acceder a prestaciones y servicios 
de calidad con garantía pública necesarios para su desarrollo personal y social, y en la misma se establecen las condiciones básicas de 
promoción de la autonomía personal y de atención a las personas dependientes, mediante la creación de un Sistema para la Autonomía 
y Atención a la Dependencia (SAAD), con la colaboración y participación de todas las Administraciones Públicas.

Uno de los principios inspiradores de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de conformidad con lo establecido en el artículo 3.i), 
es la permanencia de las personas en situación de dependencia, siempre que sea posible, en el entorno en el que desarrollan su vida, 
estableciéndose como uno de los objetivos de la atención, el de facilitar la existencia autónoma de la persona, todo el tiempo que desee 
y sea posible, en su medio habitual.

Para adecuar la aplicación de la Ley en la Comunidad Autónoma Andaluza, la Junta de Andalucía reguló el Servicio de Ayuda 
a Domicilio por la Orden de 15 de noviembre de 2007, modificada por la Orden de 10 de noviembre de 2010 y por la Orden de 21 de 
marzo de 2012, que además derogaba toda la normativa anterior reguladora del Servicio. La característica más destacada de esta Orden, 
es que unificaba en la misma la ayuda a domicilio como prestación básica de los Servicios Sociales Comunitarios y la derivada de la 
Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, aunque en algunas ocasiones ine-
vitablemente haya que distinguir entre ambas, fundamentalmente en el acceso y en la financiación, pero sin que se creen dos servicios 
con medios humanos y materiales distintos o con distintas exigencias en cuanto a acreditación o calidad de los mismos. Actualmente 
la Orden de 28 de junio de 2017 ha venido a modificar de nuevo la Orden de 2007 en lo que respecta al artículo 22.1 y a las clausulas 
tercera y cuarta del modelo de convenio de colaboración, normativa que se refiere a la forma de financiación, liquidación y realización 
de las transferencias de fondos a las Corporaciones Locales. Igualmente deroga la disposición adicional primera de la Orden de 2007. 

Por otra parte, la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, después de las modificaciones incor-
poradas por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, establece en su artículo 
36:

«1. Son competencias propias de la Diputación o entidad equivalente las que le atribuyan en este concepto las leyes del Estado 
y de las Comunidades Autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y, en todo caso, las siguientes:

a) La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la prestación integral y adecuada a que se refiere el 
apartado a) del número 2 del artículo 31.

b) La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de menor capacidad econó-
mica y de gestión. …..

c) La prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal y el fomento o, en su caso, 
coordinación de la prestación unificada de servicios de los municipios de su respectivo ámbito territorial. …..

d) La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la planificación en el territorio provincial, de acuerdo 
con las competencias de las demás Administraciones Públicas en este ámbito.»

El Decreto-Ley 7/2014, de 20 de mayo, por el que se establecen medidas urgentes para la aplicación de la Ley 27/2013, de 27 
de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, de la Consejería de Administración Local y Relaciones 
Institucionales de la Junta de Andalucía, establece en su Disposición adicional única:

«Competencias municipales en materia de educación, salud y servicios sociales. Las competencias que, con carácter previo a 
la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, se preveían como propias de los municipios en materia de participación en 
la gestión de la atención primaria de la salud e inspección sanitaria, en materia de prestación de servicios sociales, y de promoción y 



6	 Boletín Oficial de la provincia de Sevilla. Número 106	 Jueves 10 de mayo de 2018

reinserción social, así como aquellas otras en materia de educación, a las que se refieren las disposiciones adicionales decimoquinta y 
transitorias primera, segunda y tercera de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, continuarán siendo ejercidas por los municipios en los 
términos previstos en las leyes correspondientes, en tanto no hayan sido asumidas por parte de la Comunidad Autónoma.»

Todo ello, confiere titulo competencial suficiente para la aprobación del presente Reglamento.
La prestación de este Servicio, en la provincia de Sevilla, siempre ha sido de carácter municipal, bien directamente con recursos 

propios o indirectamente a través de la contratación de servicios y contemplada dentro de las actuaciones realizadas por el equipo de 
los Servicios Sociales Comunitarios Municipales. El objetivo, como ya se ha dicho, es evitar el desarraigo de la persona en su entorno 
y por lo tanto la «Exclusión Social».

La Diputación de Sevilla siempre ha prestado su coordinación y dirección, así como el apoyo, tanto para la prestación básica 
desde los Servicios Sociales Comunitarios, como para la aplicación del Servicio de Ayuda a Domicilio contemplado en la Ley 39/2006, 
y ello para todos los municipios menores de 20.000 habitantes.

El Servicio de Ayuda a Domicilio que se oferta como Prestación Básica del Sistema de Servicios Sociales a través del Plan 
Concertado, se ha configurado durante los años de su implantación como el Programa de Servicios Sociales Comunitarios de mayor 
envergadura, tanto por el número de usuarios atendidos como por el presupuesto invertido para ello.

La aplicación de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en 
Situación de Dependencia, ha repercutido en este Servicio en cuanto que ha supuesto el cambio de concepción de un Servicio como 
Prestación Básica a un Servicio como Derecho Subjetivo, encuadrado dentro de un conjunto de Prestaciones y Servicios contemplados 
en una Ley de ámbito estatal. Ha supuesto igualmente un desarrollo normativo del Servicio, prácticamente inexistente hasta entonces; 
así como una nueva vía de financiación de gran importancia.

La realidad, es que nos encontramos con dos Servicios de Ayuda a Domicilio, con dos vías de acceso, con diferentes vías 
de financiación, con diferentes regulaciones y régimen de compatibilidades, con diferentes sistemas de copago; pero que atienden a 
usuarios de las mismas características (con algunas excepciones), les prestan idénticas actuaciones –de carácter personal o de carácter 
doméstico- y son atendidos por personal con la misma cualificación, aunque con distintas intensidades. 

La propia Ley de Dependencia y la propia lógica, aconsejan, que sea cual sea la vía de acceso el Servicio que se presta, este 
tenga la misma regulación y se equiparen en la medida de lo posible.

Por otra parte, sobre todo en lo que respecta al Servicio de Ayuda a Domicilio como prestación básica de los Servicios Sociales 
Comunitarios (SAD Concertado), existe una gran diversidad en su desarrollo y gestión por parte de los distintos Ayuntamientos, desde 
cómo se regula el acceso al mismo, los requisitos de cualificación del personal que lo presta, hasta el régimen de compatibilidades con 
otras prestaciones o servicios, existencia o no de ordenanzas fiscales y reguladoras, etc.

Todo ello nos obliga a formular propuestas que permitan mejorar la gestión, la eficiencia y la eficacia de este Servicio, homo-
geneizando su prestación y su regulación. Con ese espíritu se ha elaborado el presente Reglamento Provincial, en el que se fijan entre 
otros aspectos los sistemas de acceso, derechos y deberes de los usuarios, coste del servicio, requisitos de los usuarios, tiempos de 
prestación, incompatibilidades del servicio, etc. 

El Servicio de Ayuda a Domicilio es de titularidad pública y su gestión podrá ser directa o indirecta. 
El Reglamento Provincial del Servicio de Ayuda a Domicilio que aquí presentamos, adapta en su articulado todo lo recogido 

en la normativa reguladora del Servicio de Ayuda a Domicilio en Andalucía hasta la fecha y se configura como el instrumento básico 
de referencia, tanto para profesionales como para Ayuntamientos. En él se regulan todos los criterios técnicos necesarios para prestar 
el Servicio de Ayuda a Domicilio en los municipios menores de 20.000 habitantes de la provincia, adecuando su funcionamiento, a lo 
estipulado en la Orden de 15 de noviembre de 2007, modificada por la Orden de 10 de noviembre de 2010, por la Orden de 21 de marzo 
de 2012, y por la Orden de 28 de junio de 2017.

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.
El presente Reglamento tiene por objeto regular el Servicio de Ayuda a Domicilio de la Diputación de Sevilla, en los municipios 

incluidos dentro del ámbito de aplicación del Plan Provincial del Área competente en materia de Servicios Sociales, según lo dispuesto 
en el artículo 51, apartados 6, 7 y 8 de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía; esto es, en los municipios 
de la provincia de menos de 20.000 habitantes así como en las entidades locales autónomas adscritas o conveniadas.

Artículo 2. Concepto.
El Servicio de Ayuda a Domicilio es una prestación, realizada preferentemente en el domicilio, que proporciona, mediante 

personal cualificado y supervisado, un conjunto de actuaciones preventivas, formativas, rehabilitadoras y de atención a las personas y 
unidades de convivencia con dificultades para permanecer o desenvolverse en su medio habitual.

Artículo 3. Personas destinatarias.
Personas y unidades de convivencia que carezcan o tengan mermada su autonomía, temporal o permanentemente, en situación 

o riesgo de exclusión social, para mantenerse en su medio habitual de vida y que residan en cualquier municipio incluido en el ámbito 
competencial de la Diputación de Sevilla en esta materia.

Artículo 4. Finalidad.
El Servicio de Ayuda a Domicilio tiene como finalidad la mejora de la calidad de vida y la promoción de la autonomía de las 

personas para facilitarles la permanencia en su medio habitual.
Artículo 5. Objetivos.
El Servicio de Ayuda a Domicilio pretende conseguir los siguientes objetivos:
a) Promover la autonomía personal en el medio habitual, atendiendo las necesidades de las personas con dificultades para la 

realización de las actividades básicas de la vida diaria.
b) Prevenir y evitar el internamiento de personas que, con este servicio, puedan permanecer en su medio habitual.
c) Apoyar a las unidades de convivencia con dificultades para afrontar las responsabilidades de la vida diaria.
d) Favorecer el desarrollo de capacidades personales y de hábitos de vida adecuados.
e) Promover la convivencia de la persona en su grupo de pertenencia y con su entorno comunitario.
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f) Favorecer la participación de las personas y de las unidades de convivencia en la vida de la comunidad.
g) Atender situaciones coyunturales de crisis personal o convivencial.
h) Servir como medida de desahogo familiar apoyando a las personas cuidadoras en su relación de cuidado y atención.
i) Atender de forma inmediata, en los casos que así se determinen, a personas en situación o riesgo de exclusión social.
Artículo 6. Características.
El Servicio de Ayuda a Domicilio tiene las siguientes características:
a) Público: Su titularidad corresponde a las Administraciones Públicas de Andalucía.
b) Polivalente: Cubre una amplia gama de necesidades de las personas o unidades de convivencia.
c) Normalizador: Utiliza los cauces establecidos para la satisfacción de las necesidades.
d) Domiciliario: Se realiza preferentemente en el domicilio de las personas.
e) Global: Considera todos los aspectos o circunstancias que inciden en las necesidades de las personas o unidades de convi-

vencia.
f) Integrador: Facilita la relación de las personas y unidades de convivencia con su red social.
g) Preventivo: Trata de evitar y detener situaciones de deterioro o internamientos innecesarios.
h) Transitorio: Se mantiene hasta conseguir los objetivos de autonomía propuestos o prestársele otro servicio alternativo.
i) Educativo: Favorece la adquisición y desarrollo de las capacidades y habilidades de la persona haciéndola agente de su propio 

cambio.
j) Técnico: Se presta por un equipo interdisciplinar y cualificado a través de un proyecto de intervención social.

Capítulo II

Prestación del servicio

Artículo 7. Contenido.
1.	 La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio comprende las siguientes actuaciones básicas:
•	 Actuaciones de carácter doméstico.
•	 Actuaciones de carácter personal.
2.	 Se excluyen expresamente del Servicio las siguientes actuaciones:
•	� La atención a otros miembros de la unidad de convivencia que no hayan sido contemplados en la valoración, propuesta 

técnica y concesión del servicio.
•	 Las actuaciones de carácter sanitario y otras que requieran una cualificación profesional específica.
Artículo 8. Actuaciones de carácter doméstico.
Son aquellas actividades y tareas que van dirigidas fundamentalmente al cuidado del domicilio y sus enseres como apoyo a la 

autonomía personal y de la unidad de convivencia. Estas actuaciones se pueden concretar, entre otras, en las siguientes:
a)	 Relacionadas con la alimentación.
	 1.	 Preparación de alimentos en el domicilio.
	 2.	 Servicios de comida a domicilio.
	 3.	 Compra de alimentos con cargo a la persona usuaria.
b)	 Relacionadas con el vestido.
	 1.	 Lavado de ropa en el domicilio y fuera del mismo (con cargo a la persona usuaria).
	 2.	 Repaso y ordenación de ropa.
	 3.	 Planchado de ropa en el domicilio y fuera del mismo (con cargo a la persona usuaria).
	 4.	 Compra de ropa con cargo a la persona usuaria. 	
c)	 Relacionadas con el mantenimiento de la vivienda.
	 1.	� Limpieza cotidiana y general de la vivienda, salvo casos específicos de necesidad en los que dicha tarea será determi-

nada por el personal técnico responsable del servicio.
	 2.	� Pequeñas reparaciones domésticas, que engloban aquellas tareas que la persona realizaría por si misma en condicio-

nes normales y que no son objeto de otras profesiones.
Artículo 9. Actuaciones de carácter personal.
Son aquellas actividades y tareas que fundamentalmente recaen sobre las personas usuarias, dirigidas a promover y mantener 

su autonomía personal, fomentar hábitos adecuados de conducta y adquirir habilidades básicas, tanto para el desenvolvimiento personal 
como de la unidad de convivencia, en el domicilio y en su relación con la comunidad. Estas actuaciones se pueden concretar, entre 
otras, en las siguientes:

a)	 Relacionadas con la higiene personal.
	 1.	 Planificación y educación en hábitos de higiene.
	 2.	 Aseo e higiene personal.
	 3.	 Ayuda en el vestir.
b)	 Relacionadas con la alimentación.
	 1.	 Ayuda o dar de comer o beber.
	 2.	 Control de la alimentación y educación sobre hábitos alimenticios.
c)	 Relacionadas con la movilidad
	 1.	 Ayuda para levantarse y acostarse.
	 2.	 Ayuda para realizar cambios posturales.
	 3.	 Apoyo para la movilidad dentro del hogar.
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d)	 Relacionadas con cuidados especiales.
	 1.	 Apoyo en situaciones de incontinencia.
	 2.	 Orientación temporo-espacial.
	 3.	 Control de la administración del tratamiento médico en coordinación con los equipos de salud.
e)	 De ayuda en la vida familiar y social.
	 1.	 Acompañamiento dentro y fuera del domicilio.
	 2.	 Apoyo a su organización doméstica.
	 3.	 Actividades de ocio dentro del domicilio.
	 4.	 Actividades dirigidas a fomentar la participación en su comunidad y en actividades de ocio y tiempo libre.
	 5.	 Ayuda a la adquisición y desarrollo de habilidades, capacidades y hábitos personales y de convivencia. 
Artículo 10. Criterios para la prescripción.
Para la prescripción del Servicio de Ayuda a Domicilio se tendrán en cuenta los siguientes criterios:
a)	� Grado de dependencia reconocido en la resolución emitida por la persona titular de la Delegación Territorial correspon-

diente de la Consejería competente en materia de Servicios Sociales.
b)	 Situación de discapacidad física, psíquica o sensorial.
c)	 Dificultades personales especiales, previa valoración técnica de la situación psicosocial de la persona.
d)	� Situación de la unidad de convivencia, previa valoración de su composición y grado de implicación en la mejora de su 

situación.
e)	 Situación social previa valoración de la red de apoyos de la persona.
f)	 Características de la vivienda habitual, previa valoración de las condiciones de salubridad y habitabilidad de la misma.
Artículo 11. Acceso al servicio.
1.	 El acceso al Servicio se realizará a través de los Servicios Sociales Comunitarios Municipales, primer nivel del Sistema 

Público de Servicios Sociales, estableciéndose dos vías de entrada derivadas de las siguientes actuaciones:
a)	 Vía Dependencia (Ley 39/2006 de 14 de diciembre).
Tener reconocida la situación de dependencia, así como haberle sido prescrito el servicio en virtud de los criterios de la Orden 

de 15 de noviembre de 2007 que regula el Servicio de Ayuda a Domicilio en la Comunidad Autónoma de Andalucía, como modalidad 
de intervención adecuada a las necesidades de la persona en la correspondiente Resolución Aprobatoria del Programa Individual de 
Atención (en adelante PIA), de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, en el Decreto 168/2007, de 12 de junio, por el que se regula el proce-
dimiento para el reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Aten-
ción a la Dependencia, así como los órganos competentes para su valoración, y en las disposiciones reglamentarias que la desarrollen.

El acceso derivado de esta situación será directo, tras la Resolución Aprobatoria del Programa Individual de Atención. Para su 
efectividad se estará a lo dispuesto en la normativa relativa a la efectividad de las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Aten-
ción a la Dependencia y en lo previsto en el presente Reglamento.

b)	 Vía Prestación Básica de los Servicios Sociales Comunitarios (Plan Concertado).
Podrán acceder por esta Vía las personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:
b.1)	Personas, que no teniendo reconocida la situación de dependencia, carecen o tienen mermada la autonomía para mantener-

se en su medio habitual de vida, a las que se les prescribe el Servicio de Ayuda a Domicilio por los Servicios Sociales Comunitarios, 
con carácter temporal.

b.2)	Personas con resolución de valoración sobre su situación de dependencia, a las que no les corresponde el derecho a las 
prestaciones, con procedimiento de revisión de valoración, y se podrá valorar el servicio de ayuda a domicilio como recurso pertinente.

b.3)	Personas con resolución de valoración sobre su situación de dependencia, y con Propuesta de PIA en el que se propone el 
Servicio de Ayuda a Domicilio como recurso más idóneo, en espera de Resolución aprobatoria. 

b.4)	Unidades de convivencia con menores o miembros en riesgo, y que en su Proyecto de Intervención Familiar se proponga 
el Servicio de Ayuda a Domicilio como recurso de desahogo familiar y/o carácter primordialmente educativo.

La prescripción del servicio se efectuará mediante el procedimiento establecido en el presente Reglamento.
En este supuesto se valorarán las circunstancias previstas en el baremo del Anexo I, al objeto de determinar la prioridad en el 

acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio mediante la ponderación de las siguientes circunstancias:
•	 Capacidad funcional (máx. 40 puntos).
•	 Situación socio-familiar y redes de apoyo (máx. 35 puntos).
•	 Situación de la vivienda habitual (máx.5 puntos).
•	 Situación económica del solicitante según tramos de renta personal anual (máx. 15 puntos).
•	 Otros factores sociales con incidencia en su autonomía personal (máx.5 puntos).
2. En caso de extrema y urgente necesidad suficientemente justificada se podrá iniciar la inmediata prestación del servicio, 

mediante propuesta motivada por los Servicios Sociales Comunitarios del ayuntamiento, a la Dirección del Área competente en materia 
de Servicios Sociales de la Diputación de Sevilla o persona en quién delegue, siendo preceptiva la posterior tramitación y baremación 
con carácter ordinario del expediente.

Se contemplan las siguientes situaciones:
–	� Situación imprevista provocada por accidente, enfermedad u otro hecho fortuito que ocasione en la persona usuaria nece-

sidad de ayuda puntual, por limitación física temporal con insuficiente apoyo de sus cuidadores.
–	� Necesidad sobrevenida en la familia que dificulte la atención de menores en situación de riesgo, con los que con una 

atención inmediata desde este servicio se evitará la agravación del riesgo psicosocial y/o la necesidad de adoptar medidas 
protectoras.

–	 Accidente u otra situación imprevista que ha provocado un posible aumento de la situación de dependencia.
–	 Ausencia temporal no prevista de la figura de la persona cuidadora.
–	� Aquellas en las que se detecten desatenciones graves de la persona usuaria/familia y en las que se valora la necesidad de 

realizar una intervención inmediata para garantizar la cobertura de las necesidades básicas, mientras se resuelve el recurso 
pertinente, considerando la Ayuda a Domicilio como medida transitoria.

–	 Otras situaciones debidamente justificadas, siempre que concurran la extrema y urgente necesidad.
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Estas situaciones se considerarán siempre y cuando al aplicar el baremo se obtenga, como mínimo, 21 puntos en el apartado de 
capacidad funcional y 35 puntos en el de situación socio-familiar y redes de apoyo.

La duración máxima del servicio de urgencia social será de tres meses prorrogables, dejándose de prestar en cualquier caso si 
desaparece la causa que originó la prestación del mismo.

En estos casos se emitirá un informe por los servicios sociales comunitarios competente en el que se reflejará lo dicho anterior-
mente, así como los datos necesarios para la inmediata prestación del servicio y posterior notificación a la persona interesada.

Se requerirá a la persona interesada, o a su representante legal, para que aporte la totalidad de los documentos establecidos 
necesarios, a fin de tramitar el servicio conforme al procedimiento ordinario.

Asimismo, y en el caso de que aparezcan posteriormente circunstancias sobrevenidas, desconocidas inicialmente para el Centro 
de Servicios Sociales competente, y que determinen la desaparición de la situación de necesidad que originó la concesión inmediata 
del servicio, se propondrá al Área competente de la Diputación para que autorice el cese del servicio, que será comunicado a la persona 
usuaria por la Unidad de Trabajo Social (en adelante UTS) correspondiente. 

Artículo 12. Intensidad del servicio.
1.	 Intensidad del servicio.
Para la prescripción del Servicio de Ayuda a Domicilio como un recurso idóneo de atención se considerarán todos los servicios 

o las prestaciones que reciba la persona y su unidad de convivencia. La intensidad del mismo estará en función del número de personas 
de la unidad de convivencia a quienes se les preste el servicio y se determinará en número de horas de atención mensual, según las 
necesidades de la persona usuaria y del informe social.

a)	 Para aquellas personas que hayan accedido al servicio por el sistema previsto en el artículo 11.1.a) del presente Reglamen-
to, se entenderá que tiene un carácter permanente, en tanto no se produzca suspensión, extinción o modificación conforme a la Orden 
reguladora del Servicio de Ayuda a Domicilio y la intensidad del mismo estará en función de lo establecido en la resolución aprobatoria 
del PIA. En estos casos, cuando resulte compatible con el Servicio de Centro de Día o con la prestación vinculada al mismo, su inten-
sidad será como máximo de 22 horas mensuales, de lunes a viernes.

La concreción horaria garantizará, cuando sea necesario, la atención de carácter personal durante todos los días de la semana.
b)	 Para aquellas personas que hayan accedido al servicio por el sistema previsto en el artículo 11.1.b) del presente Regla-

mento, este tendrá un carácter transitorio y se determinará, junto con el periodo de la prestación, en la prescripción de los respectivos 
Servicios Sociales Comunitarios. Salvo excepciones justificadas, se establecen los siguientes límites de atención:

–	� En los casos de atención personal con Grado II y Grado III reconocido un máximo de 22 horas mensuales y en los casos 
de atención mixta (doméstica y personal) un máximo de 25 horas mensuales.

–	� En los casos con Grado I reconocido y/o aquellos casos pendiente de valoración de grado de dependencia, un máximo de 
20 horas mensuales.

–	� Las horas de atención doméstica deberán ir siempre asociadas a horas de atención personal, salvo casos excepcionales 
debidamente justificados y previa autorización del Órgano Provincial.

La Diputación de Sevilla podrá establecer instrumentos que determinen esta intensidad en función de las necesidades valoradas, 
teniendo en cuenta como máximo el establecido anteriormente.

En cualquier caso, el acceso de personas al Servicio de Ayuda a Domicilio por el artículo 11.1.b) estará condicionado en cuanto 
a su extensión, intensidad y límite por la financiación prevista para este Programa, así como la disponibilidad de medios técnicos y 
humanos.

El contenido de la prestación del servicio se establecerá en función de la necesidad valorada y de las circunstancias recogidas 
en el informe de los/as profesionales de los Servicios Sociales Comunitarios. Esto generará igualmente el orden para la priorización de 
necesidades a nivel provincial. 

A los efectos de fijar el horario diario de atención, cuando la persona usuaria tenga prescrito servicio de comida a domicilio 
como una actuación de carácter doméstico relacionada con la alimentación consistente en la entrega en su domicilio de comida previa-
mente elaborada, se considerará que dos comidas servidas equivalen a una hora de atención.

2.	 Horario del servicio.
•	� El horario de atención será preferentemente diurno, prestado en horario de 	 mañanas 	y/o tardes, y no cubrirá situacio-

nes que requieran atención continuada todo el día. 
•	� La distribución del horario comprenderá un máximo de tres fracciones diarias y un 	 mínimo de una hora por fracción 

horaria.
•	 Se prestará de forma general de lunes a viernes de 8:00 a 22:00 horas y sábados de 	 8:00 a 15:00 horas.
•	� En casos suficientemente justificados, en los que exista necesidad manifiesta sin 	 otra forma de cobertura de la mis-

ma, podrá llevarse a cabo los sábados tarde, 	 domingo y festivos, así como en horario nocturno con los siguientes requi-
sitos:

	 – Para cobertura de tareas de carácter personal.
	 – �Exclusivamente para Grandes dependientes y Dependientes Severos valorados como Grado III y II, y/o personas con 

problemas graves de dependencia pendientes de Resolución Aprobatoria.
	 – Que no tengan ninguna posibilidad de ayuda o apoyo informal.
Artículo 13. Régimen de incompatibilidades.
1.	 El Servicio de Ayuda a Domicilio como prestación del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia será in-

compatible con todos los servicios y prestaciones de este sistema, con excepción de:
a)	 El Servicio de Teleasistencia.
b)	� El Servicio de Centro de Día o, en su defecto, la prestación económica vinculada a este servicio, con carácter complemen-

tario y con objeto de facilitar la asistencia al Centro a aquellas personas reconocidas en situación de Gran Dependencia 
(Grado III) o en situación de Dependencia Severa (Grado II).

En estos casos la intensidad será como máximo de 22 horas mensuales de lunes a viernes.
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2.	 El Servicio de Ayuda a Domicilio para las personas que accedan por el artículo 11.1.b), es incompatible con el contempla-
do a través del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia o si, siendo beneficiario de este Sistema ha desistido de su derecho.

Para la determinación de las incompatibilidades serán tenidas en cuenta las prestaciones que reciba la unidad convivencial, es 
decir, el régimen de incompatibilidad va referido a cualquier prestación que se perciba en la unidad de convivencia, si bien se valorará 
en cada caso la situación y las circunstancias que dan lugar a la solicitud.

Capítulo III

Derechos y deberes

Artículo 14. Derechos de las personas usuarias.
Las personas usuarias del Servicio de Ayuda a Domicilio tienen derecho a:
a)	 Ser respetadas y tratadas con dignidad.
b)	� La confidencialidad en la recogida y el tratamiento de sus datos, de acuerdo con la 	 normativa vigente sobre Protec-

ción de Datos de Carácter Personal.
c)	 Recibir una atención individualizada acorde con sus necesidades específicas.
d)	 Recibir adecuadamente el servicio con el contenido y la duración que en cada caso se prescriba.
e)	 Recibir orientación sobre los recursos alternativos que, en su caso, resulten necesarios.
f)	 Recibir información puntual de las modificaciones que pudieran producirse en el régimen del servicio.
g)	 Ser informados sobre el estado de tramitación de su expediente.
h)	� Ser oídos sobre cuantas incidencias relevantes observen en la prestación del servicio, así como a conocer los cauces for-

males establecidos para formular quejas y sugerencias.
i)	 Cualesquiera otros que les reconozcan las normas vigentes.
Artículo 15. Deberes de las personas usuarias.
Las personas usuarias del Servicio de Ayuda a Domicilio tienen los siguientes deberes:
a)	 Aceptar y cumplir las condiciones que exige el servicio.
b)	� Facilitar el ejercicio de las tareas del personal que atiende el servicio, así como poner a su disposición los medios materia-

les adecuados para el desarrollo de las mismas.
c)	 Mantener un trato correcto y cordial con las personas que prestan el servicio, respetando sus competencias profesionales.
d)	 Corresponsabilizarse en el coste del servicio en función de su capacidad económica personal.
e)	� Informar de cualquier cambio que se produzca en su situación personal, familiar, social y económica que pudiera dar lugar 

a la modificación, suspensión o extinción del servicio.
f)	 Comunicar con suficiente antelación cualquier ausencia temporal del domicilio que impida la prestación del servicio.
g)	 No exigir tareas o actividades no incluidas en el PIA o en el Proyecto de Intervención.
h)	 Poner en conocimiento del técnico/a responsable del servicio cualquier anomalía o irregularidad que detecte en la prestación.
Artículo 16. Protección de datos personales.
En cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Orgánica número 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 

Personal, y en su caso la normativa jurídica que la sustituya, los datos personales obtenidos sólo podrán ser utilizados para la finalidad 
que son solicitados, en este caso para la gestión del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Capítulo IV

Procedimiento de admisión al servicio como prestación básica de los servicios sociales comunitarios

Artículo 17. La admisión al servicio. 
El procedimiento para la concesión del Servicio de Ayuda a Domicilio se iniciará a instancia de la persona interesada o de su 

representante legal, y a propuesta de los Servicios Sociales Comunitarios.
a)	� La admisión de la persona usuaria en el servicio, derivada del Sistema de Autonomía Personal y Atención a la Depen-

dencia, se realizará en los plazos previstos en la Resolución Aprobatoria del PIA, previa suscripción del documento de 
aceptación del servicio por parte del usuario, en el que se concretarán las condiciones esenciales del mismo, tales como 
horario, actuaciones a desarrollar y régimen de las mismas. 

b)	� Las admisiones al servicio derivadas de las solicitudes descritas en el artículo 11.1.b como Prestación Básica de los Servi-
cios Sociales Comunitarios, salvo en los supuestos de extrema y urgente necesidad contemplados en el mismo, se realizará 
en el plazo de 30 días naturales desde su notificación por parte del Órgano Provincial a la UTS, y previa suscripción, 
igualmente, del documento de aceptación del servicio por la misma. 

La admisión de las solicitudes de la Prestación Básica de los Servicios Sociales Comunitarios se realizará por estricto orden 
de lista de espera del municipio según puntuación global obtenida en la valoración resultante de aplicación del baremo del Anexo I, 
y estarán sujetas a la disponibilidad presupuestaria del Área competente en materia de servicios sociales de la Diputación de Sevilla, 
reflejada anualmente en su presupuesto de gasto.

Aquellas solicitudes que tengan la misma puntuación y no sea posible su atención por falta de disponibilidad presupuestaria, se 
regirán por la mayor puntuación en los apartados del baremos con el siguiente orden de prelación: 1º capacidad funcional, 2º situación 
sociofamiliar y redes de apoyo, 3º situación económica, 4º situación de la vivienda habitual y 5º otros factores. 

Artículo 18. Solicitud del servicio como prestación básica de los servicios sociales. 
La persona interesada deberá presentar solicitud normalizada dirigida al Sr./Sra. Alcalde/sa del Ayuntamiento. Esta solicitud 

deberá acompañarse, en todos los casos, de la siguiente documentación:
•	� Fotocopia compulsada del DNI de la persona o personas solicitantes, en su defecto, documento acreditativo de su perso-

nalidad; y en caso de actuar representado, además, DNI de la persona bajo cuya representación actúa.
•	� Certificado de empadronamiento, o en su defecto, volante de empadronamiento comprensivo de todos los miembros de la 

unidad de convivencia, en el que se constate su residencia en cualquiera de los municipios de la provincia de Sevilla de 
menos de 20.000 habitantes. 

•	 Informe médico.
•	� Declaración de los Impuestos sobre la Renta y - en su caso - sobre el Patrimonio de las Personas Físicas de todos los 

miembros de la unidad familiar, referidas al periodo impositivo inmediatamente anterior. Quienes no estuvieran obligados 
a presentarlas, certificado de retenciones de rendimientos percibidos, o en su defecto, declaración responsable de ingresos. 
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•	� Las personas solicitantes que tengan resolución de reconocimiento de grado de dependencia, deberán adjuntar fotocopia 
de dicha resolución.

•	 En caso de tener reconocida una minusvalía, fotocopia del certificado acreditativo.
•	� Junto con esta documentación los Servicios Sociales Comunitarios podrán exigir los documentos complementarios que, 

durante la tramitación de expediente, estimen oportunos en relación con la prestación solicitada.
•	� Se podrá requerir a la persona solicitante la presentación de documentación adicional acreditativa de las circunstancias a 

valorar, cuando éstas no hayan quedado suficientemente demostradas o sean contradictorias con el informe social u otra 
información que obre en los Servicios Sociales.

•	 Cualquier otra que la normativa jurídica que la Junta de Andalucía, pudiera establecer.
Las solicitudes se presentarán en el registro general del Ayuntamiento de residencia de la persona solicitante, o en su caso, 

en la UTS de su municipio que le corresponda, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 19. Subsanación.
Si la solicitud no reúne los requisitos exigidos por la presente normativa se requerirá a la persona interesada para que, en un 

plazo de diez días (hábiles), subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que si así no lo hiciera, se la 
tendrá por desistida en su petición, archivándose ésta sin más trámite.

Artículo 20. Evaluación previa de la idoneidad del recurso.
1.	 Informe social.
En las solicitudes derivadas como Prestación Básica de los Servicios Sociales, se realizará una valoración previa de la solicitud, 

al objeto de determinar si el Servicio de Ayuda a Domicilio se trata de un recurso adecuado e idóneo en atención a la capacidad funcio-
nal de la persona solicitante, situación de la vivienda, redes de apoyo, etc. 

El equipo técnico de Servicios Sociales Comunitarios correspondiente al lugar de residencia de la persona solicitante del 
servicio, a la vista de la documentación presentada, elaborará Informe Social del Servicio de Ayuda a Domicilio, realizando para ello 
entrevistas y visitas domiciliarias, a fin de informar sobre la situación de necesidad en que se encuentra la persona interesada, valorar 
la situación y determinar el contenido, periodicidad e idoneidad de la prestación solicitada.

Si se estima el servicio como idóneo, se procederá a la elaboración del correspondiente Proyecto de Intervención. Una vez 
realizado éste, se remitirá solicitud del servicio para el usuario/a firmada por el/la trabajador/a social mediante intercambio registral 
(SIDERAL) al Director/a General del Área responsable de Servicios Sociales de la Diputación, para su validación.

El servicio se considerará no idóneo en los siguientes supuestos:
–	 Incumplimiento de los requisitos de admisión recogidos en el presente reglamento.
–	� Posibilidad de satisfacer adecuadamente por parte de la persona solicitante las necesidades que motivaron la demanda.
–	� Competencia de otra Administración pública, por razón de la naturaleza de la prestación o por razón de residencia de la 

persona solicitante, para la prestación del servicio. 
–	� Valoración de que el servicio pueda originar riesgos físicos y/o psíquicos tanto a la persona usuaria como al personal que 

lo presta.
–	� Derivación al catálogo de prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia u otros recursos sociales.
–	 Otras causas debidamente motivadas.
Si se estima el servicio como no idóneo, se elevara propuesta técnica de no concesión al Coordinador de SS.SS.CC del Área 

responsable de la Diputación, la cual se notificará a la Coordinador/a del SAD del municipio.
En caso de denegación del servicio, la persona usuaria no podrá solicitarlo de nuevo al menos en un período de seis meses, salvo 

cambio manifiesto y justificado de sus circunstancias.
2.	 Proyecto individual de atención.
Una vez elaborado el Proyecto Individual de Atención y presentado en el Área responsable de los Servicios Sociales de la 

Diputación para su validación, se contemplarán los siguientes supuestos: 
a)	 Admisión del servicio. En este caso se procederá a emitir la propuesta de resolución correspondiente.
b)	� No admisión temporal del servicio. Cuando no pueda prestarse el servicio de forma inmediata por falta de disponibilidad 

presupuestaria se incluirá la demanda en una lista de espera, la cual estará ordenada por las puntuaciones obtenidas en la 
baremación del Anexo I. Los expedientes en lista de espera podrán ser revisados a instancia de la persona interesada o del/a 
trabajador/a social, responsable del Servicio de Ayuda a Domicilio. En el caso de justificarse una variación sustancial que 
pueda afectar al baremo, se procederá a una revisión de la baremación del caso, pudiendo verse modificada la posición de 
la persona en el orden de la lista de espera.

c)	 Denegación del servicio.
De cada una de estas situaciones se informará a la UTS correspondiente.
Artículo 21. Resolución.
Una vez aprobada la admisión al Servicio según el artículo 11.1.b del presente Reglamento, la Dirección del Área competente 

en materia de servicios sociales del Órgano Provincial, elevará propuesta a la Presidencia del mismo o persona en quién delegue, quién 
emitirá resolución motivada de acceso al mismo. 

La Resolución habrá de producirse en el plazo máximo de tres meses desde la validación del Proyecto de Intervención por el 
Área competente del Órgano Provincial, y contendrá la concesión de la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio, especificando 
la intensidad.

Artículo 22. Modificación y revisión.
La alteración de las circunstancias tenidas en cuenta en el inicio de la prestación del servicio podrá dar lugar a una modificación 

de la misma, previa tramitación del correspondiente expediente, siempre que no proceda su suspensión o extinción.
1.	� La prestación del servicio podrá ser revisada como consecuencia de la modificación de la Resolución Aprobatoria del 

Programa Individual de Atención (PIA), de oficio por los Servicios Sociales o a solicitud de la persona interesada o de su 
representante legal, cuando se produzcan variaciones suficientemente acreditadas en las circunstancias que dieron origen 
a la misma.
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Igualmente el/la trabajador/a social podrá revisar el calendario de prestación del servicio establecido a cada persona usuaria, 
reservándose el derecho de hacer las modificaciones pertinentes en base al estado de necesidad del mismo y a la demanda existente en 
cada momento. 

2.	 La revisión de cada caso podrá dar lugar a su continuidad, modificación, suspensión o extinción.
Capítulo V

Gestión y funcionamiento

Artículo 23. Gestión del servicio. 
El Área competente en materia de servicios sociales de la Diputación de Sevilla con la colaboración de los Ayuntamientos de 

la provincia realizará las funciones de dirección, coordinación, seguimiento, supervisión y evaluación global del mismo en su ámbito 
territorial, sin perjuicio de las funciones de evaluación y seguimiento atribuidas a la Consejería competente en materia de servicios 
sociales.

La gestión del servicio podrá ser directa, esto es, asumiendo dicha ejecución a través del personal contratado por la corporación 
local; o indirecta, esto es, a través de entidades o empresas prestadoras del servicio debidamente acreditadas según lo dispuesto en la 
Orden de 10 de noviembre de 2010. 

En ambos casos el personal que preste el servicio, deberá reunir los requisitos de cualificación que exige la normativa vigente. 
Asimismo deberán cumplir con la normativa laboral vigente, especialmente en cuanto a cumplimiento de los derechos de los 

trabajadores. 
En el caso de gestión indirecta la entidad prestadora del servicio deberá disponer de la resolución de acreditación y estar inscrita 

en el Registro de Entidades, Servicios y Centros de Servicios Sociales de la Consejería competente en materia de servicios sociales.
Se entiende por entidad prestadora del Servicio de Ayuda a Domicilio toda persona o entidad que preste o se proponga prestar 

el servicio.
Todas las entidades prestadoras del servicio deberán contar durante la prestación con personal suficiente y con la cualificación 

y conocimientos necesarios para llevar a cabo sus tareas, así como con una póliza de seguros que cubra las posibles responsabilidades 
derivadas de sus actuaciones. Asimismo deberán cumplir la normativa aplicable en materia de prevención de riesgos laborales e im-
plantación de sistemas de gestión de calidad en la atención de las personas usuarias. 

La Diputación de Sevilla y los ayuntamientos de los municipios menores de 20.000 habitantes y las Entidades Locales Autóno-
mas (ELAs), podrán suscribir Convenios específicos de colaboración para la gestión del servicio en las distintas corporaciones locales.

Artículo 24. Recursos humanos.
El Servicio de Ayuda a Domicilio requiere la intervención de distintos profesionales, con la cualificación necesaria para garan-

tizar un nivel óptimo de calidad y eficacia en la prestación del mismo.
El equipo básico para la prestación del servicio estará formado por trabajadores y trabajadoras sociales y auxiliares de ayuda 

a domicilio. El resto de profesionales del Centro de Servicios Sociales Comunitarios (educadores y educadoras sociales, psicólogos 
y psicólogas, personal administrativo,..) participarán coordinadamente para posibilitar las actuaciones integrales del propio servicio. 

Todos estos profesionales deben, en pro de la calidad del servicio, cumplir las obligaciones y deberes propios de la ética y 
deontología profesional.

La persona usuaria contará con una persona de referencia perteneciente al equipo de los Servicios Sociales Comunitarios de la 
corporación local, cuya función será facilitarle información y asegurar, de forma integral, la atención que precise. 

– Auxiliares de ayuda a domicilio.
Son las personas encargadas de la atención directa mediante la realización de las tareas establecidas por los/as trabajadores/as 

sociales en el Proyecto de Intervención. Este personal deberá tener la cualificación profesional exigida en la Orden de 10 de noviem-
bre de 2010 y en la Orden de 21 de marzo de 2012 (o normativa que la sustituya). Sus competencias funcionales entre otras son las 
siguientes:

a)	 Realizar las actuaciones de carácter doméstico y personal.
b)	� Prestar a las personas usuarias la atención adecuada a sus necesidades, realizando un trabajo educativo y contribuyendo a 

la inserción y normalización de situaciones a nivel individual y convivencial.
c)	 Estimular el protagonismo de la persona usuaria, no sustituyéndola en aquellas tareas que pueda desarrollar autónomamente.
d)	 Facilitar a las personas usuarias canales de comunicación con su entorno y con el personal técnico responsable del servicio.
e)	 Cumplimentar la documentación de registro que le corresponda en los modelos establecidos para el servicio.
f)	 Participar en la coordinación y seguimiento del servicio, facilitando la información necesaria sobre las personas usuarias.
– Trabajadores y trabajadoras sociales.
Este personal tendrá, entre otras, las siguientes competencias funcionales: 
Respecto a la persona usuaria, en cada caso:
a)	 Estudiar y valorar la demanda.
b)	 Elaborar el informe de necesidad.
c)	� Diseñar un proyecto de intervención adecuado en coordinación con el resto de profesionales de Servicios Sociales Comu-

nitarios que intervengan en el caso.
d)	 Programar, gestionar y supervisar el caso.
e)	 Realizar el seguimiento y evaluar su idoneidad y eficacia.
f)	 Favorecer la participación de los miembros de la unidad de convivencia como apoyo al servicio.
Respecto al servicio:
a)	 Intervenir en la programación, gestión y supervisión del servicio.
b)	 Realizar el seguimiento y evaluar su idoneidad y eficacia.
c)	� Orientar, coordinar, realizar el seguimiento y evaluación de las intervenciones del voluntariado, en su caso, en relación al 

servicio.
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d)	 Facilitar y promocionar la formación y reciclaje del personal auxiliar de ayuda a domicilio. 
e)	 Coordinarlo con el resto de servicios y recursos de la red de Servicios Sociales o con otros sistemas de protección social.
f)	� Comunicar las incidencias que se produzcan en la prestación del servicio, así como cumplimentar los sistemas de registro 

establecidos.
Artículo 25. Calidad, evaluación y seguimiento
1.	� El Servicio de Ayuda a Domicilio deberá cumplir los requisitos mínimos de calidad que se determinen y será objeto de 

evaluación y seguimiento por el Área de la Diputación de Sevilla competente en materia de servicios sociales, con el fin 
de mejorar la eficacia y eficiencia del mismo. Para ello, las corporaciones locales cumplimentarán las fichas de evaluación 
anual de Servicios Sociales Comunitarios mediante la utilización de la aplicación informática que a tal efecto se establezca.

2.	� Con objeto de garantizar la calidad del servicio, la Diputación de Sevilla podrá requerir los datos que precise y realizar las 
actuaciones de evaluación, planificación e inspección de la prestación del servicio que considere necesario. Las corpora-
ciones locales facilitarán los datos de gestión del servicio que sean precisos para la realización de dichas actuaciones y la 
Diputación, tras su análisis, pondrá a disposición de los municipios las conclusiones obtenidas.

3.	� Se atenderá de manera específica a la calidad en el empleo, así como a promover la profesionalidad y potenciar la forma-
ción de los profesionales tanto, en caso de gestión directa, de las corporaciones locales como, en caso de gestión indirecta, 
de las entidades prestadoras del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Capítulo VI

Régimen económico

Artículo 26. Financiación del servicio.
1.	 En el supuesto de personas que tengan reconocida la situación de dependencia (vía de acceso al servicio según el art. 11.1.a 

del presente Reglamento) y se les haya prescrito el Servicio de Ayuda a Domicilio en la Resolución Aprobatoria del PIA, el servicio se 
financiará con las aportaciones de la Administración General del Estado y de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo con 
la Orden de 15 de noviembre de 2007, modificada por la Orden de 10 de noviembre de 2010 , por la Orden de 21 de marzo de 2012 y 
por Orden de 28 de junio de 2017, por la que se regula el Servicio de Ayuda a Domicilio en la Comunidad Autónoma de Andalucía, así 
como, con la aportación de la persona destinataria, en función a su capacidad económica.

Para garantizar la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio como prestación del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia en el caso de los municipios de menos de 20.000 habitantes, la Consejería competente en materia de servicios sociales, 
aprobó la Orden de 15 de noviembre de 2007, modificada por la Orden de 10 de noviembre de 2010, Orden de 21 de marzo de 2012, y 
por la Orden de 28 de junio de 2017 por la que se regula el Servicio de Ayuda a Domicilio en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

La Diputación de Sevilla se compromete a la prestación del servicio y la citada Consejería a realizar las transferencias corres-
pondientes a la aportación de la Comunidad Autónoma de Andalucía, con cargo a la disponibilidad presupuestaria de cada ejercicio, de 
acuerdo con un sistema de liquidación a mes vencido, en función del número de horas efectivamente prestadas, el coste o costes/hora 
del servicio y la aportación realizada por las personas usuarias.

La Diputación de Sevilla podrá a su vez, mediante convenios suscritos, en su caso, con los Ayuntamientos menores de 20.000 
habitantes y Entidades Locales Autónomas, transferir a estos la financiación correspondiente según el número de personas atendidas 
e intensidad horaria de cada una de ellas, descontando de dicha cantidad la aportación correspondiente a las personas beneficiarias. 
Esta aportación o copago por parte de la persona dependiente, le será requerida por el propio ayuntamiento según lo establecido en la 
Ordenanza Fiscal Reguladora aprobada a tal efecto.

En el supuesto de que algún ayuntamiento no acepte gestionar el Servicio de Ayuda a Domicilio, éste lo prestará la Diputación 
de Sevilla mediante el procedimiento de Gestión Indirecta.

2.	 En el supuesto de personas que no tengan reconocida la situación de dependencia (vía acceso al servicio según el artículo 
11.1.b del presente Reglamento), el servicio se financiará con las aportaciones de la Administración General del Estado, la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y las Corporaciones Locales, a través del Plan Concertado de Prestaciones Básicas en materia de Servicios 
Sociales, así como la aportación de la persona destinataria del servicio en caso que le corresponda por su capacidad económica.

La financiación del servicio de quienes accedan por esta vía, vendrá determinada en el Convenio de colaboración específico 
entre la Diputación de Sevilla y los Ayuntamientos de los municipios menores de 20.000 habitantes para la gestión del Servicio de 
Ayuda a Domicilio, contemplado en el Plan Provincial de Servicios Sociales.

El coste/hora total para la prestación del servicio, será el establecido en la Ordenanza Fiscal Reguladora de cada Entidad Local 
(siendo el coste máximo el establecido por la Consejería competente en materia de Servicios Sociales dentro del Sistema de Atención a 
la Dependencia). En función de este coste/hora se transferirán las cuantías a los ayuntamientos para la financiación de las prestaciones, 
según la disponibilidad presupuestaria.

El coste/hora de prestación del servicio incluye todos los gastos de gestión del mismo (personal, material, gestión y coordinación).
Artículo 27. Comunicación de incidencias, liquidaciones y justificación.
Independientemente de la vía acceso al servicio (artículo 11.1.a y 11.1.b del presente Reglamento), los ayuntamientos de los 

municipios de la provincia prestadores del Servicio de Ayuda a Domicilio, quedan obligados a justificar los créditos concedidos en los 
términos que establezca la Diputación de Sevilla y la Junta de Andalucía, así como a comunicar todas las incidencias que se produzcan 
en la prestación del servicio.

a)	 Comunicación de incidencias:
La Unidad de Trabajo Social (UTS) deberá remitir comunicación a la Diputación de Sevilla de todas las incidencias en la pres-

tación del servicio, en el momento que se produzcan, y relacionadas con las siguientes causas:
–	 Altas.
–	 Reanudaciones.
–	 Bajas.
–	 Suspensiones temporales.
–	 Revisiones horarias.
b)	 Liquidación mensual (solo para vía de acceso del artículo 11.1.a.).
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La Corporación Local deberá presentar, en los cinco primeros días naturales de cada mes, una liquidación mensual acompañada 
de un certificado suscrito por la persona que actúe en representación de la misma, indicando, respecto al mes inmediatamente anterior, 
la relación de las personas atendidas y, respecto a cada una de ellas, el número de horas efectivamente prestadas, el importe de su 
aportación y el coste/hora del servicio incurrido o abonado a la entidad prestadora del mismo. Igualmente, se indicarán, en su caso, las 
cantidades que procedan en concepto de desviaciones o ajustes relativos a meses anteriores.

La cuantía se calculará a mes vencido, en función del número de horas efectivamente prestadas, el coste o costes/hora del ser-
vicio y la aportación realizada por las personas usuarias.

La aplicación conjunta de estas tres variables se realizará de la siguiente manera:
Respecto a cada persona usuaria, se multiplicará el número de horas efectivamente prestadas por el coste del servicio, restando 

a la cantidad resultante el importe de su aportación.
A estos efectos:
1.	 Cuando el servicio sea prestado por la propia Corporación Local, el coste/hora del mismo será el coste/hora efectivamente 

incurrido por la Corporación Local, con el límite del coste/hora máximo fijado para su financiación.
2.	 Cuando el servicio sea prestado por una entidad privada o pública que no sea a la propia Corporación Local, el coste/hora 

del mismo será el coste/hora abonado a la entidad, con el límite del coste/hora máximo fijado para su financiación.
La liquidación mensual presentada en tiempo y forma será imprescindible para, una vez validada, realizar el pago de la cantidad 

que proceda, mediante transferencia.
c)	 Justificación semestral: (solo para vía de acceso del artículo 11.1.b).
En el caso de los Ayuntamientos que prestan el Servicio de Ayuda a Domicilio, de forma indirecta, a través de una empresa, 

deberán remitir certificado del/a interventor/a del Ayuntamiento de los pagos realizados con regularidad mensual a dicha empresa. Si 
el Ayuntamiento perceptor no justificara el pago al prestador de los servicios previamente autorizados, la Diputación podrá retener el 
pago de la siguiente prórroga, en tanto dicha justificación no se produzca.

d)	 Justificación anual:
Vía de acceso del artículo 11.1.a.).
Cada Corporación Local deberá presentar, en los dos primeros meses de cada año natural, un certificado referido a la anuali-

dad anterior en el que conste que las transferencias recibidas se han aplicado al Servicio de Ayuda a Domicilio, junto con el siguiente 
contenido mínimo:

1.º Número de personas usuarias.
2.º Número de horas efectivamente prestadas.
3.º Coste o costes/hora del servicio que haya incurrido la Corporación Local o haya abonado a la entidad prestadora del servi-

cio, relacionándolos con las horas prestadas.
4.º. Importe total de las aportaciones realizadas por las personas usuarias.
5.º Modalidad de gestión del servicio.
6.º En su caso, nombre de la entidad o entidades públicas o privadas prestadoras del servicio, fecha de los pagos que se les han 

realizado, importe de los mismos y períodos a los que corresponden.
Este certificado será suscrito por la persona titular del órgano de la Corporación Local con competencias en materia de inter-

vención y sus datos deberán coincidir con los de las liquidaciones mensuales practicadas en el año al que se refiera. De no ser así, una 
vez verificado el desajuste, la diferencia que resulte se compensará en la posterior liquidación mensual que proceda. 

En el caso de que se detecte una incidencia respecto del computo de horas anuales, ésta deberá ser corregida para poder cerrar 
la última liquidación anual.

El certificado anual presentado en tiempo y forma será imprescindible para continuar con el pago de las cantidades que proce-
dan, así como que del mismo no se deduzca el impago a la empresa prestadora del servicio.

Vía de acceso 11.1.b).
Los ayuntamientos deberán presentar Certificado del/a Secretario/a de las personas usuarias atendidas en el Servicio de Ayuda 

a Domicilio.
e)	 Justificación anual: (para ambas vías de acceso).
En el caso de los ayuntamientos con gestión directa del servicio, deberán presentar certificado del/a interventor/a del Ayunta-

miento de los gastos realizados con cargo a la cantidad transferida, recogiendo relación nominal de las personas contratadas, indicando 
las horas de contratación anual, retribuciones y costes de la Seguridad Social, tipo de contrato y titulación de la persona contratada.

En el caso de gestión indirecta, la corporación local deberá aportar certificado del/a responsable de la empresa prestadora del 
Servicio de Ayuda a Domicilio de los gastos realizados con cargo a la cantidad transferida, recogiendo relación nominal de las personas 
contratadas, indicando las horas de contratación anual, retribuciones y costes de la Seguridad Social, tipo de contrato y titulación de la 
persona contratada.

Los ayuntamientos deberán aportar en soporte informático una copia de la justificación anual presentada, de manera que desde 
el Área competente en materia de servicios sociales de la Corporación Provincial se pueda acceder a los listados de personal presenta-
dos, según la plantilla que se pondrá a disposición del Ayuntamiento.

Artículo 28. Regularización.
1.	 Vía dependencia (Ley 39/2006 de 14 de diciembre).
Las cuantías transferidas a los ayuntamientos se regularizarán de acuerdo con la normativa al efecto establecida por la Junta 

de Andalucía y la Diputación de Sevilla.
2.	 Vía prestación básica de los Servicios Sociales Comunitarios 
Las cuantías transferidas a las entidades locales se regularizarán periódicamente en función del número de personas que efecti-

vamente hayan recibido el servicio y la intensidad horaria del mismo, aplicando para ello el coste/hora total establecido en la Ordenanza 
Fiscal Reguladora de cada entidad local (siendo el coste máximo el establecido por la Consejería competente en materia de Servicios 
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Sociales dentro del Sistema de Atención a la Dependencia). El resultado de esta regularización se compensará en la cuantía a transferir 
a cada entidad local en el siguiente período.

Artículo 29. Participación económica de las personas usuarias.
1.	 Las personas usuarias del Servicio de Ayuda a Domicilio participarán en el coste del mismo en función de su capacidad 

económica, según lo establecido en la Orden que regula el Servicio de Ayuda a Domicilio en la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
2.	 Esta participación se calculará aplicando un porcentaje al indicador de referencia del servicio, de acuerdo con la tabla esta-

blecida en el Anexo III, común para todas las personas usuarias, cualquiera que sea la situación de la que se derive el acceso al servicio. 
El indicador de referencia del Servicio de Ayuda a Domicilio será:
a)	� En el supuesto de personas que tengan reconocida la situación de dependencia y se les haya prescrito el Servicio de Ayuda 

a Domicilio en la Resolución Aprobatoria del PIA, el coste/hora fijado por la persona titular de la Consejería competente 
en materia de servicios sociales a los efectos de determinar las transferencias mensuales a las Corporaciones Locales de 
Andalucía cuando el servicio se preste en el ámbito del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, multipli-
cado por las horas mensuales establecidas en la Resolución.

b)	� En el supuesto de personas que no tengan reconocida la situación de dependencia o que, teniéndola reconocida, no les 
corresponda aún la efectividad del derecho a las prestaciones de dependencia, la cuantía fijada por la corporación local 
multiplicada por las horas mensuales de atención que se presten, siendo el coste máximo el establecido por la Consejería 
competente en materia de Servicios Sociales dentro del Sistema de Atención a la Dependencia.

3.	 La capacidad económica personal se determinará en atención a la renta y al patrimonio.
4.	 Se considera renta los rendimientos derivados tanto del trabajo como del capital.
a)	� Se entenderá por rentas de trabajo las retribuciones, tanto dinerarias como en especie, derivadas del ejercicio de activi-

dades por cuenta propia o ajena, equiparándose a éstas las prestaciones reconocidas por cualquiera de los regímenes de 
previsión social, financiados con cargo a recursos públicos o ajenos. 

b)	� Como rentas de capital se computarán la totalidad de los ingresos que provengan de elementos patrimoniales, tanto de 
bienes como de derechos, considerándose según sus rendimientos efectivos. 

5.	 A aquellas personas obligadas a presentar la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se les com-
putará como renta, a efectos de lo dispuesto en este artículo, la cuantía que figure como parte general de la base imponible en la de-
claración del impuesto citado. A aquellas personas que no tengan obligación de presentar la declaración mencionada o que presenten 
declaración conjunta se les determinará la cuantía de la renta con los mismos criterios utilizados para calcular la parte general de la base 
imponible. 

6.	 Se considera patrimonio el conjunto de bienes y derechos de contenido 	 económico de titularidad de la persona 
usuaria, con deducción de las cargas y gravámenes que disminuyan su valor, así como de las deudas y obligaciones personales de las 
que deba responder.

7.	 Sólo se tendrán en cuenta, a efectos de cómputo de patrimonio, los bienes y derechos de aquellas personas que tengan 
obligación de presentar la declaración sobre patrimonio, de acuerdo con la normativa estatal y autonómica vigente del Impuesto sobre 
el Patrimonio. No se considerará patrimonio, a estos efectos, la vivienda habitual.

8.	 La capacidad económica final del solicitante será la correspondiente a su renta, modificada al alza por la suma de un 5% 
de la base liquidable del Impuesto sobre el Patrimonio, reducida por el valor de la vivienda habitual, a partir de los 65 años de edad, un 
3% de los 35 a los 65 años y un 1% los menores de 35 años.

9.	 El período a computar para la determinación de la renta y del patrimonio será el correspondiente al año natural inmediata-
mente anterior al de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio.

10.	 La normativa de desarrollo del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia que afecte a la forma de determi-
nación de la capacidad económica y la tabla para determinar la participación de la persona usuaria en el coste del Servicio de Ayuda a 
Domicilio será de aplicación a todas las personas usuarias del servicio, cualquiera que sea la situación de la que se derive el acceso al 
mismo, salvo que se establezca lo contrario.

11.	 Asimismo, en el supuesto de unidades de convivencia que en su proyecto de intervención familiar tengan prescrito el 
Servicio de Ayuda a Domicilio, la capacidad económica coincidirá con la renta per cápita anual, definida como la suma de la renta de 
cada uno de los miembros de la unidad de convivencia, determinada de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 23 de la Orden de 15 
de noviembre de 2007, modificada por la Orden de 10 de noviembre de 2010 y Orden de 21 de marzo de 2012, y por la Orden de 28 de 
junio de 2017, dividida por el número de miembros de la unidad familiar.

12.	 Para la gestión y cobro del copago se estará a lo dispuesto en la Ordenanza Fiscal para la regulación de la Tasa por presta-
ción del Servicio de Ayuda a Domicilio de los municipios que presten el servicio que se regirán por lo dispuesto en la normativa vigente.

El copago se computará a meses completos. En caso de que se produzcan cambios por circunstancias sobrevenidas en la apor-
tación o copago sobre el expediente ya resuelto, la persona beneficiaria o representante legal tendrá la obligación de comunicarlo a los 
Servicios Sociales Comunitarios por escrito, en el plazo máximo de un mes desde que se produzcan.

La Diputación de Sevilla, una vez estudiadas y valoradas las circunstancias que dan origen al cambio, resolverá sobre la nueva 
situación de copago, siéndole de aplicación el nuevo porcentaje, como máximo a partir del primer mes siguiente al de la resolución. 

En el caso de que la prestación del Servicio la realice la Diputación de Sevilla, se establecerá una tasa provincial, así como los 
correspondientes mecanismos para su cobro.

Capítulo VII

Suspensión y extinción de la prestación del servicio

Artículo 30. Suspensión.
1.	 Motivos de la suspensión: La prestación del servicio se suspenderá, previa tramitación del correspondiente expediente, por 

alguna de las siguientes circunstancias:
a)	 Vacaciones u otros motivos de ausencia temporal del domicilio, comunicada por escrito a los Servicios Sociales Comuni-

tarios, siempre que no exceda de tres meses, sin computar a estos efectos las ausencias de fines de semana.
Este período se podrá ampliar en situaciones especiales, entre otras, la hospitalización. 
Cuando la persona usuaria esté en situación de rotación familiar, el período se ampliará a los plazos de las rotaciones.
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b)	 Modificación temporal de las circunstancias que dieron origen a la concesión de la prestación del servicio.
c)	 Incumplimiento puntual por la persona usuaria de alguno de los deberes recogidos en el artículo 15 del presente Reglamento.
d)	 Por cualquier otra causa que dificulte o impida temporalmente el normal funcionamiento del servicio, garantizándose 

cuando sea necesario la atención de carácter personal.
Además de las circunstancias antes mencionadas, y para las persona usuarias que hayan accedido al Servicio de Ayuda a Do-

micilio por Prestaciones Básicas, será causa de suspensión el cambio de domicilio dentro del Municipio. En este caso los Servicios 
sociales Comunitarios valoraran las nuevas circunstancias, comunicando a la Diputación la propuesta razonada de continuidad, modi-
ficación o extinción definitiva del servicio. 

2.	 Procedimiento de suspensión: Se distinguirá entre aquellas personas que accedan al Servicio de Ayuda a Domicilio por el 
Sistema de Dependencia o de Prestaciones Básicas.

a)	 Suspensión del Servicio de Ayuda a Domicilio de aquellas personas que acceden por la Ley de Dependencia: Constatada 
la causa que da lugar a la suspensión, mediante el correspondiente informe técnico de los servicios municipales, se trasladará a la Di-
putación de Sevilla en un plazo máximo de 1 mes, quien a su vez lo comunicará a la Administración Autonómica.

No obstante, en el supuesto de que las causas determinantes de la suspensión den lugar a situaciones de urgencia inaplazable, 
que requieran la protección provisional de los intereses implicados, la Diputación de Sevilla una vez recibido el informe técnico de los 
servicios municipales, podrá en la comunicación que se dirija a la Administración Autonómica instar a ésta para que adopte la suspen-
sión temporal del servicio como medida provisional, en los términos del art.56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

b)	 Suspensión del Servicio de Ayuda a Domicilio de aquellas personas que accedan por Prestaciones Básicas:
•	� Los usuarios del servicio tienen obligación de comunicar por escrito las ausencias temporales de su domicilio. Los Ser-

vicios Sociales Comunitarios ayudarán al beneficiario a cumplimentar tal obligación, procediendo a la suspensión del 
servicio y a su comunicación a la Diputación Provincial, en el plazo máximo de 1 mes.

•	� En los supuestos de los apartados b), c) y d) del apartado 1 de este artículo, una vez constatado por los Servicios Sociales 
Comunitarios el motivo de suspensión, mediante el correspondiente informe técnico, se comunicará dicha circunstancia a 
la persona interesada, concediéndole trámite de audiencia en el plazo de diez días. Realizado dicho trámite, y de apreciarse 
la concurrencia de alguno de estos motivos, por parte de los Servicios Sociales Comunitarios se procederá a la suspensión 
temporal del servicio, y a su comunicación a la Diputación, en el plazo máximo de 1 mes, desde que se produce la causa 
de la suspensión.

No obstante, en el supuesto de que las causas determinantes de la suspensión den lugar a situaciones de urgencia inaplazable, 
que requieran la protección provisional de los intereses implicados, los Servicios Sociales Comunitarios podrán adoptar la suspensión 
temporal del servicio como medida provisional, en los términos del art.56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Ad-
ministrativo Común de las Administraciones Públicas.

3.	 Desaparecida la circunstancia determinante de la suspensión:
•	� La persona interesada o su representante legal, podrá solicitar la reanudación del servicio. En este caso y si fuera necesario, 

se realizará una nueva valoración.
•	� Los servicios técnicos competentes podrán proponer de oficio la reanudación cuando tengan conocimiento de que ha ce-

sado el motivo de la suspensión.
La suspensión del servicio y su correspondiente expediente es independiente del posible expediente sancionador que se inicie 

al constatarse el incumplimiento por la persona usuaria de alguno de los deberes u obligaciones recogidos en este Reglamento.
En caso de que el deber incumplido sea al impago de la aportación de la persona usuaria se mantendrá la suspensión del servicio 

hasta que se proceda al pago de lo adeudado.
Artículo 31. Extinción.
1.	 Motivos de la extinción: La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio se extinguirá, previa tramitación del correspon-

diente expediente, por algunas de las siguientes circunstancias:
a)	 Fallecimiento de la persona usuaria.
b)	 Renuncia expresa y por escrito de la persona usuaria o de su representante legal.
c)	 Ocultación o falsedad comprobada en los datos que se han tenido en cuenta para concederla.
d)	 Desaparición de las circunstancias que dieron origen a la concesión de la prestación del servicio.
e)	� Ausencia de su domicilio por un período superior a tres meses, salvo situaciones especiales en las que se haya prorrogado 

el período de suspensión del servicio. En estos casos, el servicio se extinguirá por la superación del plazo de suspensión 
establecido sin que la persona usuaria haya retornado a su domicilio.

f)	 Traslado definitivo de su residencia a otro municipio, salvo en el caso de rotación familiar.
g)	� Asignación de otro recurso incompatible con el Servicio de Ayuda a Domicilio como consecuencia de la revisión del PIA 

o del Proyecto de Intervención.
h)	� Incumplimiento reiterado por la persona usuaria de alguno de los deberes recogidos en el artículo 15 del presente Regla-

mento.
i)	 Por cualquier otra causa que imposibilite el normal funcionamiento del servicio.
Además de las circunstancias antes mencionadas, y para las persona usuarias que hayan accedido al Servicio de Ayuda a Do-

micilio por Prestaciones Básicas, serán causas de extinción las siguientes:
–	 Permanecer más de seis meses consecutivos en suspensión.
–	 Finalización del período de la concesión del servicio, salvo renovación expresa, previa valoración técnica.
–	� El reconocimiento efectivo del derecho de la prestación de ayuda a domicilio o cualquiera de las otras prestaciones o ser-

vicios del catálogo previstos en el sistema de atención a la dependencia.
–	 Acuerdo del órgano correspondiente, dando cuenta de la Inexistencia de financiación.
2.	 Procedimiento de extinción:
a)	 Extinción del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas que han accedido por la Ley de Dependencia:
Los Servicios Sociales Comunitarios comunicarán a la Diputación de Sevilla, en un plazo máximo de 1 mes, desde que se origi-

ne la causa, los motivos de extinción de la prestación del servicio, conforme el apartado 1 de este artículo. La Diputación dará traslado 
de esta situación a la Administración Autonómica. 
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b)	 La extinción del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas que han accedido por Prestaciones Básicas, se realiza por 
los Servicios Sociales Comunitarios correspondientes, a propuesta del/a trabajador/a social, quien elaborará un Informe que en el que 
conste la identificación de la persona usuaria, el motivo de la extinción y fecha en la que se deja de prestar el Servicio de Ayuda a Do-
micilio, dando cuenta a la Diputación en el plazo máximo de un mes, desde que se origine la causa de extinción del servicio.

La extinción del servicio y su correspondiente expediente es independiente del posible expediente sancionador que se inicie al 
constatarse el incumplimiento por la persona usuaria de alguno de los deberes u obligaciones recogidos en este Reglamento.

Capítulo VIII

Régimen sancionador

Artículo 32. Responsables.
1.	 Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas físicas o jurídicas que 

resulten responsables de los mismos.
2.	 Se consideran autores de las infracciones tipificadas por este Reglamento quienes realicen los hechos por sí mismos, con-

juntamente o a través de persona interpuesta.
3.	 Tendrán también la consideración de autores quienes cooperen en su ejecución mediante una acción u omisión sin la cual 

la infracción no hubiese podido llevarse a cabo.
Artículo 33. Infracciones.
Constituirá infracción:
a)	� Dificultar, impedir, obstruir o perturbar el ejercicio de cualesquiera de los derechos de los usuarios/as reconocidos en el 

presente Reglamento
	� Cualquier acción que dificulte la normal prestación del servicio a que tienen derecho los usuarios, alterar las normas de 

convivencia y respeto mutuo, creando situaciones de malestar en la prestación del servicio, incluso entre/con los familiares 
afectados, promoviendo o participando en discusiones violentas, no respetando los horarios adjudicados, o incumpliendo 
las condiciones establecidas en la concesión de la prestación sin causa justificada.

b)	 Tratar de forma discriminatoria a las personas usuarias.
c)	 Conculcar la dignidad de las personas usuarias.
d)	 Generar daños o situaciones de riesgo para la integridad física o psíquica.
e)	� Vulnerar el derecho a que sea respectada la confidencialidad en la recogida y tratamiento de los datos personales de las 

personas usuarias, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal.

f)	� No cumplir por parte de la persona usuaria los deberes que tiene atribuidos por el presente Reglamento. Alterar las nor-
mas de convivencia y respeto mutuo, creando situaciones de malestar en la prestación del servicio, incluso entre/con los 
familiares afectados, promoviendo o participando en discusiones violentas, no respetando los horarios adjudicados, o 
incumpliendo las condiciones establecidas en la concesión de la prestación sin causa justificada. 

g)	 Negar el suministro de información o proporcionar datos falsos. 
h)	 Ausentarse del domicilio sin previo aviso a la entidad prestadora del servicio.
i)	 Obstruir las acciones de inspección de los Servicios Sociales Comunitarios o de la Diputación Provincial.
j)	 Incumplir los requerimientos específicos que formulen la Diputación o los Servicios Sociales Comunitarios competentes.
Artículo 34. Clasificación de las infracciones.
1.	 Las infracciones se clasificarán en leves, graves y muy graves, de acuerdo con criterios de riesgo para la salud, gravedad 

de la alteración social producida por los hechos, cuantía del beneficio obtenido, intencionalidad, número de afectados y reincidencia.
2.	 Se calificarán como leves las infracciones tipificadas en el artículo 33 cuando se hayan cometido por imprudencia o simple 

negligencia, y no comporten un perjuicio directo para las personas en situación de dependencia.
3.	 Se calificarán como infracciones graves las tipificadas de acuerdo con el artículo 33 cuando comporten un perjuicio para 

las personas, o se hayan cometido con dolo o negligencia grave. También tendrán la consideración de graves, aquellas que comporten 
cualesquiera de las siguientes circunstancias:

	 a)	 Reincidencia de falta leve. 
	 b)	� Negativa absoluta a facilitar información o a prestar colaboración a los servicios de inspección, así como el falsea-

miento de la información proporcionada a la Administración. 
	 c)	� Coacciones, amenazas, represalias o cualquier otra forma de presión ejercitada sobre las personas en situación de 

dependencia o sus familias.
4.	 Se calificarán como infracciones muy graves todas las definidas como graves siempre que concurran alguna de las siguien-

tes circunstancias:
	 a)	 Que atenten gravemente contra los derechos fundamentales de la persona. 
	 b)	 Que se genere un grave perjuicio para las personas en situación de dependencia o para la Administración. 
	 c)	 Que supongan reincidencia de falta grave.
5.	 Se produce reincidencia cuando, al cometer la infracción, el sujeto hubiera sido ya sancionado por esa misma falta, o por 

otra de gravedad igual o mayor o por dos o más infracciones de gravedad inferior, durante los dos últimos años.
Artículo 35. Sanciones.
1.	 Las infracciones serán sancionadas por la Diputación de Sevilla respecto de la Prestación Básica de los Servicios Sociales 

Comunitarios con pérdida de las prestaciones y subvenciones para las personas beneficiarias; con multa para los cuidadores y para las 
empresas proveedoras de servicios. En todo caso, la sanción implicará el reintegro de las cantidades indebidamente percibidas.
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2.	 La graduación de las sanciones será proporcional a la infracción cometida y se establecerá ponderándose según los si-
guientes criterios:

	 a)	 Gravedad de la infracción. 
	 b)	 Gravedad de la alteración social y perjuicios causados. 
	 c)	 Riesgo para la salud. 
	 d)	 Número de afectados. 
	 e)	 Beneficio obtenido. 
	 f)	 Grado de intencionalidad y reiteración. 
3.	 La graduación de las multas se ajustará a lo dispuesto en la normativa estatal y autonómica aplicable.
4.	 En los supuestos en los que se acuerde la suspensión de prestaciones o subvenciones, ésta se graduará entre uno y seis 

meses según la gravedad de la infracción.
5.	 Durante la sustanciación del procedimiento sancionador, la Diputación podrá acordar, como medida cautelar, la suspensión 

de cualquier tipo de ayudas o subvención que el particular o la entidad infractora haya obtenido o solicitado de dicha Administración.
6.	 Durante la sustanciación del procedimiento por infracciones graves o muy graves, y ante la posibilidad de causar perjuicios 

de difícil o imposible reparación, la Diputación podrá acordar, como medida cautelar, la suspensión de la actividad.
Artículo 36. Prescripción.
1.	 Las infracciones a que se refiere la presente Ley prescribirán:
	 a)	 Al año, las leves.
	 b)	 A los tres años, las graves.
	 c)	 A los cuatro años, las muy graves.
2.	 El plazo de prescripción comenzará a contarse a partir del día que se haya cometido la infracción y se interrumpirá por la 

iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador.
3.	 Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los cinco años, por faltas graves a los cuatro años y por faltas 

leves al año.
Disposición adicional primera

En lo no previsto en el presente Reglamento se estará a lo dispuesto en la normativa vigente, reguladora del Servicio de Ayuda 
a Domicilio.

Especialmente, en materia de régimen sancionador, se estará a lo dispuesto en el Decreto 50/2013, de 23 de abril, que establece 
el Régimen Sancionador del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en Andalucía y modifica el Decreto 396/2008, 
de 24 de junio de 2008, que aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Inspección de Servicios Sociales de la 
Junta de Andalucía.

Disposición adicional segunda

El Área competente en materia de servicios sociales de la Diputación de Sevilla podrá llevar a cabo cuantas actuaciones consi-
dere oportunas para el desarrollo técnico de este Reglamento, y en todo caso elaborará, para su aprobación mediante Resolución de la 
Presidencia, un documento de procedimiento técnico de prestación del servicio, de obligado cumplimiento para las entidades prestado-
ras y en el que se incluirán los distintos soportes documentales que se establezcan.

Disposición final

El presente reglamento entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia previo cumpli-
miento de los plazos establecidos en el artículo 65.2. de la Ley Reguladora de Bases de Régimen Local. 

Anexos

Anexo I. Baremo (valoración de solicitud).
Anexo II. Tabla para determinar la participación de la persona usuaria en el coste del servicio.
Anexo I. Baremo (valoración de solicitud).
A)	 Capacidad funcional (máximo 40 puntos)
Capacidades	 Lo hace por si mismo	 Requiere ayuda parcial	 Requiere ayuda total	 Puntos

1. Comer y beber 	 0	 3	 6	
2. Regulación de la micción/defecación 	 0	 2,5	 5	
3. Lavarse/arreglarse 	 0	 2	 4	
4.Vestirse/calzarse/desvestirse descalzarse 	 0	 2	 4	
5. Sentarse/levantarse/tumbarse 	 0	 1	 2	
6. Control en la toma de medicamentos 	 0	 0,5	 1	
7. Evitar riesgos 	 0	 0.5	 1	
8. Pedir ayuda 	 0	 1	 2	
9. Desplazarse dentro del hogar 	 0	 2	 4	
10. Desplazarse fuera del hogar 	 0	 2	 4	
11. Realizar tareas domésticas 	 0	 1,5	 3	
12. Hacer la compra 	 0	 0,5	 1	
13. Relaciones interpersonales 	 0	 0,5	 1	
14. Usar y gestionar el dinero 	 0	 0,5	 1	
15. Uso de los servicios a disposición del público 	 0	 0.5	 1	
A) Total puntos

B)	 Situación sociofamiliar-Redes de apoyo (máximo 35 puntos)
	 Puntos

1. Persona que vive sola y no tiene familiares	 35
2. �Unidades de convivencia en situación crítica por falta (temporal o definitiva)	 35
de un miembro clave o que presentan incapacidad total o imposibilidad para asumir los cuidados y atención
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	 Puntos

3. Unidades de convivencia con menores en riesgo que en su proyecto de intervención familiar esté prescrito	 30
el servicio
4. Tiene familiares residentes en municipio que no prestan ayuda	 25
5. Tiene ayuda de sus familiares o entorno de forma ocasional e insuficiente	 20
6. Su entorno le atiende habitual y continuadamente, precisando actuaciones ocasionales	 10
B) Total puntos

C)	 Situación de la vivienda habitual (máximo 5 puntos)
	 Puntos

1. Existen barreras arquitectónicas dentro de la vivienda	 3
2. Existen barreras arquitectónicas en el acceso a la vivienda	 1
3. Existen deficientes condiciones de salubridad y habitabilidad en la vivienda	 1
C) Total puntos

D) Situación económica tramos de renta personal anual (máximo 15 puntos)
	 % IPREM	 Puntos

	 1. 0% - 100%	 15
	 2. 100,01% - 150%	 12
	 3. 150,01% - 200%	 9
	 4. 200,01% - 250%	 6
	 5. 250,01% o más	 0
	 D) Total puntos

E) Otros factores. Cualquier otra circunstancia de relevancia no valorada y suficientemente motivada (máximo 5 puntos).

TOTAL PUNTOS

Baremo resumen.
A) Capacidad Funcional	 Puntos

B) Situación Sociofamiliar – Redes de apoyo	
C) Situación de la vivienda habitual	
D) Situación económica	
E) Otros factores	
Puntuación total (A + B + C + D +E)

Anexo II

Tabla para determinar la participación de la persona usuaria en el coste del servicio

TABLA PARA DETERMINAR LA PARTICIPACIÓN DE LA PERSONA USUARIA EN EL COSTE DEL SERVICIO
CAPACIDAD ECONÓMICA PERSONAL	 % APORTACIÓN
≤ 1IPREM	 0%
> 1 IPREM ≤ 2 IPREM	 5%
> 2 IPREM ≤ 3 IPREM	 10%
> 3 IPREM ≤ 4 IPREM	 20%
> 4 IPREM ≤ 5 IPREM	 30%
> 5 IPREM ≤ 6 IPREM	 40%
> 6 IPREM ≤ 7 IPREM	 50%
> 7 IPREM ≤ 8 IPREM	 60%
> 8 IPREM ≤ 9 IPREM	 70%
> 9 IPREM ≤ 10 IPREM	 80%
> 10 IPREM	 90%

Contra este acuerdo que pone fin a la vía administrativa podrán interponer los interesados directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justifica de Andalucía en el plazo de dos (2) meses 
contados desde el día siguiente al de la presente publicación, todo ello sin perjuicio de cualquier otro recurso que estime pertinente.

Lo que se hace público para general conocimiento.
En Sevilla a 27 de abril de 2018.—El Secretario General (P.D. Resolución n.º 2.579/2015, de 2 de julio), Fernando Fernández–

Figueroa Guerrero.
8W-3307

————

Área del Empleado Público
(Autorizado por Resolución 2092/18, de 3 de mayo).

Aprobación de lista provisional de personas aspirantes admitidas y excluidas a la convocatoria para la provisión, en turno de 
promoción interna, de seis plazas de «Administrativo/a», vacantes en la plantilla de personal laboral de la Excma. Diputación provin-
cial de Sevilla, composición del tribunal y establecimiento de fecha de comienzo de las pruebas (O.E.P. 2016).

Por resolución de la Presidencia de esta Corporación número 2092/18, de 3 de mayo, se ha aprobado la lista provisional de 
personas aspirantes admitidas y excluidas a la convocatoria para la provisión, por el turno de promoción interna, de seis plazas de Ad-
ministrativo/a, vacantes en la plantilla de personal laboral de la Excma. Diputación Provincial de Sevilla, así como la composición del 
Tribunal y la fecha de comienzo de las pruebas, con el siguiente tenor literal:
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«Vista la relación de personas aspirantes que han solicitado dentro del plazo reglamentario, tomar parte en la convocatoria para 
la provisión, por el turno de promoción interna, de seis plazas de Administrativo/a, vacantes en la Plantilla de personal laboral de la 
Excma. Diputación Provincial de Sevilla, aprobadas por resolución número 6283/17, de 30 de noviembre y publicada en el «Boletín 
Oficial» de la provincia número 37, de 14 de febrero de 2018, esta Presidencia de mi cargo, en uso de las facultades atribuidas por el 
art. 34 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, resuelve:

Primero: Aprobar la lista provisional de personas aspirantes admitidas y excluidas a la convocatoria para la provisión, por el 
Turno de Promoción Interna, de seis plazas de Administrativo/a, vacantes en la plantilla de personal laboral de la Excma. Diputación 
Provincial de Sevilla.

Segundo: Conceder a las personas aspirantes un plazo de diez días hábiles, contados a partir del siguiente al de la publicación de 
la lista provisional en el «Boletín Oficial» de la provincia, al objeto de subsanar las causas que hayan motivado su exclusión u omisión 
de la citada lista, para que aleguen y presenten la documentación que a su derecho convenga, todo ello de conformidad con lo dispuesto 
en la base cuarta de las generales.

Tercero: Elevar la lista a definitiva, en caso de no proceder corrección alguna.

Personas aspirantes admitidas:

Primer apellido Segundo apellido Nombre NIF

Castillo Fernández José Luis 27.299.869-L

Barrera Anglada Manuel 27.305.137-C

Benítez García Antonio 52.289.649-T

Fernández Fernández Magdalena 28.717.314-C

García Bernal Daniel 27.305.149-D

González Rincón Trinidad 28.726.094-Z

Macías Izquierdo Isabel 52.236.956-T

Mauriño Noriega Amparo J. 28.892.736-K

Navarrete Jiménez Sebastián Jesús 28.592.796-R

Romero Del Río M.ª del Rosario 28.485.891-T

Vargas Navarrete Cristóbal 28.883.504-N

Total personas aspirantes admitidas: 11.
Total personas aspirantes excluidas: Ninguna.
Cuarto: Aprobar la composición del Tribunal que ha de juzgar las pruebas selectivas del Concurso-Oposición de referencia, y 

que es la siguiente:
Presidente:
Titular: Don Andrés Bojollo Gavilán.
Suplente: Doña Elisa Pérez Zapater.
Vocales:
Titular: Don Germán Ramos Carranza.
Suplente: Doña Ana M.ª Jiménez Domínguez.
Titular: Doña Marta Gómez Sánchez.
Suplente: Don José Carvajal Ayala.
Titular: Doña Isabel Lizaur Cuesta.
Suplente: Don Carlos Seco Gordillo.
Titular: Don Manuel Burrero Granados.
Suplente: Doña Purificación Molero Muñoz.
Secretario:
Titular: Don Fernando Fernández-Figueroa Guerrero.
Suplentes:
Don José Luis Rodríguez Rodríguez.
Don Francisco Macías Rivero.
Quinto; De no existir recusación ni abstención alguna de los miembros del tribunal, se fija la fecha de comienzo de la primera 

prueba de las que consta la convocatoria para el próximo día 28 de mayo de 2018, a las 9,30 horas, en las Aulas de Formación de la 
Sede Central, para lo cual deberán acudir provistas del D.N.I. original.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Sevilla a 15 de febrero de 2018.—El Secretario General (P.D. Resolución n.º 2.579/2015, de 2 de julio), Fernando Fernández–
Figueroa Guerrero.

2W-3483
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ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
————

Juzgados de lo Social
————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 1

Procedimiento: Ordinario 621/2014. Negociado: 1B.
N.I.G.: 4109144S20140006735.
De: Don Francisco Javier Ponce Márquez.
Abogada: Doña Gema Vázquez Ramírez.
Contra: Técnicas Aeronáuticas Madrid S.L., Ingetools S.L. y Cálculo, Diseño y Programación S.L.
Doña María Belén Pascual Hernando, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número uno de los de 

esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 621/2014 a instancia de la parte actora don Francisco 

Javier Ponce Márquez contra Técnicas Aeronáuticas Madrid S.L., Ingetools S.L. y Cálculo, Diseño y Programación S.L., sobre proce-
dimiento ordinario se ha dictado resolución de fecha del tenor literal siguiente:

Fallo.
Estimo la demanda formulada por don Manuel Muñoz Caro contra Ingetools S.L., Cálculo, Diseño y Programación S.L., y Téc-

nicas Aeronáuticas Madrid S.L., condeno a la entidad Ingetools S.L., Cálculo, Diseño y Programación S.L., y Técnicas Aeronáuticas 
Madrid S.L., a que abone a la actora la suma de 5.672,50 euros con 10% de interés por mora (567,25 €).

Notifíquese esta sentencia a las partes y se les advierte que contra ella cabe recurso de suplicación ante la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, anunciable en el plazo de cinco días hábiles siguientes a tal notificación, por escrito, o 
comparecencia o mediante simple manifestación al notificarle la presente, ante este Juzgado de lo Social.

Así, por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.
Publicación.—Dada, leída y publicada fue la anterior sentencia por la Ilma. Sra. Magistrada-Juez que la dictó, estando la misma 

celebrando audiencia pública en el mismo día de la fecha, de lo que yo, el Secretario Judicial doy fe.
Y para que sirva de notificación al demandado Cálculo, Diseño y Programación S.L., actualmente en paradero desconocido, 

expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se 
harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 22 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Belén Pascual Hernando.
34W-552

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 2

Procedimiento: Ordinario 1212/2014. Negociado: F.
N.I.G.: 4109144S20140013118.
De: Fundación Laboral de la Construcción.
Contra: Cube, S.C.A.
Doña María Consuelo Picazo García, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número dos de esta 

capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 1212/2014, a instancia de la parte actora Fundación 

Laboral de la Construcción, contra Cube, S.C.A., sobre procedimiento ordinario se ha dictado resolución de fecha del tenor literal 
siguiente:

Decreto:
Secretario Judicial doña María Fernanda Tuñón Lázaro. En Sevilla a 18 de diciembre de 2014.
Antecedentes de hecho:

Primero: Fundación Laboral de la Construcción, presentó demanda de reclamación de cantidad frente a Cube, S.C.A.
Segundo: La demanda ha sido turnada a este Juzgado y registrada con el número 1212/2014.
Fundamentos de derecho:

Primero: Examinados los requisitos formales de esta demanda y de conformidad con lo dispuesto en el art 82,1 de la LRJS 
procede su admisión a trámite y su señalamiento por el/la Sr/a. Secretario Judicial.

Vistos los preceptos legales citados y demás en general y pertinente aplicación,
Parte dispositiva dispongo:

—	� Admitir la demanda presentada.
—	� Señalarel próximo 5 de junio de 2018, a las 9.35 horas,para la celebración del acto de juicio en la sala de vistas de este 

Juzgado sito en Avda. de la Buhaira, 26. 5.ª planta, edificio Noga, Sala de Vistas 1.º planta., para el caso de que las partes 
no lleguen a una avenencia en el acto de conciliación y celebrar ante el Secretaria Judicial el mismo día, a las 9.25 (10 
minutos antes), en la Oficina este Juzgado sita en planta quinta del mencionado edificio.

—	� Citar a las partes en legal forma con la advertencia de que de no comparecer ni alegar justa causa que motive la suspensión 
del acto de conciliación o juicio, podrá el Secretario Judicial en el primer caso y el Juez en el segundo, tener al actor por 
desistido de la demanda, y si se tratase del demandado no impedirá la celebración de los actos de conciliación y juicio, 
continuando éste sin necesidad de declarar su rebeldía.
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—	� Se tiene por hecha la manifestación de la parte actora de acudir al juicio asistida de Letrado, lo que pone en conocimiento 
de la/s demandada/s a los efectos del art. 21.3 de la LPL.

—	� Dar cuenta a S.S.ª de los medios de prueba propuestos por la parte actora en su escrito de demanda (interrogatorio y docu-
mental), a fin de que se pronuncie sobre los mismos.

Dar cuenta a S.S.ª del señalamiento efectuado a los efectos del art 182 LEC.
Notifíquese la presente resolución a las partes
Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer ante quien dicta esta resolución, en el plazo de tres días 

hábiles siguientes a su notificación con expresión de la infracción que a juicio del recurrente contiene la misma, sin que la interposición 
del recurso tenga efectos suspensivos con respecto a la resolución recurrida.

La Secretaria Judicial.
Y para que sirva de notificación al demandado Cube, S.C.A., actualmente en paradero desconocido, expido el presente para su 

publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en estrados, salvo 
las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 25 de abril de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Consuelo Picazo García.
2W-3446

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 2

Procedimiento: Despidos/ceses en general 927/2016. Negociado: AC.
N.I.G.: 4109144S20160009960.
De: Doña María Luisa Sánchez Gallego.
Abogado: Don Manuel Pino Garrido.
Contra: Bryoxic S.L., Fogasa y Fogasa.
Doña María Consuelo Picazo García, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 2 de los de esta 

capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 927/2016 a instancia de la parte actora doña María Luisa 

Sánchez Gallego contra Bryoxic S.L., Fogasa y Fogasa sobre despidos/ceses en general se ha dictado resolución de fecha del tenor 
literal siguiente:

Sentencia núm. 327/2017.—En Sevilla a 19 de octubre de 2017.
Vistos por mi, doña Aurora M. García Martínez, Magistrada-Juez titular del Juzgado de lo Social núm. 2 de Sevilla, los pre-

sentes autos del orden social n.º 927/2016 en materia de despido y reclamación de cantidad, en virtud de demanda interpuesta por 
doña María Luisa Sánchez Gallego, asistida del Letrado don Juan Bautista Piruat de Pareja, frente a la empresa Bryoxic S.L., que no 
compareció pese estar citada en legal forma, y llamado el Fogasa, compareció el Letrado don José Manuel Vázquez Perea, en nombre 
de S.M. el Rey, he pronunciado la siguiente:

Fallo: Que estimando la demanda formulada por doña María Luisa Sánchez Gallego contra Bryoxic S.L., siendo llamado el 
Fogasa, y, en consecuencia, declaro improcedente el despido con efectos de 10 de agosto de 2016, quedando extinguida la relación 
laboral con efectos de la presente resolución (19 de octubre de 2017) por ser imposible la readmisión de la demandante y condeno a la 
empresa a indemnizar a la actora en la cantidad de 294,58 €.

Y estimando la reclamación de cantidad, se condena a la demandada al abono de 15.246,10 € más el 10% de interés de mora.
No hay pronunciamiento especial respecto de Fogasa, sin perjuicio de sus correspondientes responsabilidades legales de con-

formidad con el art. 33 ET.
Notifíquese la presente sentencia a las partes, haciéndoles saber que contra la misma pueden interponer recurso de suplicación 

ante la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, el cual deberá anunciarse ante este Juzgado en el acto de la 
notificación de esta sentencia, bastando para ello la manifestación en tal sentido de la parte, de su Abogado, Graduado Social colegiado 
o de su representante en el momento de hacerle la notificación, o dentro de los cinco días siguientes al en que tenga lugar dicha notifi-
cación, por escrito o comparecencia.

Si el recurrente no goza del beneficio de justicia gratuita deberá, deberá acreditar en su caso, al tiempo de anunciar el recurso, 
haber ingresado en la cuenta de depósitos y consignaciones de este Juzgado abierta en la entidad Banco Santander (haciendo constar 
en el ingreso el número de procedimiento), la cantidad total objeto de condena, pudiendo sustituirse la consignación en metálico por el 
aseguramiento mediante aval bancario, en el que deberá hacerse constar la responsabilidad solidaria del avalista.

De igual modo, deberá acreditar, al tiempo de anunciar el recurso, haber consignado como depósito la cantidad correspondiente 
en la cuenta bancaria con indicación igualmente del número de procedimiento.

Para la interposición del recurso la empresa , deberá acreditar haber ingresado en concepto de tasa judicial la cantidad corres-
pondiente, con indicación igualmente del número de procedimiento, todo ello sin perjuicio de las exenciones legalmente previstas para 
recurrir.

Así por esta mi sentencia, lo acuerdo, mando y firmo.
Auto.—En Sevilla a 12 de enero de 2018.
Hechos.
Único.—En los presentes autos se dictó sentencia n.º 327/2017 de fecha 19 de octubre de 2017. Por el Fogasa se presentó es-

crito de fecha 15 de noviembre de 2017, solicitado su aclaración y/o subsanación.
Razonamientos jurídicos.
Primero.—El art. 214 de la LECiv establece que «1. Los tribunales no podrán variar las resoluciones que pronuncien después 

de firmadas, pero sí aclarar algún concepto oscuro y rectificar cualquier error material de que adolezcan.
2. Las aclaraciones a que se refiere el apartado anterior podrán hacerse de oficio, por el Tribunal o Secretario Judicial, según 

corresponda, dentro de los dos días hábiles siguientes al de la publicación de la resolución, o a petición de parte o del Ministerio Fiscal 
formulada dentro del mismo plazo, siendo en este caso resuelta por quien hubiera dictado la resolución de que se trate dentro de los tres 
días siguientes al de la presentación del escrito en que se solicite la aclaración.
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3. Los errores materiales manifiestos y los aritméticos en que incurran las resoluciones de los Tribunales y Secretarios Judicia-
les podrán ser rectificados en cualquier momento.

4. No cabrá recurso alguno contra la resolución que decida sobre la aclaración o corrección, sin perjuicio de los recursos que 
procedan, en su caso, contra la resolución a la que se refiera la solicitud o actuación de oficio.»

Segundo.—Vistas las alegaciones de Fogasa y la misma argumentación jurídica de la sentencia, se comprueba que existe error 
en la fecha de declaración de extinción de relación laboral, de manera que debe constar que es a fecha del cese efectivo del trabajo.

Parte dispositiva.
Aclaro y/o subsano la sentencia n.º 327/2017 de fecha 19 de octubre de 2017 dictada en los presentes autos, y así, el fallo de la 

misma, su primer párrafo queda redactado de la siguiente forma:
«Que estimando la demanda formulada por doña María Luisa Sánchez Gallego contra Bryoxic S.L., siendo llamado el Fogasa, 

y, en consecuencia, declaro improcedente el despido con efectos de 10 de agosto de 2016, quedando extinguida la relación laboral con 
efectos del día del cese efectivo del trabajo (10 de agosto de 2016) por ser imposible la readmisión de la demandante y condeno a la 
empresa a indemnizar a la actora en la cantidad de 294,58 €.»

Notifíquese a las partes haciendo saber que frente a este auto no cabe interponer recurso.
Así por este auto lo acuerda, manda y firma doña Aurora M. García Martínez, Magistrada-Juez titular del Juzgado de lo Social 

núm. 2 de Sevilla. Doy fe.
La Magistrada-Juez.—La Letrada de la Administración de Justicia.
Y para que sirva de notificación al demandado Bryoxic S.L., actualmente en paradero desconocido, expido el presente para su 

publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en estrados, salvo 
las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 16 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Consuelo Picazo García.
34W-479

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 2

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 254/2016. Negociado: D.
N.I.G.: 4109144S20140012622.
De: Don Manuel Alcántara Pérez.
Abogada: Doña Esther María Domínguez Montaño.
Contra: Fogasa, don Juan González Marín y Utrepal S.L.
Doña María Consuelo Picazo García, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 2 de los de esta 

capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 254/2016 a instancia de la parte actora don Manuel Al-

cántara Pérez contra Fogasa, don Juan González Marín y Utrepal S.L., sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado auto y decretos 
(2) de fechas 27 de febrero de 2017, de fecha del tenor literal siguiente:

Auto.
Parte dispositiva.
S.S.ª Ilma. dijo: Procédase a despachar ejecución frente a Utrepal S.L. y don Juan González Marín, en cantidad suficiente a 

cubrir la suma de 5.393,15 euros en concepto de principal, más la de 1.078,63 euros, calculadas para intereses, costas y gastos.
Una vez dictado por el Letrado de la Administración de Justicia el correspondiente Decreto, de conformidad con lo previsto en 

el art. 551.3 L.E.C., notifíquese este auto a los ejecutados, junto con copia de la demanda ejecutiva y documentos con ella aportados, 
para que en cualquier momento pueda personarse en la ejecución, entendiéndose con él, en tal caso, las ulteriores actuaciones.

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la misma podrán interponer recurso de reposición 
en el plazo de tres días hábiles siguientes al de su notificación.

Así por este auto, lo acuerdo, mando y firma la Ilma. Sra. doña Aurora María García Martínez, Magistrada-Juez del Juzgado 
de lo Social número 2 de Sevilla. Doy fe.

La Magistrada-Juez.—La Letrada de la Administración de Justicia.
Diligencia.—Seguidamente se cumple lo mandado. Doy fe.
Decreto.
Parte dispositiva.
En orden a dar efectividad a las medidas concretas solicitadas, acuerdo:
Procédase, sin previo requerimiento de pago, al embargo de bienes, derechos y acciones de la propiedad de la parte demandada 

don Juan González Marín, en cantidad suficiente a cubrir la suma de 5.393,15 euros en concepto de principal, más la de 1.078,63 euros, 
calculadas para intereses, costas y gastos.

Teniendo en cuenta el importe del principal adeudado, de conformidad con lo establecido en el Convenio de Colaboración 
suscrito en 1998 por el Consejo General del Poder Judicial y los organismos públicos A.E.A.T., I.N.S.S., T.G.S.S, Inem y Corpme, con 
el fin de obtener información contenida en los ficheros automatizados de acuerdo con lo dispuesto en el art. 250 de la L.R.J.S., y para 
satisfacción de la deuda objeto del procedimiento a cargo del deudor, recábese directamente por este Juzgado de la Base de datos de la 
Agencia Tributaria, Seguridad Social y D.G.T. la información necesaria sobre el patrimonio del deudor y con su resultado se acordará.

Requerir al/los ejecutado/s, a fin de que en el plazo de diez días, manifieste relacionadamente bienes y derechos suficientes 
para cubrir la cuantía de la ejecución, con expresión, en su caso, de las cargas y gravámenes, así como, en el caso de inmuebles, si 
están ocupados, por qué personas y con qué título, bajo apercibimiento de que, en caso de no verificarlo, podrá ser sancionado, cuando 
menos, por desobediencia grave, en caso de que no presente la relación de sus bienes, incluya en ella bienes que no sean suyos, excluya 
bienes propios susceptibles de embargo o no desvele las cargas y gravámenes que sobre ellos pesaren, y podrán imponérsele también 
multas coercitivas periódicas.

Se decreta el embargo sobre cualquier cantidad que exista en cuentas corrientes, a plazo, de crédito, libretas de ahorros, fondos 
de inversión, obligaciones, valores en general, o cualquier otro producto bancario, incluidas las amortizaciones de préstamos, que el 
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ejecutado mantenga o pueda contratar con las entidades bancarias practicándose dicho embargo a través del enlace habilitado en el 
Punto Neutro Judicial, hasta cubrir el principal, intereses y costas.

Se acuerda el embargo de las devoluciones que por IVA, rentas u otros conceptos en la A.E.A.T. que pudieran corresponder al 
ejecutado y que se realizará a través del correspondiente enlace de la cuenta de consignaciones de este Juzgado.

Notifíquese la presente resolución a las partes, y requiérase a la actora a fin de que aporte al Juzgado número de cuenta donde 
poder trasferirle las posibles cantidades que se obtengan de los embargos trabados.

Modo de impugnación: Podrá interponerse recurso directo de revisión ante quien dicta esta resolución mediante escrito que 
deberá expresar la infracción cometida a juicio del recurrente, en el plazo de tres días hábiles siguientes a su notificación (art. 188 de 
la LRJS). El recurrente que no tenga la condición de trabajador o beneficiario de régimen público de la Seguridad Social deberá hacer 
un depósito para recurrir de 25 euros en la cuenta que este Juzgado tiene abierta en la entidad Santander, debiendo indicar en el campo 
concepto, la indicación recurso «Social-revisión». Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria deberá realizarse en la cuenta 
de Santander número, indicando en el concepto de la transferencia los 16 dígitos de la cuenta de expediente judicial antes relacionados. 
Si efectuare diversos pagos en la misma cuenta deberá especificar un ingreso por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos 
de la misma o distinta clase indicando en el campo de observaciones la fecha de la resolución recurrida utilizando el formato dd/mm/
aaaa. Quedan exentos de su abono en todo caso, el Ministerio Fiscal, el Estado, las comunidades autónomas, las entidades locales y los 
organismos autónomos dependientes de ellos.

Decreto.
Parte dispositiva.
Acuerdo: Dar audiencia al Fondo de Garantía Salarial y a la parte actora para que en quince días puedan designar la existencia 

de nuevos bienes susceptibles de traba, advirtiéndoles que de no ser así se procederá a dictar decreto de insolvencia provisional en la 
presente ejecución respecto del demandado solidario Utrepal S.L.

Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía Salarial.
Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer ante quien dicta esta resolución, en el plazo de tres días 

hábiles siguientes a su notificación con expresión de la infracción que a juicio del recurrente contiene la misma, sin que la interposición 
del recurso tenga efectos suspensivos con respecto a la resolución recurrida.

Y para que sirva de notificación a los demandados Juan González Marín y Utrepal S.L., actualmente en paradero desconocido, 
expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se 
harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 18 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Consuelo Picazo García.
34W-481

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

N.I.G.: 4109144S20120015780.
Procedimiento: 1439/12.
Ejecución núm. 183/2016. Negociado: EJ.
De: Fremap.
Contra: INSS y TGSS.
La Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 3 de los de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en este Juzgado, se sigue la ejecución núm. 183/2016, sobre ejecución de títulos judiciales, a instancia de 

Fremap contra INSS y TGSS, en la que con fecha 10 de julio de 2017 se ha dictado decreto que sustancialmente dice lo siguiente:
Parte dispositiva.
Declarar a Proalca Viviendas, S.L. con CIF N.º B91612432 en situación de insolvencia con carácter provisional, por importe 

de 296.033,31 euros de principal, más 47.365,33 euros que provisionalmente se presupuestan para intereses legales y costas del proce-
dimiento, sin perjuicio de su ulterior tasación.

Queden las actuaciones pendientes de dictar la oportuna resolución respecto a la continuación de la ejecución frente al INSS 
y TGSS, como responsables subsidiarios.

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la misma cabe recurso directo de revisión (art. 188 
de la Ley 36/2011) ante este Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso deberá interponerse 
por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con expresión de la infracción cometida a juicio 
del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Para la admisión del recurso de la empresa ejecutada, deberá previamente acreditarse constitución de depósito en cuantía de 25 
euros, debiendo ingresarlo en la cuenta de este Juzgado abierta en el Banco Santander n.º 4022-0000-64-1439-12 utilizando para ello 
el modelo oficial, debiendo indicar en el campo «concepto» que se trata de un recurso seguido del código «30» y «Social-reposición», 
de conformidad con lo establecido en la disposición adicional decimoquinta de la L.O. 6/1985 del Poder Judicial.

Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta del Banco Santander n.º ES55-0049-35-
69920005001274, debiendo indicar el beneficiario, Juzgado de lo Social núm. 3 de Sevilla, y en «observaciones» se consignarán los 
16 dígitos de la cuenta que componen la cuenta-expediente judicial, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) 
el código «30» y «Social-reposición».

Si no manifiestan alegación alguna se procederá al archivo provisional de las actuaciones.
Lo acuerdo y mando. Doy fe.
Y para que sirva de notificación en forma a Proalca Viviendas S.L., cuyo actual domicilio o paradero se desconocen, libro el 

presente Edicto que se publicará en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la prevención de que las demás resoluciones que 
recaigan en las actuaciones le serán notificadas en los estrados del Juzgado, salvo las que deban revestir la forma de autos o sentencias 
o se trate de emplazamientos y todas aquellas otras para las que la ley expresamente disponga otra cosa.

En Sevilla a 19 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, Auxiliadora Ariza Fernández.
34W-498
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SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

N.I.G.: 4109144S20130009160.
Procedimiento: 845/13.
Ejecución núm.: 152/2017. Negociado: EJ.
De: Don José Abel Sutilo Domínguez.
Contra: Expansiva T&C S.L.
La Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 3 de los de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en este Juzgado se sigue la ejecución núm. 152/2017, sobre autos núm. 845/13, a instancia de don José Abel 

Sutilo Domínguez contra Expansiva T&C S.L., en la que con fecha 23 de octubre de 2017 se ha dictado decreto que sustancialmente 
dice lo siguiente:

Parte dispositiva.
Declarar a la empresa demandada ejecutada Expansiva T&C, S.L. con CIF N.º B91155036 en situación de insolvencia con ca-

rácter provisional, por importe de 7.326,95 euros de principal, más 1.100,00 euros que provisionalmente se presupuestan para intereses 
legales y costas del procedimiento, sin perjuicio de su ulterior tasación.

Expídanse a la parte ejecutante los oportunos testimonios necesarios para su aportación al FGS, remitiéndose los mismos junto 
con la presente resolución.

Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía Salarial, haciéndoles saber que contra la misma cabe re-
curso directo de revisión (art. 188 de la Ley 36/2011) ante este Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. 
El recurso deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con expresión 
de la infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Para la admisión del recurso de la empresa ejecutada, deberá previamente acreditarse constitución de depósito en cuantía de 25 
euros, debiendo ingresarlo en la cuenta de este Juzgado abierta en el Banco Santander n.º 4022-0000-64-084513 utilizando para ello el 
modelo oficial, debiendo indicar en el campo «concepto» que se trata de un recurso seguido del código «30» y «Social-reposición», de 
conformidad con lo establecido en la disposición adicional decimoquinta de la L.O. 6/1985 del Poder Judicial.

Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta del Banco Santander n.º ES55-0049-35-
69920005001274, debiendo indicar el beneficiario, Juzgado de lo Social núm. 3 de Sevilla, y en «observaciones» se consignarán los 
16 dígitos de la cuenta que componen la cuenta-expediente judicial, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) 
el código «30» y «Social-reposición».

Si no manifiestan alegación alguna se procederá al archivo provisional de las actuaciones.
De conformidad con el artículo 276.5 de la Ley 36/11, en la redacción dada por la ley 22/2003 de 9 de julio, Concursal, procé-

dase a la anotación de la presente insolvencia en el Registro Mercantil Central.
Lo acuerdo y mando.
Y para que sirva de notificación en forma a Expansiva T&C S.L., cuyo actual domicilio o paradero se desconocen, libro el 

presente edicto que se publicará en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la prevención de que las demás resoluciones que 
recaigan en las actuaciones le serán notificadas en los estrados del Juzgado, salvo las que deban revestir la forma de autos o sentencias 
o se trate de emplazamientos y todas aquellas otras para las que la ley expresamente disponga otra cosa.

En Sevilla a 17 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, Auxiliadora Ariza Fernández.
34W-482

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

N.I.G.: 4109144S20150005056.
Procedimiento: 470/15.
Ejecución núm.: 234/2017. Negociado: EJ.
De: Don Juan Carlos Sánchez Fernández.
Contra: OPA Andalucía.
La Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 3 de los de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en este Juzgado, se sigue la ejecución núm. 234/2017, sobre ejecución de títulos judiciales, a instancia de don 

Juan Carlos Sánchez Fernández contra OPA Andalucía, en la que con fecha 23 de noviembre de 2017 se ha dictado auto y decreto que 
sustancialmente dice lo siguiente:

Parte dispositiva.
S.S.ª Ilma. dijo: Procédase a la ejecución frente a la empresa OPA Andalucía, con CIF N.º G91807818, en favor del ejecutante 

don Juan Carlos Sánchez Fernández con NIF 51451533G, por el importe de 86,14 euros en concepto de principal, más 13,00 euros, 
provisionalmente calculados, en conceptos de intereses y costas.

Notifíquese esta resolución a las partes, con la advertencia de que contra la misma cabe recurso de reposición ante este Juzgado 
de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días 
hábiles contados desde el siguiente de la notificación, conforme lo preceptuado en el art. 239.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 
reguladora de la Jurisdicción Social, en el que además de alegar las infracciones en que hubiera incurrir la resolución y el cumplimiento 
o incumplimiento de los presupuestos y requisitos procesales exigidos, podrá deducirse la oposición a la ejecución despachada adu-
ciendo pago o cumplimiento documentalmente justificado, prescripción de la acción ejecutiva u otros hechos impeditivos, extintivos o 
excluyentes de la responsabilidad que se pretenda ejecutar siempre que hubieren acaecido con posterioridad a su constitución del título, 
no siendo la compensación de deudas admisible como causa de oposición a la ejecución.

Para la admisión del recurso deberá previamente acreditarse constitución de depósito en cuantía de 25 euros, debiendo ingresar-
lo en la cuenta de este Juzgado abierta en Santander n.º 4022-0000-64-047015, utilizando para ello el modelo oficial, debiendo indicar 
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en el campo «concepto» que se trata de un recurso seguido del código «30» y «Social-reposición», de conformidad con lo establecido 
en la disposición adicional decimoquinta de la L.O. 6/1985 del Poder Judicial, salvo concurrencia de los supuestos de exclusión previs-
tos en la misma y quienes tengan reconocido el derecho de asistencia jurídica gratuita.

Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta de Santander ES55 0049 3569920005001274, 
debiendo indicar el beneficiario, Juzgado de lo Social núm. tres de Sevilla y en «observaciones» se consignarán los 16 dígitos de la 
cuenta que componen la cuenta-expediente judicial, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) el código «30» 
y «Social-reposición».

Así por este auto, lo acuerdo, mando y firma el Ilmo. Sr. don Pablo Surroca Casas, Magistrado-Juez del Juzgado de lo Social 
número 3 de Sevilla. Doy fe.

El Magistrado-Juez—La Letrada de la Administración de Justicia.
Parte dispositiva.
Habiéndose dictado orden general de ejecución frente a la ejecutada OPA Andalucía, con CIF N.º G91807818, en favor del 

ejecutante don Juan Carlos Sánchez Fernández con NIF nº 51451533G, por el importe de 86,14 euros en concepto de principal, más 
13,00 euros, provisionalmente calculados, en conceptos de intereses y costas, expídase mandamiento para que por la Comisión Judicial 
del Servicio Común de Notificaciones y Embargos del Decanato de los Juzgados de Sevilla, se proceda a la práctica de las diligencias 
de notificación y embargo sobre la ejecutada ordenándose, pudiendo solicitar la ayuda de la fuerza pública si lo considera necesario.

Practíquese averiguación patrimonial integral de la ejecutada mediante la aplicación informática del Juzgado y consulta al 
Servicio de Indices (Corpme) a través del Punto Neutro.

Practíquese embargo mediante el Punto Neutro Judicial de cualquier saldo favorable de cuentas corrientes a la vista de cuyo 
titular resulte la ejecutada como consecuencia de la averiguación patrimonial integral practicada.

Igualmente, se acuerda el embargo mediante la aplicación informática respecto a la ejecutada sobre cualquier devolución de 
IVA u otra cantidad pendiente de ser abonada a la ejecutada por la Agencia Tributaria, debiéndose transferir la cantidad resultante del 
embargo a la cuenta de este Juzgado.

Requiérase a la parte ejecutada, para que en el plazo de diez días designen bienes suficientes para hacer frente a la presente eje-
cución, con expresión, en su caso, de cargas gravámenes, así como en el caso de bienes inmuebles, si están ocupados, porque personas 
y con que título, bajo el apercibimiento de poder imponer multas coercitivas de no responder al presente requerimiento.

Hágase saber a las partes que, de conformidad con lo establecido en el artículo 155.5 de la LEC, si cambiasen su domicilio, 
número de teléfono, fax, dirección de correo electrónico o similares siempre que estos últimos esté siendo utilizados como instrumentos 
de comunicación con la oficina judicial durante la sustanciación del proceso, lo comunicarán inmediatamente a la misma.

Notifíquese esta resolución al/los ejecutado/s, junto con el auto de orden general de ejecución, con entrega de copia de la 
demanda ejecutiva y de los documentos acompañados, sin citación ni emplazamiento, para que, en cualquier momento pueda/n perso-
narse en la ejecución.

Procédase, a la anotación de la ejecución despachada en el Registro Público Concursal, una vez se disponga de la aplicación 
informática necesaria de conformidad con lo establecido en el art. 551 de la L.E.C.

Modo de impugnación: Contra esta resolución cabe recurso directo de revisión que deberá interponerse en el plazo de tres días 
(art. 188 de la Ley 36/2011, reguladora de la Jurisdicción Social) hábiles, con expresión de la infracción cometida a juicio del recurrente 
y, deberá constituir y acreditar al tiempo de la interposición el depósito para recurrir de veinticinco euros, mediante su ingreso en la 
cuenta de consignaciones de este Juzgado en el Banco Santander n.º 4022-0000-64-047015 para la salvo que el recurrente sea: Benefi-
ciario de justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo autónomo dependiente. Sin 
cuyos requisitos no se admitirá a trámite el recurso, y todo ello conforme a lo dispuesto en los arts. 451, 452 y concordantes LEC y la 
disposición adicional decimoquinta de la LOPJ.

Así lo acuerdo y firmo.
Y para que sirva de notificación en forma a OPA Andalucía, cuyo actual domicilio o paradero se desconocen, libro el presente 

edicto que se publicará en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la prevención de que las demás resoluciones que recaigan 
en las actuaciones le serán notificadas en los estrados del Juzgado, salvo las que deban revestir la forma de autos o sentencias o se trate 
de emplazamientos y todas aquellas otras para las que la ley expresamente disponga otra cosa.

Sevilla a 19 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
34W-508

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 4

Procedimiento: 288/14.
Ejecución de títulos judiciales 72/2017. Negociado: J.
N.I.G.: 4109144S20140003107.
De: Don Manuel Guerra Gutiérrez.
Abogada: Doña Cristina Navarro Camacho
Contra: Estelan Especialistas en Telecomunicaciones en Andalucía S.L.
El Juzgado de lo Social número 4 de los de esta capital y su provincia hace saber:
Que en este Juzgado se sigue ejecución 72/17, dimanante de los autos 288/14, a instancia de don Manuel Guerra Gutiérrez 

contra Estelan Especialistas en Telecomunicaciones en Andalucía S.L., en la que con fecha 18 de enero de 2018 se ha dictado decreto 
declarando en situación de insolvencia a la referida entidad y acordando el archivo provisional de las actuaciones. Y para su inserción 
y notificación en el «Boletín Oficial» de la provincia, al encontrarse la demandada en ignorado paradero, expido el presente.

En Sevilla a 18 de enero de 2018.—El Secretario Judicial, Alejandro Cuadra García.
34W-501
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SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 4

Procedimiento: Ordinario 896/2015. Negociado: 1.
N.I.G.: 4109144S20150009623.
De: Don Antonio Iglesias Pérez.
Contra: Cressil Ventures S.L. y Fogasa.
Abogada: Doña María Belén Castilla Aguilocho.
Don Alejandro Cuadra García, Letrado de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 4 de los de esta capital 

y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 896/2015-1 a instancia de la parte actora don Antonio 

Iglesias Pérez contra Cressil Ventures S.L. y Fogasa sobre procedimiento ordinario se ha dictado resolución de fecha del tenor literal 
siguiente:

Sentencia número 597/2017.—En Sevilla a 22 de diciembre de 2017.
Vistos por mí doña Nieves Rico Márquez, Magistrada-Juez del Juzgado de lo Social número 4 de esta capital, en juicio oral y 

público, los presentes autos sobre cantidad, seguidos en este Juzgado bajo el número 896/2015 promovidos por don Antonio Iglesias 
Pérez, representado por el Procurador de los Tribunales don Francisco de Paula Ruiz Crespo, asistido por la Letrada doña Gema Ca-
rrasco Espina, contra Cressil Ventures S.L. y Fogasa, que no comparecieron pese a haber sido citados en legal forma.

Fallo.
Que debo estimar y estimo la demanda interpuesta por don Antonio Iglesias Pérez contra Cressil Ventures S.L., en cuya virtud:
I.	� Debo condenar y condeno a la empresa a abonar al actor la cantidad de nueve mil catorce euros con cincuenta y un cénti-

mos (9.014,51 euros).
II.	 No ha lugar a pronunciamiento alguno, por ahora, respecto del Fogasa.
Notifíquese esta sentencia a las partes, previniéndoles que contra la misma cabe recurso de suplicación para ante la Sala de lo 

Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, a anunciar ante este Juzgado, bastando para ello manifestación de la parte, de 
su Abogado o representante en el momento de hacerle la notificación o ulteriormente en el plazo de cinco días hábiles a la misma por 
comparecencia o por escrito.

Si recurre la parte demandada, deberá acreditar al anunciar el recurso el ingreso del importe de la condena en la cuenta de 
depósitos y consignaciones n.º 4.023 0000 65, en cualquier sucursal del Banco Santander mediante la presentación en la Secretaría del 
oportuno resguardo, concretando además el número y año del procedimiento.

Al interponer el recurso acreditará igualmente el ingreso de 300 euros en la cuenta de este Juzgado, abierta en el Banco Santander 
con el n.º 4023 0000 65, indicando a continuación el número y año del procedimiento, mediante entrega del resguardo acreditativo, en 
la Secretaría de este Juzgado de lo Social.

Así, por esta mi sentencia, juzgando definitivamente en única instancia, lo pronuncio, mando y firmo.
Publicación.—Leída y publicada la anterior resolución por la Sra. Magistrada- Juez que la dictó, en legal forma, y el mismo 

día de su fecha. Doy fe.
Y para que sirva de notificación al demandado Cressil Ventures S.L., actualmente en paradero desconocido, expido el presente 

para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en estrados, 
salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 17 de enero de 2018.—El Letrado de la Administración de Justicia, Alejandro Cuadra García.
34W-500

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 6

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 234/2015. Negociado: A.
N.I.G.: 4109144S20140000205.
De: Doña Jenifer García Rodríguez.
Contra: Import & Export Gabbana 2012.
Doña María de los Ángeles Peche Rubio, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número seis de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 234/2015 a instancia de la parte actora doña Jenifer 

García Rodríguez contra Import & Export Gabbana 2012 sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado resolución decreto de fecha 
17 de enero de 2018 cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

Parte dispositiva.
Acuerdo:
1.—	Tener como parte en esta ejecución al Fondo de Garantía Salarial.
2.—	�Requerir a los trabajadores afectados o a sus representantes por término de quince días para que manifiesten si desean 

constituirse como ejecutantes en la parte no satisfecha por el Fogasa.
Notifíquese la presente resolución a las partes.
Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer ante quien dicta esta resolución, en el plazo de tres días 

hábiles siguientes a su notificación con expresión de la infracción que a juicio del recurrente contiene la misma, sin que la interposición 
del recurso tenga efectos suspensivos con respecto a la resolución recurrida.

Y para que sirva de notificación al demandado Import & Export Gabbana 2012, actualmente en paradero desconocido, expido 
el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán 
en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 17 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María de los Ángeles Peche Rubio.
34W-512
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SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 6

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 50/2017. Negociado: J.
N.I.G.: 4109144S20140003363.
De: Don Antonio Martín Borrero.
Abogada: Doña Marta Cepas Morales.
Contra: Don José Juan Flores Barrios y Fogasa.
Doña María de los Ángeles Peche Rubio, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número seis de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 50/2017 a instancia de la parte actora don Antonio Martín 

Borrero contra don José Juan Flores Barrios y Fogasa sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado decreto de fecha 12 de enero 
de 2018 del tenor literal siguiente:

Parte dispositiva.
Acuerdo:
1.—	Tener como parte en esta ejecución al Fondo de Garantía Salarial.
2.—	Requerir a los trabajadores afectados o a sus representantes por término de quince días para que manifiesten si desean 

constituirse como ejecutantes en la parte no satisfecha por el Fogasa.
Notifíquese la presente resolución a las partes.
Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer ante quien dicta esta resolución, en el plazo de tres días 

hábiles siguientes a su notificación con expresión de la infracción que a juicio del recurrente contiene la misma, sin que la interposición 
del recurso tenga efectos suspensivos con respecto a la resolución recurrida.

Y para que sirva de notificación al demandado don José Juan Flores Barrios, actualmente en paradero desconocido, expido el 
presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en 
estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 17 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María de los Ángeles Peche Rubio.
34W-513

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 6

Procedimiento: 1048/15.
Ejecución de títulos judiciales 76/2017. Negociado: L.
N.I.G.: 4109144S20150011294.
De: Don Grigore Busuioc.
Abogada: Doña María Teresa Ruiz Laza.
Contra: Blan & Co GIP S.L. y Administrador Fernando Blando Zambruno.
Doña María de los Ángeles Peche Rubio, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número seis de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número autos 104/15. Ejecución: 76/2017 -L a instancia de la 

parte actora don Grigore Busuioc contra Blan & Co GIP S.L. y Administrador Fernando Blando Zambruno, sobre ejecución de títulos 
judiciales se ha dictado decreto de fecha 8 de noviembre de 2017 y decreto de fecha 16 de noviembre de 2017, cuyas partes dispositivas 
son del tenor literal siguiente:

Parte dispositiva.
Acuerdo:
1.—	Tener como parte en esta ejecución al Fondo de Garantía Salarial.
2.—	�Requerir a los trabajadores afectados o a sus representantes por término de quince días para que manifiesten si desean 

constituirse como ejecutantes en la parte no satisfecha por el Fogasa.
Notifíquese la presente resolución a las partes.
Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer ante quien dicta esta resolución, en el plazo de tres días 

hábiles siguientes a su notificación con expresión de la infracción que a juicio del recurrente contiene la misma, sin que la interposición 
del recurso tenga efectos suspensivos con respecto a la resolución recurrida.

Parte dispositiva.
Declaro parte en esta ejecución a don Grigore Busuioc por la cuantía no satisfecha por el Fogasa.
Notifíquese la presente resolución a las partes.
Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer ante quien dicta esta resolución, en el plazo de tres días 

hábiles siguientes a su notificación con expresión de la infracción que a juicio del recurrente contiene la misma, sin que la interposición 
del recurso tenga efectos suspensivos con respecto a la resolución recurrida.

Y para que sirva de notificación al demandado Blan & Co GIP S.L., actualmente en paradero desconocido, expido el presente 
para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en estrados, 
salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 19 de enero de 2018.— La Letrada de la Administración de Justicia, María de los Ángeles Peche Rubio.
34W-514
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SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 7

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 96/2014.
N.I.G.: 4109144S20130005896.
De: Don José Borja Campos Peña.
Abogado: Don Antonio Domínguez Vallejo.
Contra: Alvamar Montajes y Servicios S.L. y Fogasa.
Doña María Belén Pascual Hernando, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número siete de los de 

esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 96/2014 a instancia de la parte actora don José Borja 

Campos Peña contra Alvamar Montajes y Servicios S.L., sobre ejecución de títulos judiciales, se ha dictado decreto de fecha 19 de 
enero de 2018, cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

«Acuerdo: Declarar a la ejecutada Alvamar Montajes y Servicios S.L., en situación de insolvencia con carácter provisional por 
importe de 14.458,22 euros de principal, más 2.903,34 euros que provisionalmente se presupuestan para intereses legales y costas del 
procedimiento, sin perjuicio de su ulterior tasación.

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la misma cabrá interponer ante S.S.ª, recurso di-
recto de revisión, sin efecto suspensivo, en el plazo de los 3 días siguientes al de su notificación, debiendo citarse la infracción en que 
la resolución hubiera incurrido, no admitiéndose el recurso si no se cumplieran ambos requisitos.

Si no manifiestan alegación alguna se procederá al archivo provisional de las actuaciones.
Así por este decreto, lo acuerda, manda y firma la Sra. Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 

siete de Sevilla, doña María Belén Pascual Hernando. Doy fe.»
Y para que sirva de notificación al demandado Alvamar Montajes y Servicios S.L., actualmente en paradero desconocido, ex-

pido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se 
harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 19 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Belén Pascual Hernando.
34W-519

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 7

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 98/2014.
N.I.G.: 4109144S20110003049.
De: Don Juan José Núñez Muñoz.
Abogado: Don Antonio Tejero Ruiz.
Contra: Ferralla y Encofrados Vilmar S.L.
Doña María Belén Pascual Hernando, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número siete de los de 

esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 98/2014 a instancia de la parte actora don Juan José 

Núñez Muñoz contra Ferralla y Encofrados Vilmar S.L., sobre ejecución de títulos judiciales, se ha dictado decreto de fecha 19 de enero 
de 2018, cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

«Acuerdo: Declarar a la ejecutada Ferralla y Encofrados Vilmar S.L., en situación de insolvencia con carácter provisional por 
importe de 1.467,58 euros de principal, más 294,11 euros que provisionalmente se presupuestan para intereses legales y costas del 
procedimiento, sin perjuicio de su ulterior tasación.

Hágase entrega de la cantidad ingresada en la cuenta de consignaciones de este Juzgado, ascendente a 2,97 €, al actor don Juan 
José Núñez Muñoz, en concepto de parte de principal, expidiendo para ello mandamiento de pago por dicho importe, debidamente fir-
mado y sellado, sirviendo la notificación de la presente de citación en forma al interesado a fin de que comparezca en este Juzgado para 
su entrega. Se hace saber que dicho mandamiento de pago, que no es un documento compensable, deberá ser hecho efectivo mediante 
su presentación al cobro en Banco Santander, en un plazo de tres meses a contar desde el día siguiente a la fecha de emisión, no exclu-
yendo los días inhábiles, pero si el día del vencimiento lo fuere, se entenderá que el mandamiento vence el primer día hábil siguiente.

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la misma cabrá interponer ante S.Sª, recurso directo 
de revisión, sin efecto suspensivo, en el plazo de los 3 días siguientes al de su notificación, debiendo citarse la infracción en que la 
resolución hubiera incurrido, no admitiéndose el recurso si no se cumplieran ambos requisitos.

Si no manifiestan alegación alguna se procederá al archivo provisional de las actuaciones.
Así por este decreto, lo acuerda, manda y firma la Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 7 

de Sevilla, doña María Belén Pascual Hernando. Doy fe.»
Y para que sirva de notificación al demandado Ferralla y Encofrados Vilmar S.L., actualmente en paradero desconocido, expido 

el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán 
en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 19 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Belén Pascual Hernando.
34W-521

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 9

Procedimiento: Seguridad Social en materia prestacional 981/2015. Negociado: 7.
N.I.G.: 4109144S20150010518.
De: Doña Francisca Rodríguez Camacho.
Abogado: Don Romualdo Montero Vivo.
Contra: Agrícola Espino S.L.U. y Servicio Público de Empleo Estatal.
Doña Gracia Bustos Cruz, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número 9 de los de esta capital y 

su provincia.
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Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 981/2015 a instancia de la parte actora doña Francisca 
Rodríguez Camacho contra Agrícola Espino S.L.U. y Servicio Público de Empleo Estatal sobre Seguridad Social en materia prestacio-
nal se ha dictado resolución de fecha del tenor literal siguiente:

Diligencia de ordenación.
Letrada de la Administración de Justicia Sra. doña Gracia Bustos Cruz.
En Sevilla a 10 de enero de 2018.
Visto el contenido del escrito presentado por el Letrado de la parte actora, don Romualdo Montero Vivo el día 26 de diciembre 

de 2017, con el que se formara pieza separada, previo dejar copia simple del mismo en las actuaciones, se tiene por formalizado en 
tiempo recurso de suplicación, y en consecuencia, procede dar traslado a la/s parte/s recurrida/s a fin de que dentro del plazo de cinco 
días presente/n escrito/s de impugnación si le/s conviniere acompañados de tantas copias como sean las demás partes para su traslado 
a las mismas, en el que podrán alegar motivos de inadmisibilidad del recurso, así como eventuales rectificaciones de hecho o causas de 
oposición subsidiarias aunque no hubiesen sido estimadas en la sentencia y, transcurrido dicho plazo, se acordará lo procedente según 
previene el 197 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social.

Se advierte a la parte recurrida que, conforme establece el 198 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, deberá hacer 
constar en su escrito de impugnación de recurso un domicilio a efectos de notificaciones en esta ciudad.

Notifíquese esta resolución a las partes haciéndoles saber que contra la misma cabe recurso de reposición ante este Juzgado de 
lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles 
contados desde el siguiente de la notificación, con expresión de la infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no 
se admitirá el recurso.

Lo acuerda y firma la Sra. Letrada de la Administración de Justicia y del Juzgado de lo Social núm. 9 de Sevilla.
Y para que sirva de notificación a la demandada Agrícola Espino S.L.U., actualmente en paradero desconocido, expido el 

presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en 
estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 10 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, Gracia Bustos Cruz.
34W-486

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 11

Procedimiento: Ordinario 478/2015. Negociado: 2.
N.I.G.: 4109144S20150005092.
De: Don Juan Carlos Sánchez Fernández.
Abogado: Don Carlos Miguel Sánchez García.
Contra: OPA Andalucía.
Doña Cecilia Calvo de Mora Pérez, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número once de los de 

esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 478/2015 a instancia de la parte actora don Juan Carlos 

Sánchez Fernández contra OPA Andalucía, sobre procedimiento ordinario se ha dictado sentencia de fecha 24 de noviembre de 2017 
cuyo fallo es del tenor literal siguiente:

Que estimando parcialmente la demanda interpuesta por don Juan Carlos Sánchez Fernández contra OPA Andalucía, debo 
condenar y condeno a ésta a que abone a la actora la suma de 2.608,01 euros.

Todo ello sin hacer expreso pronunciamiento, por ahora, respecto del Fondo de Garantía Salarial pero sin perjuicio de su res-
ponsabilidad subsidiaria en los casos en que fuera legalmente procedente, de acuerdo con lo establecido en los fundamentos jurídicos 
esta resolución.

Notifíquese a las partes con la advertencia que contra la presente resolución cabe recurso de suplicación para ante la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, a anunciar ante este Juzgado, bastando para ello manifestación de la parte, de su 
Abogado o representante en el momento de hacerle la notificación o ulteriormente en el plazo de 5 días a la misma por comparecencia 
o por escrito.

También se advierte a la empresa condenada que si recurre deberá acreditar al anunciar el recurso el ingreso del importe de su 
condena en la cuenta de depósitos y consignaciones ES 55 4071-0000-65-0478-15 abierta a nombre de este Juzgado en el Santander, 
oficina 1652, mediante la presentación en la Secretaría del oportuno resguardo, pudiendo sustituirse dicha consignación por aval ban-
cario suficiente que habrá de presentarse junto con el mencionado escrito de anuncio del recurso.

Al anunciar el recurso, deberá acreditar, además, el ingreso del depósito de 300 euros en la cuenta citada.
Y para que sirva de notificación a la demandada OPA Andalucía, actualmente en paradero desconocido, expido el presente para 

su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en estrados, salvo 
las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 17 de enero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, Cecilia Calvo de Mora Pérez.
34W-542

————

HUELVA.—JUZGADO NÚM. 3
Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 275/2017. Negociado: JJ.
N.I.G.: 2104144S20140000497.
De: José Padilla Mora.
Abogado: Eva María Espinosa Ortega.
Contra: Viveros Discaflor, S.L.
Doña María del Carmen Bellón Zurita, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital.
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Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 275/2017 a instancia de la parte actora José Padilla Mora 
contra Viveros Discaflor, S.L., sobre Ejecución de títulos judiciales se ha dictado decreto de fecha 20 de febrero de 2018, cuya parte 
dispositiva es del tenor literal siguiente:

Parte dispositiva.
Acuerdo:
Declarar al ejecutado Viveros Discaflor, S.L., en situación de insolvencia provisional por importe de 4.206,93 euros en concepto 

de principal más otros 800 euros presupuestados para gastos, intereses y costas del procedimiento, insolvencia que se entenderá a todos 
los efectos como provisional.

Archívese el presente procedimiento y dese de baja en los libros correspondientes.
Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fogasa.
Modo de impugnación: Contra la presente resolución cabe recurso directo de revisión que deberá interponerse ante quien 

dicta la resolución en el plazo de tres días hábiles siguientes a la notificación de la misma con expresión de la infracción cometida 
en la misma a juicio del recurrente, art. 188 L.R.J.S. El recurrente que no tenga la condición de trabajador o beneficiario de régimen 
público de la Seguridad Social deberá hacer un depósito para recurrir de 25 euros, en el n.º de cuenta de este Juzgado n.º 1932 0000 30 
0275 17 debiendo indicar en el campo concepto, la indicación recurso seguida del código «31 Social-Revisión». Si el ingreso se hace 
mediante transferencia bancaria deberá incluir tras la cuenta referida, separados por un espacio con la indicación «recurso» seguida 
del «código 31 Social-revisión». Si efectuare diversos pagos en la misma cuenta deberá especificar un ingreso por cada concepto, 
incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase indicando en el campo de observaciones la fecha de la resolución 
recurrida utilizando el formato dd/mm/aaaa. Quedan exentos de su abono en todo caso, el Ministerio Fiscal, el Estado, las comunidades 
autónomas, las entidades locales y los organismos autónomos dependientes de ellos.

Y para que sirva de notificación al demandado Viveros Discaflor, S.L., actualmente en paradero desconocido, expido el presente 
para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia de Huelva, provincia de Sevilla y en el tablón de anuncios de este Juzgado, 
con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o 
se trate de emplazamientos.

En Huelva a 20 de febrero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María del Carmen Bellón Zurita.
4W-1628

————

ALGECIRAS (Cádiz).—JUZGADO ÚNICO

Doña María Dolores Moreno Romero, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social Único de esta localidad.
Hace saber: Que en los autos de ejecución n.º 71/15, seguidos en este Juzgado a instancia de la parte actora Adrián Enrique 

Floria contra «Auxiliares Kirsch, S.L.» sobre cantidad, se ha dictado decreto de esta fecha, cuya parte dispositiva es del tenor literal 
siguiente:

«Parte dispositiva.—Declarar a la parte ejecutada «Auxiliares Kirsch, S.L.» en situación de insolvencia total con carácter 
provisional por importe de 13.487,19 euros de principal, más 4.046 euros que provisionalmente se presupuestan para intereses legales 
y costas del procedimiento, sin perjuicio de su ulterior tasación.—Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía 
Salarial, haciéndoles saber que contra la misma cabe recurso de revisión ante este Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará 
a efecto lo acordado. El recurso deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la 
notificación, con expresión de la infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso (art. 187 y 
188 de la LRJS).—Si no manifiestan alegación alguna se procederá al archivo provisional de las actuaciones.—Así por este decreto, lo 
acuerdo, mando y firmo, doña María Dolores Moreno Romero, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social Único 
de Algeciras. Doy fe.—La Letrada de la Administración de Justicia.»

Y para que sirva de notificación al demandado «Auxiliares Kirsch, S.L.» actualmente en paradero desconocido, expido el 
presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en 
estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Algeciras a 5 de marzo de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Dolores Moreno Romero.
4W-2465

————

Juzgados de Primera Instancia
————

MORÓN DE LA FRONTERA.—JUZGADO NÚM. 1

N.I.G.: 4106542C20120000422.
Procedimiento: Ordinario 203/2012. Negociado: P.
De: Doña María Jiménez Ceño.
Procurador: Sr. Juan Manuel Gómez Rubio.
�Contra: Doña Remedios Cárdenas Raya, don Francisco Lobato Valle y herencia yacente de don Cristóbal Jiménez Lebrón y 
don Cristóbal Jiménez Seño.
En el procedimiento de referencia se ha dictado la resolución del tenor literal siguiente:
Sentencia núm. 102/2017.
En Morón de la Frontera a 18 de octubre de 2017.
Vistos por mí, doña Bendición Pavón Ramírez, Juez sustituta del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 1 de Morón 

de la Frontera, los presentes autos de juicio ordinario, registrados con el n.º 203/12; seguidos a instancia del Procurador Sr. Gómez Ru-
bio, en nombre y representación de doña María Jiménez Ceño, asistida de la Letrada doña Julia Rabadán Rodríguez contra la herencia 
yacente de don Cristóbal Jiménez Lebrón, representada por sus hijos don Antonio y don Cristóbal Jiménez Seño, así como contra don 
Francisco Lobato Valle y doña Remedios Cárdenas Raya, declarados todos en situación procesal de rebeldía; vengo a resolver en base 
a los siguientes:
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Antecedentes de hecho.
Primero.—Que por el mencionado Procurador se formuló demanda origen de los presentes autos y en base a los hechos que en 

la misma constan y, tras citar los fundamentos de derecho que consideró oportunos, terminaba la demanda suplicando lo que consta en 
autos a los que nos remitimos.

Segundo.—Que admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma con los documentos acompañados a la demandada, 
concediéndose un plazo de veinte días para que la conteste.

La demandada no contestó, por lo que se le declaró en situación legal de rebeldía procesal.
Se señaló fecha para la celebración de la correspondiente Audiencia Previa el día 11 de octubre de 2017 a las 13.15 h. Se cele-

bró, sin la asistencia de la demandada a pesar de estar citada en legal forma, siendo declarada en rebeldía.
El Letrado propuso como prueba la documental aportada y solicitó que se dictara sentencia conforme al art. 429 de la LEC.
Los autos quedaron conclusos para sentencia.
Tercero.—Que en la tramitación de este procedimiento se han observado y cumplido todas las prescripciones legales.
Fundamentos de derecho.
Primero.—Se ejercita en el presente procedimiento acción de cumplimiento contractual, que deviene del contrato de compra-

venta celebrado entre la hoy actora y don Cristóbal Jiménez Lebrón el día 14 de abril de 2004.
En virtud del mencionado contrato el Sr. Jiménez Lebrón vende a la actora, Sra. Jiménez Ceño, para su sociedad de gananciales, 

una casa en C/ Guillermo Rodríguez Serrano n.º 1 de esta localidad, con una superficie de 75 m2, por importe de 45.000 €.
Segundo.—Como dispone el artículo 496 de la ley rituaria, la situación de rebeldía no implica allanamiento ni admisión de los 

hechos de la demanda salvo que la Ley disponga otra cosa, lo que hace que en estos casos haya de desarrollarse una actividad procesal 
al no poderse atribuir a la rebeldía otro significado que el de una oposición aunque tácita, a las pretensiones del actor.

Por tanto, a estos efectos rigen los principios generales de carga de la prueba que actualmente aparecen recogidos en el artículo 
217 de la LEC, que recoge en su apartado 2 la obligación del actor de probar los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según 
las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a sus pretensiones; mientras que corresponderá al demandado, 
según el apartado 3 del citado artículo la carga de probar los hechos que conforme a las normas que le sean aplicables, impidan, extin-
gan o enerven la eficacia jurídica de los hechos, teniéndose siempre presente la disponibilidad y facilidad probatoria (artículo 217-6).

Tercero.—Planteada en estos términos la litis, y en vista de que las pruebas propuestas por la actora se centra en los documentos 
aportados con la demanda (doc 2 a 5), comprensivos de fotocopia de certificación del Registro de la Propiedad de Morón de la Fron-
tera, original del contrato de compraventa, certificación literal de defunción del vendedor don Cristóbal Jiménez Lebrón y fotocopia 
de certificación catastral, entendemos que han quedado acreditado los apartados a) y b) del suplico de la demanda. Esto es ha quedado 
acreditado que el día 14 de abril de 2004 el Sr. Jiménez Lebrón vende a la actora, Sra. Jiménez Ceño, para su sociedad de gananciales, 
una casa en C/ Guillermo Rodríguez Serrano n.º 1 de esta localidad, con una superficie de 75 m2, por importe de 45.000 € (doc n.º 3), 
que el contrato es válido y eficaz, y que la Sra. Jiménez Ceño es propietaria en pleno dominio y para su sociedad de gananciales de la 
casa en cuestión.

Cuarto.—Por lo que respecta al punto c) del petitum de la demanda, es decir, en cuanto a ordenar la inscripción de la finca a 
favor de la actora en el Registro de la Propiedad, previa segregación de la finca de que procede e inmatriculación de la casa, así como la 
cancelación de las inscripciones contradictorias, significar, que el acceso al Registro solo tiene cabida a través de documento público, 
siendo que en el caso de autos no existe tal documento, de manera que la parte debió pedir que se elevara a público el contrato privado 
de compraventa, para así acudir legítimamente al Registro y proceder a su inscripción, si ese era su deseo, y ello porque corresponde a 
cada persona voluntariamente elegir o no si quiere estar amparado por la fe pública registral, principio consagrado en el artículo 32 de 
la Ley Hipotecaria, motivo por el cual procede la desestimación de esta petición.

Quinto.—En materia de costas procesales, es de aplicación el art 394.2.º de la LEC que establece que «Si fuere parcial la esti-
mación o desestimación de las pretensiones, cada parte abonará las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad a no ser que 
hubiere méritos para imponerla a una de ellas por haber litigado con temeridad», que no es el caso.

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación;
Fallo.
Que estimando parcialmente la demanda formulada por el Procurador Sr. Gómez Rubio, en nombre y representación de doña 

María Jiménez Ceño, contra la herencia yacente de don Cristóbal Jiménez Lebrón, representada por sus hijos don Antonio y don 
Cristóbal Jiménez Seño, así como contra don Francisco Lobato Valle y doña Remedios Cárdenas Raya, declarados todos en situación 
procesal de rebeldía:

Debo declarar y declaro válido y eficaz el contrato de compraventa celebrado en esta localidad, el día 14 de abril de 2004 entre 
don Cristóbal Jiménez Lebrón y doña María Jiménez Ceño.

Debo declarar y declaro que doña María Jiménez Ceño es propietaria en pleno dominio y para su sociedad de gananciales de la 
vivienda sita en C/ Guillermo Rodríguez Serrano n.º 1 de Morón de la Frontera.

Debo desestimar y desestimo la petición de inscripción de la vivienda sita en C/ Guillermo Rodríguez Serrano n.º 1 de esta 
localidad, en el Registro de la Propiedad de Morón de la Frontera.

En materia de costas cada parte abonará las causadas a su instancia y las comunes por mitad.
Así por esta mi sentencia, contra la que cabe recurso de apelación, a interponer en este Juzgado, en el plazo de veinte días a 

contar desde el día siguiente a la notificación de la misma, la pronuncio, mando y firmo.
Publicación.—Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por la Sra. Juez sustituta que la suscribe, encontrándose celebran-

do Audiencia Pública. Doy fe.
Y como consecuencia del ignorado paradero de herencia yacente de don Cristóbal Jiménez Lebrón y don Cristóbal Jiménez 

Seño, don Francisco Lobato Valle y doña Remedios Cárdenas Raya, se extiende la presente para que sirva de cédula de notificación.
Morón de la Frontera a 5 de febrero de 2018.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Gloria González Barrera.

34W-1876-P
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AYUNTAMIENTOS
————

SEVILLA

El Ayuntamiento Pleno en sesión celebrada el pasado 4 de abril de 2018, tomó conocimiento de la resolución de Alcaldía nú-
mero 119, de 5 de marzo de 2018, del siguiente tenor literal:

Por resolución número 501, de 15 de junio de 2015, se estableció la estructura de la Administración ejecutiva del Ayuntamiento 
de Sevilla en virtud de la competencia que a esta Alcaldía atribuye el art. 124.4,k de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen 
Local. El Ayuntamiento se estructura, a partir de entonces, en ocho Áreas, nombrándose en la misma resolución a los titulares Delega-
dos de cada una de dichas áreas.

La situación actual y los objetivos del Gobierno Municipal aconsejan remodelar la organización reforzando determinados 
ámbitos de actividad con la creación de Delegaciones específicas que se insertan en el ámbito competencial más amplio del Área de 
Gobierno.

De conformidad con las atribuciones conferidas a esta Alcaldía, en el artículo 124.4 letra k), de la ley 7/85, de 2 de abril, de 
Bases de Régimen Local resuelvo:

Primero: El Área de Educación, Participación Ciudadana y Edificios Municipales pasa a denominarse Área de Coordinación 
General de Distritos, Participación Ciudadana, Educación y Edificios Municipales.

Segundo: Crear las siguientes Delegaciones en las Áreas de Gobierno que se indican:
—	 En el Área de Hacienda y Administración Pública:
	 •	 La Delegación de Recursos Humanos.
	 •	 La Delegación de Modernización Digital.
—	 En el Área de Hábitat Urbano, Cultura y Turismo :
	 •	 La Delegación de Parques y Jardines.
—	 En el   Área de Coordinación General de Distritos, Participación Ciudadana, Educación y Edificios Municipales:
	 •	 La Delegación de Coordinación de Distritos y Desconcentración.
Tercero: Nombrar, como titulares Delegados de las Delegaciones que se indican a los siguientes capitulares miembros de la 

Junta de Gobierno:
—	� Delegación de Recursos Humanos, doña Clara Isabel Macías Morilla. Delegación de modernización digital, doña María 

Inmaculada Acevedo Mateo.
—	 Delegación de Parques y Jardines, don José Luis David Guevara García.
—	 Delegación de Coordinación de Distritos y Desconcentración, doña Myriam Díaz Rodríguez.
Cuarto: Dar cuenta al Pleno para su conocimiento en la próxima sesión y proceder a su publicación en el «Boletín Oficial» de 

la provincia de Sevilla.
Lo que se hace público para general conocimiento.
En Sevilla a 6 de abril de 2018.—La Jefe de Servicio de Alcaldía, Fátima Feu Viegas.

2W-2807
————

SEVILLA

El Ayuntamiento Pleno en sesión celebrada el 4 de abril de 2018, aprobó propuesta del siguiente tenor literal:
«Por acuerdo del Pleno en sesión de 30 de junio de 2016 se aprobó  el número de miembros de la Comisión Especial de Su-

gerencias y Reclamaciones, la designación de la Presidencia y los miembros de la Comisión, a propuesta de los respectivos Grupos 
Políticos Municipales.

Por la portavoz del Grupo Municipal de IULV-CA se propone el cese de don José Antonio Salido Pérez y el nombramiento de 
don Raúl Febrer Torres.

Por lo expuesto, y visto el informe emitido, se propone la adopción del siguiente  acuerdo.
Primero: Cesar, a propuesta del Grupo Municipal de IULV-CA, como miembro de la Comisión Especial de Sugerencias y Re-

clamaciones a don José Antonio Salido Pérez.
Segundo: Designar miembro de la Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones del Ayuntamiento de Sevilla,  a propues-

ta del Grupo Municipal de IULV-CA, a don Raúl Febrer Torres.
Tercero: Publicar el nombramiento en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla».
Lo que se hace público para general conocimiento.
En Sevilla a 9 de abril de 2018.—La Jefe de Servicio de Alcaldía, Fátima Feu Viegas.

2W-2808
————

CAMAS

Aprobado inicialmente por el Pleno del Ayuntamiento, en sesión celebrada el día 25 de abril de 2018, el expediente de modi-
ficación presupuestaria de créditos extraordinarios y suplementos de créditos, número 009/2018/CE-SC/01, se expone al público en 
la Intervención Municipal por plazo de quince días, contados desde el siguiente al de la publicación de este anuncio en el «Boletín 
Oficial» de la provincia, a fin de que pueda ser examinado y, en su caso, presentarse dentro de dicho plazo las reclamaciones que se 
estimen oportunas.
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El expediente se considerará definitivamente aprobado si al término de la exposición pública no se hubieran presentado recla-
maciones, lo que se hace público en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 169, por remisión del artículo 177 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Camas a 27 de abril de 2018.—El Alcalde-Presidente, Rafael A. Recio Fernández.
8W-3311

————

GELVES

Doña Isabel Herrera Segura, Alcaldesa Presidenta del Ayuntamiento de esta villa.
Hace saber: Que en la sesión ordinaria celebrada por el Pleno de este Ayuntamiento, con fecha 5 de abril de 2018, ha sido 

aprobado inicialmente el documento de «Innovación y corrección de errores del texto refundido y adaptación parcial del P.G.O.U. de 
Gelves», la Innovación del Texto Refundido del P.G.O.U. de Gelves, es sobre el ámbito de dos parcelas de patrimonio municipal y de 
dominio público respectivamente y la corrección de errores se refiere a errores detectados en la Cartografía del P.G.O.U., es promovida 
por el Ayuntamiento de Gelves y ha sido redactada por la Oficina Técnica Municipal.

El mencionado documento, se somete a información pública por plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la fecha de 
la última publicación del presente anuncio. El citado documento estará a disposición de los interesados que deseen consultarlo, durante 
el plazo indicado, en horario de 9.00 a 14.00 h, en el Departamento de Urbanismo del Ayuntamiento de Gelves, así como en el portal 
de transparencia del Ayuntamiento de Gelves.

Lo que se hace público para general conocimiento de conformidad con lo establecido en el art. 32.1.2ª y 39 de la Ley 7/2002, 
de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.

En Gelves, 17 de abril de 2018.—La Alcaldesa, Isabel Herrera Segura.
25W-3037

————

GELVES

Doña Isabel Herrera Segura, Alcaldesa-Presidenta del Ayuntamiento de esta villa.
Hace saber: Que se abre un período de 15 días hábiles desde la publicación del presente edicto en el «Boletín Oficial» de la 

provincia, para que puedan presentarse candidatos/as a Juez de Paz de esta localidad.
Los/as solicitantes habrán de reunir los requisitos establecidos en la Ley Orgánica 6/1985, para su ingreso en la carrera judicial.
Las solicitudes se presentarán en horario de 9.00 a 14.00 horas, en el Registro General de este Ayuntamiento, en el plazo 

indicado, suscribiendo el modelo de solicitud que se facilitará.
En Gelves a 30 de abril de 2018.—La Alcaldesa, Isabel Herrera Segura.

4W-3392
————

GILENA

Contra el acuerdo adoptado por el Pleno del Ayuntamiento en sesión celebrada el día 30 de enero de 2017, publicado en el 
«Boletín Oficial» de la provincia número 53, de fecha 7 de marzo de 2017 y en el tablón de anuncios de este Ayuntamiento, relativo a la 
aprobación provisional de la modificación de la Ordenanza fiscal reguladora de la tasa por la prestación de servicios de casas de baños, 
duchas, piscinas, instalaciones deportivas y otros servicios análogos, no se han formulado reclamaciones.

Por ello, de conformidad con el artículo 17 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, debe entenderse definitivamente adoptado el acuerdo hasta este momento 
provisional.

Contra el citado acuerdo, que pone fin a la vía administrativa, conforme al artículo 19 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se podrá interponer por los intere-
sados recurso contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de la publicación de este anun-
cio en el «Boletín Oficial» de la provincia. Todo ello sin perjuicio de que pueda ejercitar cualquier otro recurso que estime pertinente.

Texto integro de las modificaciones de la Ordenanza fiscal reguladora de la tasa por la prestación de servicios de casas de baños, 
duchas, piscinas, instalaciones deportivas y otros servicios análogos, no se han formulado reclamaciones.

Se modifica el artículo 3 de la Ordenanza que quedará redactado de la siguiente forma:
Cuota tributaria:
1. La cuantía de la Tasa regulada en esta Ordenanza será la siguiente:
Entrada individual de lunes a viernes:
Mayores: 2,5 €.
Niños, pensionistas y discapacitados: 1 €.

Entrada individual sábados, domingo y festivos:
Mayores: 4 €.
Niños, pensionistas y discapacitados: 2€

Bono de 20 baños:
Mayores: 20 €.
Mayores de familia numerosa: 15 €.
Niños: 12 €.
Niños de familia numerosa, discapacitados y pensionistas: 10 €.
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Carné de temporada:
Mayores: 30 €.
Mayores de familia numerosa: 25 €.
Niños: 20 €.
Niños de familia numerosa, discapacitados y pensionistas: 15 €.

En Gilena a 27 de abril de 2018.—El Alcalde-Presidente, Emilio A. Gómez González.
8W-3299

————

SALTERAS

Aprobado inicialmente por el Pleno de la Corporación, en sesión ordinaria celebrada el día 30 de enero de 2018, Ordenanza 
general de subvenciones del Ayuntamiento de Salteras. Sometida la nueva norma municipal a información pública por plazo de treinta 
días, según anuncio publicado en el «Boletín Oficial» de la provincia de fecha 12 de febrero de 2018 y número 35, no presentándose en 
dicho plazo reclamaciones y sugerencias.

En su virtud y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 49 y 70 de la Ley 7/85, de Bases del Régimen Local, se entien-
de definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional, y se procede a publicar el acuerdo definitivo y texto íntegro de la 
nueva norma:

ORDENANZA GENERAL DE SUBVENCIONES

Primero.—Esta Ordenanza tiene por objeto la regulación del régimen jurídico general de las subvenciones otorgadas por el 
Ayuntamiento de Salteras (Sevilla), que deberá ajustarse a las prescripciones de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de Sub-
venciones y el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Subvenciones.

La gestión de las subvenciones deberá realizarse de acuerdo con los siguientes principios de igualdad y no discriminación, 
publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, eficacia y eficiencia.

El otorgamiento de las subvenciones tiene carácter voluntario y excepcional, y la Corporación podrá revocarlas o reducirlas en 
cualquier momento. No serán invocables como precedente.

Segundo.—Objeto.
Se entiende por subvención toda disposición dineraria realizada por el Ayuntamiento de Salteras, a favor de las personas que de 

acuerdo con esta Ordenanza pueden tener la condición de beneficiarios, y que cumpla los siguientes requisitos:
a) Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios.
b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la realización de una 

actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o la concurrencia de una situación, debiendo el 
beneficiario cumplir las obligaciones materiales y formales que se hubieran establecido.

c) Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tenga por objeto el fomento de una actividad de utilidad pública 
o interés social o de promoción de una finalidad pública.

En todo caso, se consideran subvenciones:
– Las entregas de bienes, derechos o servicios que, habiendo sido adquiridos con la finalidad exclusiva de ser entregados a 

terceros, cumplan los requisitos previstos en las letras a), b) y c) del artículo 2.1 de la Ley General de Subvenciones, tendrán la conside-
ración de ayudas en especie y quedarán sujetas a dicha Ley y al reglamento de la LGS y a la presente Ordenanza, con las peculiaridades 
que conlleva la especial naturaleza de su objeto.

El procedimiento de gestión presupuestaria previsto en el artículo 34 de la Ley General de Subvenciones no será de aplicación 
a la tramitación de estas ayudas, sin perjuicio de que los requisitos exigidos para efectuar el pago de las subvenciones, recogidos en el 
Capítulo V del Título I de dicha Ley, deberán entenderse referidos a la entrega del bien, derecho o servicio objeto de la ayuda.

No obstante lo anterior, en el supuesto de que la adquisición de los bienes, derechos o servicios tenga lugar con posterioridad a 
la convocatoria de la ayuda, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 34.1 de la Ley General de Subvenciones respecto a la necesi-
dad de aprobación del gasto con carácter previo a la convocatoria.

En el supuesto de que se declare la procedencia del reintegro en relación con una ayuda en especie, se considerará como can-
tidad recibida a reintegrar, un importe equivalente al precio de adquisición del bien, derecho o servicio. En todo caso, será exigible el 
interés de demora correspondiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Subvenciones.

– Los premios educativos, culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza, salvo los que, de conformidad con el 4a) de la 
Ley 38/2003 de 17 de noviembre, se otorguen sin la previa solicitud del beneficiario.

Las aportaciones a grupos políticos no son subvenciones pero, a partir de la entrada en vigor de la reforma de la ley de financia-
ción de partidos políticos, la Ley General de Subvenciones opera con carácter supletorio, de modo que les es de aplicación el régimen 
de suministro de información a la BDNS. En cuanto a la publicidad deberá adecuarse al régimen de concesión, debiendo considerarse 
entre los casos de concesión directa con destinatarios predeterminados, y no sujeto a convocatoria.

Tercero.—Beneficiario.
Podrán ser beneficiarios de las subvenciones:
1.º– Las personas físicas.
2.º– Las personas jurídicas. Cuando el beneficiario sea una persona jurídica, y siempre que así se prevea en las bases regulado-

ras, los miembros asociados del beneficiario que se comprometan a efectuar la totalidad o parte de las actividades que fundamentan la 
concesión de la subvención en nombre y por cuenta del primero tendrán igualmente la consideración de beneficiarios.

3.º– Cuando se prevea expresamente en las bases reguladoras de las subvenciones podrán acceder a la condición de benefi-
ciario las agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad 
económica o patrimonio separado que, incluso careciendo de personalidad jurídica, pueda llevar a cabo los proyectos, actividades 
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o comportamientos o se encuentre en la situación que motiva la concesión de la subvención. En este caso, tendrá que nombrarse un 
representante o apoderado único de la agrupación, con poderes suficientes para cumplir las obligaciones que, como beneficiario, co-
rrespondan a la agrupación.

Corresponderá a la convocatoria de la subvención establecer las circunstancias que permitan delimitar la condición de benefi-
ciario, de acuerdo con la naturaleza de la subvención.

Cuarto.—Requisitos.
1.º– Podrán obtener la condición de beneficiario las personas o entidades que se encuentren en la situación que fundamenta la 

concesión de la subvención o en las que concurran las circunstancias previstas en las bases reguladoras y en la convocatoria.
2.º– No podrán obtener la condición de beneficiario de las subvenciones las personas o entidades en las cuales concurra alguna 

de las circunstancias siguientes, excepto aquellas que por la naturaleza de la subvención se exceptúe por su normativa reguladora:
– a) Haber sido condenadas, mediante sentencia firme, a la pena de pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas 

públicas.
– b) Haber solicitado la declaración de concurso, haber sido declarado insolvente en cualquier procedimiento, encontrarse 

declarado en concurso, estar sujeto a intervención judicial o haber sido inhabilitados según la Ley Concursal, sin que haya concluido 
el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

– c) Haber dado lugar, por causa de la que hayan sido declarados culpables, a la resolución firme de cualquier contrato celebra-
do con la Administración.

– d) Estar incursos, la persona física, los administradores de las sociedades mercantiles o aquellos que tienen la representación 
legal de otras personas jurídicas, en alguno de los supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo 
de la Administración General del Estado, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas, o tratarse de cualquiera de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 
régimen electoral general, en los términos establecidos en ésta o en la normativa autonómica que regule dichas materias.

– e) No encontrarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de la Seguridad Social impuestas por las 
disposiciones vigentes, en la forma que se determine reglamentariamente.

– f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como paraíso fiscal.
– g) No encontrarse al corriente del pago de las obligaciones por reintegro de subvenciones en los términos que reglamentaria-

mente se determinen.
– h) Haber sido sancionado mediante resolución firme con la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones según la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones, o la Ley General Tributaria.
No podrán acceder a la condición de beneficiarios las agrupaciones previstas en el apartado 3 del artículo 11 cuando concurra 

alguna de las prohibiciones anteriores en cualquiera de sus miembros.
3.º– En ningún caso podrán obtener la condición de beneficiarias las asociaciones incursas en las causas de prohibición previs-

tas en los apartados 5 y 6 del artículo 4 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de asociación.
Tampoco podrán obtener la condición de beneficiarias las asociaciones respeto a las que se haya suspendido el procedimiento 

administrativo de inscripción al encontrarse indicios racionales de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 30.4 de la 
Ley Orgánica 1/2002, mientras no recaiga resolución judicial firme en virtud de la cual pueda practicarse la inscripción en el registro 
correspondiente.

4.º– Las prohibiciones contenidas en los párrafos b), d), e), f) y g) del apartado 2 y en el apartado 3 de este artículo se apreciarán 
de forma automática y subsistirán mientras concurran las circunstancias que, en cada caso, las determinen.

5.º– Las prohibiciones contenidas en los párrafos a) y h) del apartado 2 de este artículo se apreciarán de forma automática. 
El alcance de la prohibición será el que determine la sentencia o resolución firme. En su defecto, el alcance se fijará de acuerdo con 
el procedimiento determinado reglamentariamente, sin que pueda exceder de cinco años en caso de que la prohibición no derive de 
sentencia firme.

6.º– La apreciación y alcance de la prohibición contenida en el párrafo c) del apartado 2 de este artículo se determinará de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 61 en relación con el artículo 60 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, en su redacción dada por la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

7.º– La justificación por parte de las personas o entidades de no estar incursos en las prohibiciones para obtener la condición 
de beneficiario o entidad colaboradora, señaladas en los apartados 2 y 3 de este artículo, podrá realizarse mediante testimonio judicial, 
certificados telemáticos o transmisiones de datos, de acuerdo con lo establecido en la normativa reglamentaria que regule la utilización 
de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General del Estado o de las comunidades autónomas, o 
certificación administrativa, según los casos, y cuando dicho documento no pueda ser expedido por la autoridad competente, podrá ser 
sustituido por una declaración responsable otorgada ante una autoridad administrativa o notario público.

Quinto.—Aprobación de las bases reguladora de las subvenciones.
1.– Las bases reguladoras de las respectivas subvenciones del municipio de Salteras se deberán aprobar, previo informe de 

los servicios jurídicos, en el marco de las bases de ejecución del presupuesto, y con respeto a la presente Ordenanza general de sub-
venciones.

Dado que constituyen actos normativos de aplicación generalizada, la competencia para su aprobación correspondería al Ple-
no de la Corporación, sin perjuicio de su delegación en la Alcaldía o en la Junta de Gobierno Local expresa para cada subvención, o 
general, para todas ellas.

2.– Con la aprobación de las bases reguladoras de las subvenciones se deberá autorizar el gasto correspondiente en los términos 
previstos en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y el artículo 42.1 de las Bases de Ejecución del Presupuesto.
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3.– Las bases reguladoras de las subvenciones deben tener el contenido mínimo previsto en el artículo 17.3 de la Ley 38/2003 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones:

a) Definición del objeto de la subvención.
b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para la obtención de la subvención y, en su caso, los miembros de las entida-

des contempladas en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artículo 11 de la Ley 38/2011.
c) Diario oficial en el que se publicará el extracto de la convocatoria, por conducto de la BDNS, una vez que se haya presentado 

ante ésta el texto de la convocatoria y la información requerida para su publicación; 
d) Forma y plazo en que deben presentarse las solicitudes.
e) Procedimiento de concesión de la subvención.
f) Criterios objetivos de otorgamiento de la subvención y, en su caso, ponderación de los mismos.
g) Cuantía individualizada de la subvención o criterios para su determinación.
h) Órganos competentes para la ordenación, instrucción y resolución del procedimiento de concesión de la subvención y el 

plazo en que será notificada la resolución.
i) Determinación, en su caso, de los libros y registros contables específicos para garantizar la adecuada justificación de la sub-

vención.
j) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario, en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió 

la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.
k) Medidas de garantía que, en su caso, se considere preciso constituir a favor del órgano concedente, medios de constitución 

y procedimiento de cancelación.
l) Posibilidad de efectuar pagos anticipados y abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su caso, deberán 

aportar los beneficiarios.
m) Circunstancias que, como consecuencia de la alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subven-

ción, podrán dar lugar a la modificación de la resolución.
n) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes 

de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.
ñ) Criterios de graduación de los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con motivo de la concesión de las sub-

venciones. Estos criterios resultarán de aplicación para determinar la cantidad que finalmente haya de percibir el beneficiario o, en su 
caso, el importe a reintegrar, y deberán responder al principio de proporcionalidad.

o) El carácter publicable o no de la identidad de los beneficiarios, de conformidad con lo dispuesto en el art. 20.8 b) de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre.

3.– Las Bases reguladoras de las subvenciones, una vez aprobadas, se remitirán para su publicación al «Boletín Oficial» de la 
provincia, y al tablón electrónico de edictos de la entidad local.

Una vez publicadas las bases en el «Boletín Oficial» de la provincia, se remitirá a la Base de Datos Nacional de Subvenciones 
la información relativa al menos, a las bases reguladoras de la subvención, convocatoria, programa y crédito presupuestario al que se 
imputan, objeto o finalidad de la subvención, identificación de los beneficiarios, y cualquier otra exigida por la normativa reguladora 
de la BDNS.

Asimismo, de conformidad con el artículo 20.8 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en aplicación de los principios recogi-
dos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, la BDNS operará como 
sistema nacional de publicidad de las subvenciones. A tales efectos, y para garantizar el derecho de los ciudadanos a conocer todas las 
subvenciones convocadas en cada momento y para contribuir a los principios de publicidad y transparencia, la Intervención General 
de la Administración del Estado publicará en su página web la convocatoria comunicada a la Base de Datos Nacional de Subvenciones 
por el Ayuntamiento, así como toda la información necesaria para concurrir. 

La BDNS dará traslado al «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla del extracto de la convocatoria, para su publicación, 
que tendrá carácter gratuito. La convocatoria de una subvención sin seguir el procedimiento indicado será causa de anulabilidad de la 
convocatoria.

La Base de Datos Nacional de Subvenciones operará como sistema nacional de publicidad de subvenciones.
Sexto.—Procedimiento de concesión.
1.º– El otorgamiento de una subvención debe cumplir los siguientes requisitos:
a) La competencia del órgano administrativo concedente.
b) La existencia de crédito adecuado y suficiente para atender las obligaciones de contenido económico que se derivan de la 

concesión de la subvención.
c) La tramitación del procedimiento de concesión de acuerdo con las normas que resulten de aplicación.
d) La fiscalización previa de los actos administrativos de contenido económico, en los términos previstos en las leyes.
e) La aprobación del gasto por el órgano competente para ello.
2.º– El procedimiento ordinario de concesión de las subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia competitiva, es 

decir, mediante la comparación de las solicitudes presentadas, con el objetivo de establecer una prelación entre las mismas, de acuerdo 
con los criterios de valoración previamente fijados en las bases reguladoras y en la convocatoria correspondientes, y adjudicar, con el 
límite fijado en la convocatoria dentro del crédito disponible, aquellas que hayan obtenido una mayor valoración en aplicación dichos 
criterios.

De conformidad con la disposición adicional décima de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones re-
glamentariamente se establecerá el régimen especial aplicable al otorgamiento de los premios educativos, culturales, científicos o de 
cualquier otra naturaleza, que deberá ajustarse al contenido de la Ley General de Subvenciones, salvo en aquellos aspectos en los que, 
por la especial naturaleza de las subvenciones, no resulte aplicable. 
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En todo caso, los premios se otorgarán de conformidad con las bases previamente aprobadas cuyas convocatorias serán publi-
cadas por la BDNS en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla.

Dada la escasa cuantía de los premios tradicionalmente otorgados, la circunstancia de encontrarse al corriente de sus obliga-
ciones tributarias y con la seguridad social se acreditará junto con la solicitud de participación mediante declaración responsable de no 
estar incurso en ninguna de las causas de incompatibilidad para la percepción de subvenciones, establecidas en el artículo 13 de la LGS.

Asimismo, tampoco se exigirá la justificación del empleo de la subvención.
A tal fin, al inicio del ejercicio las concejalías interesadas remitirán a los servicios jurídicos las bases reguladoras de los premios, 

para su tramitación y publicación antes de la fecha prevista para la celebración de las pruebas, concursos, eventos o actos programados. 
3.º– El procedimiento para la concesión de las subvenciones se iniciará siempre de oficio, mediante convocatoria aprobada por 

la Alcaldía, previa aprobación de las bases reguladoras, en los términos indicados en el artículo quinto.
4.º– Una vez publicada por la BDNS la convocatoria en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, se podrán presentar las 

solicitudes de subvención mediante instancia dirigida al Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Salteras, acompañada de los siguien-
tes documentos con carácter general y de los que exija cada una de las bases de subvenciones:

– a) NIF del solicitante.
– b) Datos generales de la entidad (en su caso).
– c) Descripción del proyecto para el que se solicita subvención (en su caso).
– d) Presupuesto pormenorizado, donde se indiquen los ingresos y los gastos por conceptos (en su caso).
– e) Indicación, si procede, de la ayuda recibida de otras entidades privadas o públicas para el proyecto en cuestión.
La presentación podrá realizarse por los medios regulados en la Ordenanza reguladora del uso de los medios electrónicos del 

Ayuntamiento de Salteras, artículos 11 y siguientes, y en cualquier caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre.

En el supuesto de que los documentos exigidos ya estuvieran en poder del Ayuntamiento, el solicitante, siempre que no hayan 
transcurrido más de dos años desde la finalización del procedimiento al que correspondan, podrá hacer uso de su derecho a no presen-
tarlo, haciendo constar la fecha y el órgano o dependencia en que fueron presentados o emitidos, y siempre que no se hayan producido 
modificaciones en los documentos.

Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos en la presente Ordenanza o en la norma de convocatoria, se requerirá al in-
teresado para que lo enmiende en el plazo máximo e improrrogable de 10 días, con indicación de que, si no lo hace, se le considerará 
desistido de su solicitud, previa resolución dictada en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas LPACAP-, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 68 de la 
misma Ley.

5.º– Una vez presentadas las solicitudes se procederá de la siguiente manera:
a) El órgano instructor, que será el que indique las bases reguladoras, podrá solicitar los informes que considere necesarios para 

resolver o que sean exigidos por las bases correspondientes.
b) Valoración de las solicitudes de acuerdo con los criterios, formas y prioridades previstos en las bases reguladoras de la sub-

vención correspondiente o, en su caso, en la convocatoria.
Se valorará, para su concesión:
a) Que el objeto social y las actividades desarrolladas por los perceptores sean complementarias de las competencias y activi-

dades municipales.
b) La representatividad de las entidades ciudadanas, en su caso.
c) La capacidad económica autónoma y las ayudas que reciban de otras instituciones, públicas o privadas.
d) La importancia para la Entidad Local de las actividades desarrolladas o que se pretenden desarrollar.
e) El fomento de la participación vecinal, promocionando la calidad de vida, el bienestar social y los derechos de los vecinos.
f) En caso de ayudas directas o subvenciones en que se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, 

deberá constar en el expediente propuesta del concejal de servicios sociales e informe de la trabajadora social del Ayuntamiento.
Dicha valoración se realizará por un órgano colegiado integrado por los miembros que se indiquen en las bases reguladoras.
El órgano colegiado elevará informe al órgano instructor, en el cual se concretará el resultado de la evaluación efectuada.
c) El órgano instructor, a la vista del expediente y del informe del órgano colegiado, formulará propuesta de resolución, debi-

damente motivada, al órgano competente para la resolución, quien resolverá en un plazo de quince días desde la fecha de elevación de 
la propuesta.

Cuando la subvención tenga por objeto la financiación de actividades a desarrollar por el solicitante y el importe de la subven-
ción de la propuesta de resolución provisional sea inferior al que figura en la solicitud presentada, se instará del beneficiario, salvo que 
otra cosa se establezca en las bases reguladoras específicas, la reformulación de su solicitud para ajustar los compromisos y condiciones 
a la subvención. Una vez que la solicitud merezca la conformidad del órgano colegiado, se remitirá con todo lo actuado al órgano com-
petente para que dicte la resolución. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad 
de la subvención, así como los criterios de valoración establecidos respecto de las solicitudes o peticiones.

La propuesta de resolución no crea ningún derecho a favor del beneficiario propuesto ante la Administración, mientras no se le 
haya notificado el acuerdo de concesión.

d) La resolución deberá expresar:
El solicitante o la relación de solicitantes para los cuales se propone la concesión de la subvención y su cuantía, con indicación 

de su evaluación y los criterios de valoración seguidos para realizarla.
Con relación a la posibilidad establecida por el artículo 63 del Reglamento General de Subvenciones, salvo que otra cosa se 

establezca por las bases reguladoras específicas, toda resolución del expediente de concesión deberá incluir listado de las solicitudes 
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desestimadas, con especificación de los motivos y prelación entre ellas. En caso de renuncia o decaimiento del derecho correspondiente 
a alguno de los beneficiarios, el órgano concedente acordará la concesión de la subvención al solicitante o solicitantes siguientes según 
su puntuación, siempre que se haya liberado crédito suficiente.

La resolución de concesión de la subvención comportará el compromiso de gasto correspondiente.
6.º– El plazo máximo para resolver y notificar la concesión de la subvención no podrá exceder, con carácter general, los seis 

meses, computados a partir de la publicación de la convocatoria correspondiente.
No obstante, podrá ser superior cuando una norma con rango de ley lo establezca o así esté previsto en la normativa de la Unión 

Europea.
El vencimiento del plazo anterior sin que se haya notificado la resolución de concesión supondrá la desestimación de la solici-

tud por silencio administrativo.
7.º– El órgano competente para el otorgamiento de la subvención es el Alcalde-Presidente, salvo que delegue esta competencia 

en la Junta de Gobierno Local o en otro concejal. No obstante, por su propia naturaleza se concederán siempre mediante resolución de 
la Alcaldía las subvenciones destinadas a la atención inmediata de situaciones de urgencia o emergencia social y los premios a los que 
se refiere la disposición adicional décima de la LGS.

8.º– Dictada la resolución de concesión de subvenciones, se remitirá a la Base de datos Nacional de Subvenciones la informa-
ción referida a la identificación de los beneficiarios, importe de las subvenciones otorgadas y efectivamente percibidas, para su publica-
ción, en los términos del artículo 20.8 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. En consecuencia, no serán publicadas las subvenciones 
concedidas cuando la publicación de los datos del beneficiario en razón del objeto de la subvención pueda ser contraria al respeto y 
salvaguarda del honor, a la intimidad personal o familiar de las personas físicas en virtud de lo establecido en la Ley Orgánica 1/1982, 
de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, y haya sido previsto en 
su normativa reguladora. El tratamiento de los datos de carácter personal sólo podrá efectuarse si es necesario para la satisfacción del 
interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los que se comuniquen los datos, siempre 
que no prevalezca el interés o los derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran protección con arreglo al artículo 
1.1 de la Directiva 95/46/CE.

Séptimo.—Concesión directa de subvenciones.
1.– Podrán concederse de forma directa las siguientes subvenciones:
1.ª– Las previstas nominativamente en el presupuesto general del Ayuntamiento.
Análogamente a lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, se entiende por subvención prevista 

nominativamente en los presupuestos aquella en que al menos su dotación presupuestaria y beneficiario aparezcan determinados en los 
estados de gasto del presupuesto. El objeto de estas subvenciones deberá quedar determinado expresamente en el correspondiente con-
venio de colaboración o resolución de concesión que, en todo caso, deberá ser congruente con la clasificación funcional y económica 
del correspondiente crédito presupuestario.

En todo caso, la resolución o el convenio, por el que se conceda la subvención deberán contemplar, como mínimo:
a) Determinación del objeto de la subvención y de sus beneficiarios, de acuerdo con la asignación presupuestaria.
b) Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y cuantía de la subvención, individualizada, en su caso, para cada benefi-

ciario si fuesen varios.
c) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes 

de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.
d) Plazos y modos de pago de la subvención, posibilidad de efectuar pagos anticipados y abonos a cuenta, así como el régimen 

de garantías que, en su caso, deberán aportar los beneficiarios.
e) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subven-

ción y de la aplicación de los fondos percibidos.
2.ª– Aquellas, cuyo otorgamiento o cuantía vengan impuestos a la Administración por una norma con rango legal, que seguirán 

el procedimiento de concesión que les resulte de aplicación de acuerdo con su propia normativa.
3.ª– Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en las que se acrediten razones de interés público, social, económico 

o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública.
2.– En relación con las subvenciones destinadas a la atención inmediata de situaciones de urgencia o emergencia social, debe 

aplicarse lo dispuesto en la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía, cuyo artículo 51.1 e) atribuye a las 
Entidades Locales la gestión de las prestaciones del catálogo correspondientes a los servicios sociales comunitarios, entre las que se 
encuentra la atención inmediata a las situaciones de urgencia o emergencia social.

A tal efecto, el artículo 10 n) de la citada Ley considera garantizado el derecho de las personas usuarias de los servicios sociales 
al reconocimiento de las situaciones de riesgo, desprotección o desamparo y al establecimiento de las medidas de protección en los 
términos establecidos en la legislación vigente, entre ellas, la percepción de prestaciones económicas destinadas a la atención inmediata 
de situaciones de urgencia o emergencia social.

Asimismo, el artículo 116.2 de la Ley de Servicio sociales de Andalucía dispone que las administraciones públicas competentes 
en materia de servicios sociales tendrán en cuenta el principio de prioridad presupuestaria para la infancia, por lo que en la distribución 
de las subvenciones para la atención inmediata de las situaciones de urgencia o emergencia social, deberá respetarse esta prioridad.

Las subvenciones para la atención inmediata de situaciones de urgencia o emergencia municipal, de conformidad con lo pre-
visto en el artículos 40 y 42.1 d) de la Ley de Servicios sociales son prestaciones económicas garantizadas, cuyo reconocimiento tiene 
el carácter de derecho subjetivo, son exigibles y su provisión es obligatoria para las Administraciones Públicas, en las condiciones 
establecidas en cada caso en el Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales y en el ejercicio de las competencias 
propias en materia de servicios sociales que les atribuyen el Estatuto de Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de 
Autonomía Local de Andalucía.

Según el artículo 35 de la Ley de Servicios Sociales de Andalucía define como:
Urgencia social a aquella situación excepcional o extraordinaria y puntual que requiera de una actuación inmediata, sin la cual 

podría producirse un grave deterioro o agravamiento del estado de vulnerabilidad y de desprotección en una persona o, en su caso, una 
unidad de convivencia.
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Emergencia social la necesidad constatada, por los servicios sociales comunitarios u otras instancias de las Administraciones 
Públicas competentes, de atención inmediata a personas o grupos de personas por situaciones de crisis social, catástrofes, accidentes, etc.

De conformidad con el artículo 35.4 de la citada Ley, toda intervención de urgencia o emergencia social, incluida la actividad 
subvencional de la entidad local, deberá:

a) Dar cobertura de las necesidades básicas con carácter temporal, salvaguardando a la persona de los daños o riesgos a los que 
estuviera expuesta.

b) Determinar la persona profesional de referencia responsable de atender el caso una vez cubierta la situación de urgencia o 
emergencia social.

c) Generar la documentación necesaria para evaluar la actuación y para transmitir la información necesaria para dar seguimien-
to a la atención del caso desde los servicios sociales comunitarios.

A los efectos de tramitación de las solicitudes de subvenciones destinadas a la atención inmediata de situaciones de urgencia 
o emergencia social, los servicios sociales comunitarios, atenderán, a los protocolos específicos para la prevención y atención de si-
tuaciones de necesidad que tengan establecidos, de conformidad con el artículo 26.5 de la Ley de Servicios Sociales de Andalucía, de 
conformidad con los cuales se tramitarán los informes previos a la concesión de estas subvenciones.

Al efecto de su tramitación se respetará lo establecido en las bases de ejecución del presupuesto, otorgándose cada subvención 
previa propuesta del concejal de servicios sociales, y visto el informe de la trabajadora social, sin necesidad de acreditar requisito algu-
no salvo la situación de urgencia o emergencia social.

No obstante, cuando la subvención se otorgue en especie mediante la concesión de un bono canjeable en supermercado, farma-
cia o cualquier otro establecimiento concertado a este fin para el suministro de productos de primera necesidad, los Servicios Sociales 
remitirán copia al Ayuntamiento para su oportuna retención en su aplicación correspondiente. A tal fin, los Servicios Sociales comuni-
cará a la Intervención el importe máximo del bono cifrado a efectos de gestión presupuestaria en un máximo de 60 €.

A tal efecto, se comprobará que la subvención se ha destinado a productos de primera necesidad, que se definirán por los 
Servicios Sociales Comunitarios, en catálogo que se aprobará en desarrollo de esta Ordenanza, en el plazo de un mes desde su entrada 
en vigor.

La justificación de las subvenciones destinadas a la atención inmediata de situaciones de urgencia o emergencia social se rijen 
por lo dispuesto en el artículo noveno de esta Ordenanza, correspondiendo a la persona profesional de referencia responsable de atender 
el caso una vez cubierta la situación de urgencia o emergencia social, la comprobación de la aplicación efectiva de la prestación a la 
finalidad para la que ha sido concedida. En todo caso, se considera necesaria la justificación previa de la subvención, previamente a la 
concesión de una nueva prestación.

Toda la documentación generada deberá quedar a disposición de la Intervención, para las actuaciones de control financiero.
Octavo.– Obligaciones de los beneficiarios.
Las obligaciones de los beneficiarios son las siguientes:
1.ª– Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión 

de la subvención.
2.ª– Justificar ante el órgano concedente o la entidad colaboradora, en su caso, el cumplimiento de los requisitos y condiciones, 

así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.
3.ª– Someterse a las actuaciones de comprobación, a efectuar por el órgano concedente o la entidad colaboradora, en su caso, 

así como cualesquiera otras de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto nacio-
nales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores.

4.ª– Comunicar al órgano concedente o a la entidad colaboradora la obtención de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recur-
sos que financien las actividades subvencionadas.

5.ª– Acreditar, con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución, que se halla al corriente en el cumplimiento de sus obli-
gaciones tributarias y frente a la Seguridad Social.

6ª.- Disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás documentos debidamente auditados, en los términos 
exigidos por la Legislación mercantil y sectorial, aplicable al beneficiario en cada caso, así como cuantos estados contables y registros 
específicos sean exigidos por las bases reguladoras de las subvenciones, con la finalidad de garantizar el adecuado ejercicio de las 
facultades de comprobación y control, en su caso.

7ª.- Conservar los documentos justificativos de la aplicación de los fondos recibidos, incluidos los documentos electrónicos, en 
tanto puedan ser objeto de las actuaciones de comprobación y control.

8ª.- Dar la adecuada publicidad de carácter público de la financiación de programas, actividades, inversiones o actuaciones de 
cualquier tipo que sean objeto de subvención.

9ª.- Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el artículo 37 LGS, en su redacción dada 
por la disposición final 11 de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2017 -LPGE 2017-.

La rendición de cuentas de los perceptores de subvenciones, a que se refiere el artículo 34.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de 
funcionamiento del Tribunal de Cuentas, se instrumentará a través del cumplimiento de la obligación de justificación al órgano conce-
dente, en su caso, de la subvención, regulada en el párrafo b) del apartado 1 de este artículo.

Noveno.—Justificación y cobro.
1.º– La justificación de las subvenciones públicas se efectuará mediante presentación de cuenta justificativa del gasto realizado. 

Las cuentas acreditativas de la inversión de las cantidades se rendirán por los perceptores ante la Intervención de Fondos, con las for-
malidades legales, recibí de los proveedores o ejecutantes de los servicios y documentos acreditativos de los pagos, acompañados de 
relación detallada de estos, haciendo constar los descuentos a que estén sujetos y la liquidación final. Asimismo, deberán acompañarse 
cartas de pago de los reintegros efectuados y del ingreso de los impuestos correspondientes.
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Sin perjuicio de lo anterior:
a) Si el destino de la subvención es la realización de obras o instalaciones, será preciso informe de los servicios técnicos muni-

cipales de haberse realizado la obra o instalación conforme a las condiciones de la concesión
b) Si está destinada a la adquisición de materiales de carácter fungible, prestación de servicios u otra finalidad de similar natu-

raleza, se precisará la aportación de documentos originales acreditativos de los pagos realizados, que deberán ajustarse a las prescrip-
ciones contenidas en el citado artículo 30 de la LGS.

c) En casos de subvención de gastos de desplazamiento se estará al módulo o índice que disponga la convocatoria específica y 
en su defecto, se considerará un gasto mínimo de 50€ al mes para desplazamientos dentro de la provincia. Todo ello de conformidad 
con el modelo de justificación de gastos por desplazamiento que ponga el Ayuntamiento a disposición de los beneficiarios para su 
cumplimentación.

2.º– Para percibir la subvención será necesario presentar al Ayuntamiento, además de la cuenta justificativa, la que se exija en 
las bases reguladoras correspondientes, la siguiente documentación:

a) Instancia suscrita por el beneficiario dirigida al Alcalde, solicitando el pago de la subvención, indicando el medio de pago, de 
entre los contemplados en las bases de ejecución del presupuesto. En caso de optar por el cobro mediante transferencia deberá indicar 
el número de cuenta al cual se haya de efectuar la transferencia. 

b) Certificados acreditativos de que el beneficiario se encuentra al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias 
y de Seguridad Social.

e) Acreditación del cumplimiento de los deberes de publicidad impuestos por las bases específicas.
c) Acreditación de que no reciben otras subvenciones para la misma finalidad, y en caso de percibirlas, indicar su importe, el 

organismo concedente y, asimismo, que la subvención concedida por el Ayuntamiento, aisladamente o en concurrencia con otras sub-
venciones o ayudas, no supera el coste de la actividad que tiene que desarrollar el beneficiario.

Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto como se conozca y, en todo caso, con anterioridad a la justificación de la apli-
cación dada a los fondos percibidos.

La falta de justificación producirá la obligación de devolver las cantidades no justificadas y, en su caso, la inhabilitación para 
percibir nuevas subvenciones, sin perjuicio de satisfacer el interés legal, a partir de la fecha en que debió rendir la cuenta y hasta la 
fecha en que se verifique el reintegro.

En aquellos supuestos especiales en los que la realización de las actividades no permitan la justificación de la subvención en los 
plazos legalmente establecidos, en el momento de su concesión podrán establecerse otros diferentes, si bien siempre con el límite de 31 
de diciembre del ejercicio en que tal subvención fue concedida, salvo que por la fecha de concesión, no sea posible.

d) De conformidad con lo dispuesto en las bases de ejecución del presupuesto, también se podrán realizar pagos anticipados 
que supondrán entregas de fondos con carácter previo a la justificación, como financiación necesaria para poder llevar a cabo las ac-
tuaciones inherentes a la subvención.

En ningún caso podrán realizarse pagos anticipados a beneficiarios cuando se haya solicitado la declaración de concurso volun-
tario, haber sido declarados insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declarado en concurso, salvo que en éste haya adquirido 
la eficacia un convenio, estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Con-
cursal, sin que haya concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

La realización de pagos a cuenta o pagos anticipados, así como el régimen de garantías, deberán preverse expresamente en la 
normativa reguladora de la subvención.

No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto el beneficiario no se halle al corriente en el cumplimiento de sus obliga-
ciones tributarias y frente a la Seguridad Social o sea deudor por resolución de procedencia de reintegro.

La situación de encontrarse al corriente con la Hacienda Municipal se acreditará mediante certificado de la Tesorería Municipal.
No obstante, las ayudas directas en que se acrediten motivos de emergencia vital o carácter humanitario, no requerirán la acre-

ditación de encontrarse al corriente con Hacienda o la Seguridad social.
Cuando el beneficiario no esté obligados a presentar las declaraciones o documentos a que se refieren las obligaciones anterio-

res, su cumplimiento se acreditará mediante declaración responsable.
La presentación de declaración responsable sustituirá a la presentación de las certificaciones previstas en los apartados 2 y 3 del 

artículo 22 del Reglamento de la Ley de Subvenciones en los siguientes casos:
Las ayudas concedidas a alumnos que se destinen expresamente a financiar acciones de formación profesional reglada y en 

centros de formación públicos o privados.
Aquellas en las que la cuantía a otorgar a cada beneficiario no supere en la convocatoria el importe de 3.000 euros.
Las subvenciones destinadas a financiar proyectos o programas de acción social y cooperación internacional que se concedan 

a entidades sin fines lucrativos, así como a federaciones, confederaciones o agrupaciones de las mismas.
Décimo.—Reintegro.
Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora desde el momento del pago de la sub-

vención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a 
ésta, y en la cuantía fijada en el artículo 38.2 de la Ley General de Subvenciones, en los casos establecidos en el artículo 37.1 de la Ley 
General de Subvenciones., en su redacción dada por la disposición final 11 de la Ley 3/2017 , de 27 de junio, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2017 -LPGE 2017-.

Una vez acordado el inicio del procedimiento de reintegro, como medida cautelar, el órgano concedente puede acordar, a 
iniciativa propia o a propuesta de la intervención, la suspensión de los libramientos de pago de las cantidades pendientes de abonar al 
beneficiario, sin superar, en ningún caso, el importe que fijen la propuesta o resolución de inicio del expediente de reintegro, con los 
intereses de demora devengados hasta aquel momento.

La imposición de esta medida cautelar debe acordarse por resolución motivada, que debe notificarse al interesado, con indica-
ción de los recursos pertinentes.



42	 Boletín Oficial de la provincia de Sevilla. Número 106	 Jueves 10 de mayo de 2018

En todo caso, procederá la suspensión si existen indicios racionales que permitan prever la imposibilidad de obtener el resar-
cimiento, o si este puede verse frustrado o gravemente dificultado, y, en especial, si el perceptor hace actos de ocultación, gravamen o 
disposición de sus bienes.

La retención de pagos estará sujeta, en cualquiera de los supuestos anteriores, al siguiente régimen jurídico:
a) Debe ser proporcional a la finalidad que se pretende conseguir, y, en ningún caso, debe adoptarse si puede producir efectos 

de difícil o imposible reparación.
b) Debe mantenerse hasta que se dicte la resolución que pone fin al expediente de reintegro, y no puede superar el período 

máximo que se fije para su tramitación, incluidas prórrogas.
c) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, debe levantarse cuando desaparezcan las circunstancias que la originaron o 

cuando el interesado proponga la sustitución de esta medida cautelar por la constitución de una garantía que se considere suficiente.
Undécimo.—Financiación de las actividades subvencionadas.
1.º– Las bases reguladoras de las subvenciones podrán exigir un importe de financiación propia para cubrir la actividad subven-

cionada. En dicho caso, la aportación de fondo propio al proyecto o acción subvencionada tendrá que ser acreditada en el momento de 
la justificación de la subvención con indicación del importe, procedencia y aplicación de dicho fondo a las actividades subvencionadas.

2.º– El importe de las subvenciones en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en concurrencia con otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la actividad subvencionada.

3.º– Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención, y en todo caso la obtención concu-
rrente de otras aportaciones fuera de los casos permitidos en las normas reguladoras, podrá dar lugar a la modificación de la resolución 
de la concesión, en los plazos establecidos en la normativa reguladora de la subvención.

Duodécimo.—Publicidad de las subvenciones concedidas.
1.º– La publicidad de las subvenciones concedidas se realizará de conformidad con los artículos 18 y 20.8 de la Ley 38/2003, 

de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en su redacción dada por la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del 
Sector Público y otras medidas de reforma administrativa -LRSP-.

Decimotercero.—Infracciones y sanciones.
Las infracciones y sanciones son las previstas en el Título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
Disposición final primera.
En todo lo no previsto en la presente Ordenanza será de aplicación la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvencio-

nes, el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, las bases de ejecución del presupuesto y la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Lo que se hace público para general conocimiento, haciendo constar, que contra el presente acuerdo, se interpondrá recurso 
contencioso-administrativo, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía con sede en 
Sevilla, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la publicación del presente anuncio, de conformidad con el artículo 
46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

En Salteras a 5 de abril de 2018.—El Alcalde-Presidente, Antonio Valverde Macías.
8W-2634

————

SALTERAS

Aprobado inicialmente por el Pleno de la Corporación, en sesión ordinaria celebrada el día 30 de enero de 2018, modificación 
de la Ordenanza reguladora del tráfico, circulación de vehículos y seguridad vial. Sometida la nueva norma municipal a información 
pública por plazo de treinta días, según anuncio publicado en el «Boletín Oficial» de la provincia de fecha 12 de febrero de 2018 y 
número 35, no presentándose en dicho plazo reclamaciones y sugerencias. 

En su virtud y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 49 y 70 de la Ley 7/85, de Bases del Régimen Local, se entien-
de definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional, y se procede a publicar el acuerdo definitivo y texto íntegro de la 
nueva norma:

Exposición de motivos: Donde dice:
La Ley 7/85, de 2 de abril, artículos 4 y 25.2, y el artículo 7 del Real Decreto Legislativo 339/90, de 2 de marzo, por el que se 

aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial (en adelante LTSV) habilitan a 
los Ayuntamientos para desarrollar sus prescripciones en aspectos de tanta trascendencia para la regulación del tráfico urbano como la 
circulación de peatones y vehículos, los estacionamientos, el cierre de las vías urbanas cuando fuera necesario, así como para denunciar 
y sancionar las infracciones cometidas en esta materia.

Habiéndose desarrollado la citada norma por el Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Re-
glamento general de Circulación (en adelante RGC), procede hacer efectiva, con rango de Ordenanza, dicha habilitación, dentro del 
más radical respeto al principio de jerarquía normativa y al esquema competencial diseñado por nuestra Constitución y esta normativa 
estatal.

Debe decir:
La Ley 7/85, de 2 de abril, artículos 4 y 25.2, y el artículo 7 de la Ley 6/2015 de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial (en adelante TRLTSV) habilitan a los Ayunta-
mientos para desarrollar sus prescripciones en aspectos de tanta trascendencia para la regulación del tráfico urbano como la circulación 
de peatones y vehículos, los estacionamientos, el cierre de las vías urbanas cuando fuera necesario, así como para denunciar y sancionar 
las infracciones cometidas en esta materia.

El Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento general de Circulación (en adelante 
RGC), que desarrolla el referido Texto Refundido procede hacer efectiva, con rango de Ordenanza, dicha habilitación, dentro del más ra-
dical respeto al principio de jerarquía normativa y al esquema competencial diseñado por nuestra Constitución y esta normativa estatal.
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Artículo 1.– Donde dice:
Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 4.1.a) y 25.2.b) de la Ley 7/85, de 2 de abril, y de las disposiciones contenidas 

en la TRLTSV, se dicta la presente Ordenanza que tiene por objeto regular la circulación en las vías urbanas del término municipal de 
Salteras.

Se entiende por vía urbana, toda vía pública situada dentro del poblado, excepto las travesías. A estos efectos se considera po-
blación, el conjunto de edificaciones agrupadas, sin que existan en ellas soluciones de continuidad mayores de quince metros.

Debe decir: 
Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 4.1.,ª) y 25.2.b) de la Ley 7/85, de 2 de abril, y de las disposiciones contenidas 

en el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación 
de Vehículos a Motor y Seguridad Vial (en adelante TRLTSV), se dicta la presente Ordenanza que tiene por objeto regular la circulación 
en las vías urbanas del término municipal de Salteras.

Se entiende por vía urbana, toda vía pública situada dentro del poblado, excepto las travesías. A estos efectos se considera po-
blación, el conjunto de edificaciones agrupadas, sin que existan en ellas soluciones de continuidad mayores de quince metros.

Artículo 3.– Donde dice:
A los efectos de esta Ordenanza y demás normas complementarias, los conceptos básicos sobre las vías públicas, vehículos, 

señales y usuarios, se utilizarán los indicados en el anexo a la Ley de Tráfico y seguridad Vial.
Debe decir:
A los efectos de esta Ordenanza y demás normas complementarias, los conceptos básicos sobre las vías públicas, vehículos, 

señales y usuarios, se utilizarán los indicados en el anexo I al TRTRLTSV.
Artículo 4.2.– Donde dice:
2. Las competencias reservadas a la Administración del Estado o a la Autonómica, recogidas básicamente en los artículos 4 al 

6 de la TRLTSV, serán ejercidas por ésta a través de los organismos creados a tal efecto.
Debe decir:
2. Las competencias reservadas a la Administración del Estado y el Ministerio del Interior, a través de la Jefatura Central de Trá-

fico, recogidas básicamente en los artículos 4 al 6 del TRLTSV, serán ejercidas por ésta a través de los organismos creados a tal efecto.
Artículo 5 apartados 1 y 2:
Donde dice:
1. Corresponde a la Policía Local: Ordenar, señalizar y dirigir el tránsito en el casco urbano, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 53 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
2. Asimismo, serán de su competencia formular las denuncias por las infracciones que se cometan contra lo dispuesto en la 

presente Ordenanza, la TRLTSV, el RGC y demás disposiciones complementarias.
Debe decir:
1. Corresponde a la Policía Local: Ordenar, señalizar y dirigir el tránsito en el casco urbano, instruir atestados por accidente 

de circulación dentro del casco urbano, de conformidad con lo establecido en el artículo 53 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad.

2. Asimismo, serán de su competencia formular las denuncias por las infracciones que se cometan contra lo dispuesto en la 
presente Ordenanza, el TRLTSV, el RGC y demás disposiciones complementarias.

Inserta artículo 7.
Artículo 7. Obligaciones del titular del vehículo y del conductor habitual.
1. El titular de un vehículo tiene las siguientes obligaciones:
a) Facilitar a la Administración la identificación del conductor del vehículo en el momento de cometerse una infracción. Los 

datos facilitados deben incluir el número del permiso o licencia de conducción que permita la identificación en el Registro de Conduc-
tores e Infractores del organismo autónomo Jefatura 

Si el conductor no figura inscrito en el aludido Registro de Conductores e Infractores, el titular deberá disponer de copia de la 
autorización administrativa que le habilite a conducir en España y facilitarla a la Administración cuando le sea requerida. Si el titular 
fuese una empresa de alquiler de vehículos sin conductor, la copia de la autorización administrativa podrá sustituirse por la copia del 
contrato de arrendamiento.

b) Impedir que el vehículo sea conducido por quien nunca haya obtenido el permiso o la licencia de conducción correspon-
diente.

2. El titular del vehículo puede comunicar al Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico la 
identidad del conductor habitual del mismo. En este supuesto, el titular queda exonerado de las obligaciones anteriores, que se trasladan 
al conductor habitual.

3. Las obligaciones establecidas en el apartado 1 y la comunicación descrita en el apartado anterior corresponden al arrendatario 
a largo plazo del vehículo, en el supuesto de que haya constancia de éste en el Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura 
Central de Tráfico.

4. El titular del vehículo en régimen de arrendamiento a largo plazo debe comunicar al Registro de Vehículos del organismo 
autónomo Jefatura Central de Tráfico la identidad del arrendatario.

Inserta artículo 8.
Artículo 8. Obras y actividades prohibidas.
1. La realización de obras, instalaciones, colocación de contenedores, mobiliario urbano o cualquier otro elemento u objeto 

de forma permanente o provisional en las vías objeto de esta ley necesita autorización previa del titular de las mismas y se rige por lo 
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dispuesto en la normativa municipal. Asimismo, la realización de obras en las vías debe ser comunicada con anterioridad a su inicio a 
la autoridad autonómica o local responsable, que, sin perjuicio de las facultades del órgano competente para la ejecución de las obras, 
dictará las instrucciones que resulten procedentes en relación a la regulación, ordenación, gestión y vigilancia del tráfico, teniendo 
en cuenta el calendario de restricciones a la circulación y las que se deriven de otras autorizaciones a la misma. Las infracciones a lo 
dispuesto en este apartado, así como la realización de obras en la carretera sin señalización o sin que ésta se atenga a la reglamentación 
técnica sobre el particular, se sancionarán en la forma prevista en la normativa municipal sancionadora.

2. Se prohíbe arrojar, depositar o abandonar sobre la vía objetos o materias que puedan entorpecer la libre circulación, parada 
o estacionamiento, hacerlos peligrosos o deteriorar aquélla o sus instalaciones, o producir en la misma o en sus inmediaciones efectos 
que modifiquen las condiciones apropiadas para circular, parar o estacionar.

3. Quien haya creado sobre la vía algún obstáculo o peligro, debe hacerlo desaparecer lo antes posible, adoptando entretanto las 
medidas necesarias para que pueda ser advertido por los demás usuarios y para que no se dificulte la circulación.

4. Se prohíbe arrojar a la vía o en sus inmediaciones cualquier objeto que pueda dar lugar a la producción de incendios o, en 
general, poner en peligro la seguridad vial.

5. Se prohíbe la emisión de perturbaciones electromagnéticas, ruidos, gases y otros contaminantes en las vías objeto de esta 
ordenanza en, los términos que reglamentariamente se determine.

6. Se prohíbe cargar los vehículos de forma distinta a lo que reglamentariamente se determine.
7. No pueden circular por las vías objeto de esta ordenanza, los vehículos con niveles de emisión de ruido superiores a los re-

glamentariamente establecidos, emitiendo gases o humos en valores superiores a los límites establecidos, ni cuando hayan sido objeto 
de una reforma de importancia no autorizada. Todos los conductores de vehículos quedan obligados a colaborar en las pruebas regla-
mentarias de detección que permitan comprobar las posibles deficiencias indicadas.

Artículo 7 (numeración y apartados 1 y 3), donde dice:
Artículo 7. Normas generales de conductores.
1. Los conductores deberán estar en todo momento en condiciones de controlar sus vehículos o animales. Al aproximarse a 

otros usuarios de la vía deberán adoptar las precauciones necesarias para la seguridad de los mismos, especialmente cuando se trate de 
niños, ancianos, invidentes u otras personas manifiestamente impedidas.

3. Queda prohibido conducir utilizando cascos o auriculares conectados a aparatos receptores o reproductores de sonido. Se 
prohíbe la utilización durante la conducción de dispositivos de telefonía móvil y cualquier otro medio o sistema de comunicación, ex-
cepto cuando el desarrollo de la comunicación tenga lugar sin emplear las manos ni usar cascos, auriculares o instrumentos similares.

Quedan exentos de dicha prohibición los agentes de la autoridad en el ejercicio de las funciones que tengan encomendadas.
Debe decir:
Artículo 9. Normas generales de conductores.
1. Los conductores deberán estar en todo momento en condiciones de controlar sus vehículos o animales. Al aproximarse a 

otros usuarios de la vía deberán adoptar las precauciones necesarias para la seguridad de los mismos, especialmente cuando se trate de 
niños, ancianos, personas ciegas, o en general personas con discapacidad o con problemas de movilidad.

3. Queda prohibido conducir utilizando cualquier tipo de audio o auricular conectados a aparatos receptores o reproductores de 
sonido u otros dispositivos que disminuyan la atención permanente a la conducción, excepto durante la realización de pruebas de apti-
tud en circuito abierto para la obtención del permiso de conducción en los términos que reglamentariamente se determine. Se prohíbe la 
utilización durante la conducción de dispositivos de telefonía móvil y cualquier otro medio o sistema de comunicación, excepto cuando 
el desarrollo de la comunicación tenga lugar sin emplear las manos ni usar cascos, auriculares o instrumentos similares.

Quedan exentos de dicha prohibición los agentes de la autoridad en el ejercicio de las funciones que tengan encomendadas. 
Reglamentariamente se podrán establecer otras excepciones a las prohibiciones previstas en los párrafos anteriores, así como los dispo-
sitivos que se considera que disminuyen la atención a la conducción, conforme se produzcan los avances de la tecnología.

4. El conductor y los ocupantes de los vehículos están obligados a utilizar el cinturón de seguridad, cascos y demás elementos 
de protección y dispositivos de seguridad en las condiciones y con las excepciones que, en su caso, se determine reglamentariamente. 
Los conductores profesionales, cuando presten servicio público a terceros, no se considerarán responsables del incumplimiento de esta 
norma por parte de los ocupantes del vehículo.

Por razones de seguridad vial, se podrá prohibir la ocupación de los asientos delanteros o traseros del vehículo por los menores 
en función de su edad o talla, en los términos que se determine reglamentariamente.

5. Queda prohibido circular con menores de doce años como pasajeros de ciclomotores o motocicletas, con o sin sidecar, por 
cualquier clase de vía. Excepcionalmente, se permite esta circulación a partir de los siete años, siempre que los conductores sean el 
padre, la madre, el tutor o una persona mayor de edad autorizada por ellos, utilicen casco homologado y se cumplan las condiciones 
específicas de seguridad establecidas reglamentariamente.

6. Se prohíbe instalar o llevar en los vehículos inhibidores de radares o cinemómetros o cualesquiera otros instrumentos enca-
minados a eludir o a interferir en el correcto funcionamiento de los sistemas de vigilancia del tráfico, así como emitir o hacer señales 
con dicha finalidad. Asimismo, se prohíbe utilizar mecanismos de detección de radares o cinemómetros.

Quedan excluidos de esta prohibición los mecanismos de aviso que informan de la posición de los sistemas de vigilancia del 
tráfico.

Artículo 8 (numeración y apartados 1 y 2), donde dice:
Artículo 8. Bebidas alcohólicas, sustancias estupefacientes y similares.
1. No podrá circular por las vías el conductor de vehículos o bicicletas con tasas superiores a las que reglamentariamente se 

establezcan de bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes y otras sustancias análogas.
2. Todos los conductores de vehículos y bicicletas quedan obligados a someterse a las pruebas que se establezcan para la detec-

ción de las posibles intoxicaciones por alcohol. Igualmente quedan obligados los demás usuarios de la vía cuando se hallen implicados 
en algún accidente de circulación.
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Debe decir:
Artículo 10. Bebidas alcohólicas, sustancias estupefacientes y similares.
1. No podrá circular por las vías el objeto de esta ordenanza el conductor de cualquier vehículo con tasas de alcohol superiores 

a las que reglamentariamente se determine. Tampoco puede hacerlo el conductor de cualquier vehículo con presencia de drogas en 
el organismo, de las que se excluyen aquellas sustancias que se utilicen bajo prescripción facultativa y con una finalidad terapéutica, 
siempre que se esté en condiciones de utilizar el vehículo conforme a la obligación de diligencia, precaución y no distracción estable-
cida en el artículo 10.

2. El conductor de un vehículo está obligado a someterse a las pruebas para la detección de alcohol o de la presencia de drogas 
en el organismo, que se practicarán por los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones 
que tienen encomendadas. Igualmente quedan obligados los demás usuarios de la vía cuando se hallen implicados en un accidente de 
tráfico o hayan cometido una infracción conforme a lo tipificado en esta ordenanza.

Artículo 9 (numeración), donde dice:
Artículo 9. Perturbaciones y contaminantes.
Debe decir:
Artículo 11. Perturbaciones y contaminantes.
Artículo 10 (numeración), donde dice:
Artículo 10. Visibilidad en el vehículo.
Debe decir:
Artículo 12. Visibilidad en el vehículo.
Artículo 11 (numeración y apartado 2), donde dice:
Artículo 11. Sentido de la circulación.
2. La circulación en sentido contrario al estipulado tendrá la consideración de infracción muy grave, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo65.5. f) TRLTSV.
Debe decir:
Artículo 13. Sentido de la circulación.
2. La circulación en sentido contrario al estipulado tendrá la consideración de infracción muy grave, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 77 f) LTSV.
Artículo 12 (numeración), donde dice:
Artículo 12. Utilización de los carriles.
Debe decir:
Artículo 14. Utilización de los carriles.
Artículo 13 (numeración), donde dice:
Artículo 13. Utilización del arcén.
Debe decir:
Artículo 15. Utilización del arcén.
Artículo 14 (numeración), donde dice:
Artículo 14. Supuestos especiales del sentido de la circulación.
Debe decir:
Artículo 16. Supuestos especiales del sentido de la circulación.
Artículo 15 (numeración), donde dice:
Artículo 15. Refugios, isletas o dispositivos de guía.
Debe decir:
Artículo 17. Refugios, isletas o dispositivos de guía.
Artículo 16 (numeración y apartados 1, 2 y 4), donde dice:
Artículo 16. Límites de velocidad.
1. Todo conductor está obligado a respetar los límites de velocidad establecidos y a tener en cuenta, además, sus propias condi-

ciones físicas y psíquicas, las características y el estado de la vía, del vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, ambien-
tales y de circulación y, en general, cuantas circunstancias concurran en cada momento, a fin de adecuar la velocidad de su vehículo a 
las mismas, de manera que siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante cualquier obstáculo que pueda 
presentarse ( artículos 19.2 TRLTSV y 45 RGC).

El límite máximo de velocidad a que podrán circular los vehículos por las vías urbanas y travesías será de 50 kilómetros por 
hora, salvo para los vehículos que transporten mercancías peligrosas, que circularán como máximo a 40 kilómetros por hora.

Los límites anteriores podrán ser rebajados en travesías especialmente peligrosas por acuerdo de la autoridad municipal con el 
titular de la vía, y en las vías urbanas, por decisión del órgano competente de la corporación municipal (artículo 50 RGC).

Los lugares con prohibiciones y obligaciones específicas de velocidad serán señalizados con carácter permanente o temporal en 
su caso. En defecto de señalización específica se cumplirá la genérica establecida para cada vía

2. No se podrá entorpecer la marcha normal de otro vehículo circulando a velocidad anormalmente reducida, sin justifica-
ción alguna. No obstante, Se podrá circular por debajo de los límites mínimos de velocidad en los casos de transportes y vehículos 
especiales, o cuando las circunstancias de tráfico impidan el mantenimiento de una velocidad superior a la mínima sin riesgo para la 
circulación, así como en los supuestos de protección o acompañamiento a otros vehículos, en las condiciones que reglamentariamente 
se establezcan (artículo 19.5 TRLTSV y 49.2 RGC).
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4. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves o muy graves, según corresponda por el 
exceso de velocidad, de conformidad con lo establecido en el anexo IV de la TRLTSV, en su redacción dada por la Ley 18/2009, de 23 
de noviembre.

Debe decir:
Artículo 18. Límites de velocidad.
1. Todo conductor está obligado a respetar los límites de velocidad establecidos y a tener en cuenta, además, sus propias condi-

ciones físicas y psíquicas, las características y el estado de la vía, del vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, ambien-
tales y de circulación y, en general, cuantas circunstancias concurran en cada momento, a fin de adecuar la velocidad de su vehículo a 
las mismas, de manera que siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante cualquier obstáculo que pueda 
presentarse ( artículos 13 TRLTSV y 45 RGC).

El límite máximo genérico de velocidad a que podrán circular los vehículos por las vías urbanas y travesías será de 50 kilóme-
tros por hora, salvo para los vehículos que transporten mercancías peligrosas, que circularán como máximo a 40 kilómetros por hora.

Los límites anteriores podrán ser rebajados en travesías especialmente peligrosas por acuerdo de la autoridad municipal con el 
titular de la vía, y en las vías urbanas, por decisión del órgano competente de la corporación municipal (artículo 50 RGC).

Los lugares con prohibiciones y obligaciones específicas de velocidad serán señalizados con carácter permanente o temporal en 
su caso. En defecto de señalización específica se cumplirá la genérica establecida para cada vía.

2. No se podrá entorpecer la marcha normal de otro vehículo circulando a velocidad anormalmente reducida, sin justifica-
ción alguna. No obstante, Se podrá circular por debajo de los límites mínimos de velocidad en los casos de transportes y vehículos 
especiales, o cuando las circunstancias de tráfico impidan el mantenimiento de una velocidad superior a la mínima sin riesgo para la 
circulación, así como en los supuestos de protección o acompañamiento a otros vehículos, en las condiciones que reglamentariamente 
se establezcan (artículo 49.2 RGC).

4. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves o muy graves, según corresponda por el 
exceso de velocidad, de conformidad con lo establecido en el anexo IV de la TRLTSV.

Artículo 17 (numeración y apartados 1-4), donde dice:
Artículo 17. Distancias y velocidad exigibles.
1. Salvo en caso de inminente peligro, todo conductor, para reducir considerablemente la velocidad de su vehículo, deberá 

cerciorarse que puede hacerlo sin riesgo para otros conductores y está obligado a advertirlo previamente y a realizarlo de forma que 
no produzca riesgo de colisión con los vehículos que circulan detrás del suyo, de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca 
(artículos 20.1 TRLTSV y 53 RGC).

2. Todo conductor de un vehículo que circule detrás de otro deberá dejar entre ambos un espacio libre que le permita detenerse, 
en caso de frenado brusco, sin colisionar con él, teniendo en cuenta especialmente la velocidad y las condiciones de adherencia y fre-
nado. No obstante, se permitirá a los conductores de bicicletas circular en grupo, extremando en esta ocasión la atención a fin de evitar 
alcances entre ellos (artículos 20.2 TRLTSV y 54.1 RGC).

3. Se prohíbe entablar competiciones de velocidad en las vías públicas o de uso público, salvo que, con carácter excepcional, 
se hubieran acotado para ello por la autoridad municipal (artículos 20.5 TRLTSV y 55.2 RGC).

4. Las infracciones de los dos primeros apartados tendrán la consideración de graves, y de muy graves las infracciones del 
apartado tercero (artículos 65, apartados 4 y 5 TRLTSV; artículos 54.4 y 55.3 RGC).

Debe decir:
Artículo 19. Distancias y velocidad exigibles.
1. Salvo en caso de inminente peligro, todo conductor, para reducir considerablemente la velocidad de su vehículo, deberá 

cerciorarse que puede hacerlo sin riesgo para otros conductores y está obligado a advertirlo previamente y a realizarlo de forma que 
no produzca riesgo de colisión con los vehículos que circulan detrás del suyo, de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca 
(artículos 22 TRLTSV y 53 RGC).

2. Todo conductor de un vehículo que circule detrás de otro deberá dejar entre ambos un espacio libre que le permita detenerse, 
en caso de frenado brusco, sin colisionar con él, teniendo en cuenta especialmente la velocidad y las condiciones de adherencia y fre-
nado. No obstante, se permitirá a los conductores de bicicletas circular en grupo, extremando en esta ocasión la atención a fin de evitar 
alcances entre ellos (artículos 22 TRLTSV y 54.1 RGC).

3. Se prohíbe entablar competiciones de velocidad en las vías públicas o de uso público, salvo que, con carácter excepcional, 
se hubieran acotado para ello por la autoridad municipal (artículos 22 TRLTSV y 55.2 RGC).

4. Las infracciones de los dos primeros apartados tendrán la consideración de graves, y de muy graves las infracciones del 
apartado tercero (artículos 76 ñ y 77 g TRLTSV; artículos 54.4 y 55.3 RGC).

Artículo 18 (numeración y apartados 2-3), donde dice:
Artículo 18. Normas generales de prioridad.
2. En defecto de señal que regule la preferencia de paso, el conductor está obligado a cederlo a los vehículos que se aproximen 

por su derecha, salvo en los siguientes supuestos:
Tendrán derecho de paso los vehículos que circulen por una vía pavimentada sobre los que pretendan acceder a aquella.
En las glorietas, los que se hallen dentro de la vía circular tendrán preferencia de paso sobre los que pretendan acceder a aquéllas.
3. Las infracciones a las normas de este precepto relativas a la prioridad de paso, tendrán la consideración de graves, conforme 

a lo dispuesto en el artículo 65.4.c) TRLTSV.
Debe decir:
Artículo 20. Normas generales de prioridad.
2. En defecto de señal que regule la preferencia de paso, el conductor está obligado a cederlo a los vehículos que se aproximen 

por su derecha, salvo en los siguientes supuestos:
Tendrán derecho de paso los vehículos que circulen por una vía pavimentada sobre los que pretendan acceder a aquella.
En las glorietas, los que se hallen dentro de la vía circular tendrán preferencia de paso sobre los que pretendan acceder a aquéllas.
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3. Las infracciones a las normas de este precepto relativas a la prioridad de paso, tendrán la consideración de graves, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 76 TRLTSV.

Artículo 19 (numeración y apartados 2-3), donde dice:
Artículo 19. Tramos estrechos y de gran pendiente.
2. En los tramos de gran pendiente, en los que se den las circunstancias de estrechez señaladas en el número anterior, la prefe-

rencia de paso la tendrá el vehículo que circule en sentido ascendente.
3. La infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves (artículos 22 y 65.4 c) TRLTSV).
Debe decir:
Artículo 21. Tramos estrechos y de gran pendiente.
2. En los tramos de gran pendiente, en los que se den las circunstancias de estrechez señaladas en el número anterior, la pre-

ferencia de paso la tendrá el vehículo que circule en sentido ascendente, salvo si éste pudiera llegar antes a una zona prevista para 
apartarse. En caso de duda se estará a lo establecido en el apartado anterior.

3. La infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves (artículo 76 TRLTSV).
Artículo 20 (numeración y apartado 6), donde dice:
Artículo 20. Conductores, peatones y animales. Prioridad de paso.
6. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme establece el artículo 65.4.c) de 

la TRLTSV
Debe decir:
Artículo 22. Conductores, peatones y animales. Prioridad de paso.
6. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme establece el artículo 76.c) de 

la TRLTSV.
Artículo 21 (numeración y apartado 4), donde dice:
Artículo 21. Cesión de pasos en intersecciones.
4. Las infracciones a este precepto tendrán la consideración de graves, conforme establece el artículo 65.4.c) de la TRLTSV.
Debe decir:
Artículo 23. Cesión de pasos en intersecciones.
4. Las infracciones a este precepto tendrán la consideración de graves, conforme establece el artículo 76.c) de la TRLTSV.
Artículo 22 (numeración y apartado 4), donde dice:
Artículo 22. Vehículos en servicios de urgencias.
2. Las infracciones a este precepto tendrán la consideración de graves, conforme establece el artículo 65.4.c) de la TRLTSV.
Debe decir:
Artículo 24. Vehículos en servicios de urgencias.
2. Las infracciones a este precepto tendrán la consideración de graves, conforme establece el artículo 76.c) de la TRLTSV.
Inserta:
Capítulo 5.º Incorporación a la circulación
Artículo 25. Incorporación de vehículos a la circulación.
El conductor de un vehículo parado o estacionado en una vía o procedente de las vías de acceso a la misma, de sus zonas de 

servicio o de una propiedad colindante que pretenda incorporarse a la circulación debe cerciorarse de que puede hacerlo sin peligro 
para los demás usuarios. Debe advertirlo con las señales obligatorias para estos casos y ceder el paso a los otros vehículos, teniendo 
en cuenta la posición, trayectoria y velocidad de éstos. Si la vía a la que se accede está dotada de un carril de aceleración, el conductor 
debe incorporarse a aquélla a la velocidad adecuada.

Artículo 26. Conducción de vehículos en tramo de incorporación. Con independencia de la obligación del conductor del 
vehículo que se incorpore a la circulación de cumplir las prescripciones del artículo anterior, los demás conductores facilitarán, en la 
medida de lo posible, dicha maniobra, especialmente si se trata de un vehículo de transporte colectivo de viajeros que pretende incor-
porarse a la circulación desde una parada señalizada.

Capítulo 6.º Cambios de dirección, de sentido y marcha atrás
Artículo 27. Cambios de vía, calzada y carril.
1. El conductor de un vehículo que pretenda girar a la derecha o a la izquierda para utilizar una vía distinta de aquella por la 

que circula, para incorporarse a otra calzada de la misma vía o para salir de la misma, debe advertirlo previamente y con suficiente 
antelación a los conductores de los vehículos que circulan detrás del suyo y cerciorarse de que la velocidad y la distancia de los vehí-
culos que se acerquen en sentido contrario le permiten efectuar la maniobra sin peligro, absteniéndose de realizarla de no darse estas 
circunstancias. También debe abstenerse de realizar la maniobra cuando se trate de un cambio de dirección a la izquierda y no exista 
visibilidad suficiente.

2. Toda maniobra de desplazamiento lateral que implique cambio de carril debe llevarse a efecto respetando la preferencia del 
que circule por el carril que se pretende ocupar.

3. Reglamentariamente se establecerá la manera de efectuar las maniobras necesarias para los distintos supuestos de cambio 
de dirección.

Artículo 28. Cambios de sentido.
1. El conductor de un vehículo que pretenda invertir el sentido de su marcha debe elegir un lugar adecuado para efectuar la 

maniobra, de forma que intercepte la vía el menor tiempo posible, advertir con la antelación suficiente su propósito con las señales 
preceptivas y cerciorarse de que no va a poner en peligro u obstaculizar a otros usuarios de la misma. En caso de que no concurran estas 
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circunstancias, debe abstenerse de realizar dicha maniobra y esperar el momento oportuno para efectuarla. Cuando su permanencia en 
la calzada, mientras espera para efectuar la maniobra de cambio de sentido, impida continuar la marcha de los vehículos que circulan 
detrás del suyo, debe salir de la misma por su lado derecho, si fuera posible, hasta que las condiciones de la circulación le permitan 
efectuarlo.

2. Se prohíbe efectuar el cambio de sentido en toda situación que impida comprobar las circunstancias a que alude el apartado 
anterior, en los pasos a nivel y en los tramos de vía afectados por la señal túnel, así como en las autopistas y autovías, salvo en los lu-
gares habilitados al efecto, y, en general, en todos los tramos de la vía en que esté prohibido el adelantamiento, a menos que el cambio 
de sentido esté expresamente autorizado.

Artículo 29. Marcha atrás.
1. Se prohíbe circular marcha atrás, salvo en los casos en que no sea posible marchar hacia adelante ni cambiar de dirección 

o sentido de marcha, y en las maniobras complementarias de otra que las exija, y siempre con el recorrido mínimo indispensable para 
efectuarla.

2. La maniobra de marcha atrás debe efectuarse lentamente, después de haberlo advertido con las señales preceptivas y de 
haberse cerciorado, incluso apeándose o siguiendo las indicaciones de otra persona si fuera necesario, de que, por las circunstancias de 
visibilidad, espacio y tiempo necesarios para efectuarla, no va a constituir peligro para los demás usuarios de la vía.

3. Se prohíbe la maniobra de marcha atrás en autovías y autopistas.
Capítulo 7.º Adelantamiento.
Artículo 30. Normas generales.
1. En todas las carreteras, como norma general, el adelantamiento debe efectuarse por la izquierda del vehículo que se pretenda 

adelantar.
2. Por excepción, y si existe espacio suficiente para ello, el adelantamiento se efectuará por la derecha y adoptando las máximas 

precauciones, cuando el conductor del vehículo al que se pretenda adelantar esté indicando claramente su propósito de cambiar de 
dirección a la izquierda o parar en ese lado, así como en las vías con circulación en ambos sentidos, a los tranvías que marchen por la 
zona central.

3. Reglamentariamente se establecerán otras posibles excepciones a la norma general señalada en el apartado 1 y particularida-
des de la maniobra de adelantamiento en función de las características de la vía.

Artículo 31. Precauciones previas.
1. Antes de iniciar un adelantamiento que requiera desplazamiento lateral, el conductor que se proponga adelantar debe adver-

tirlo con suficiente antelación, con las señales preceptivas, y comprobar que en el carril que pretende utilizar para el adelantamiento 
existe espacio libre suficiente para que la maniobra no ponga en peligro ni entorpezca a quienes circulen en sentido contrario, teniendo 
en cuenta la velocidad propia y la de los demás usuarios afectados. En caso contrario, debe abstenerse de efectuarla.

2. También debe cerciorarse de que el conductor del vehículo que le precede en el mismo carril no ha indicado su propósito de 
iniciar el adelantamiento, en cuyo caso debe respetar la preferencia que le asiste. No obstante, si después de un tiempo prudencial, el 
conductor del citado vehículo no la ejerciera, podrá iniciar la maniobra de adelantamiento, advirtiéndole previamente con señal acústica 
u óptica.

3. Asimismo, debe asegurarse de que no se ha iniciado la maniobra de adelantar a su vehículo por parte de ningún conductor que 
le siga por el mismo carril, y de que dispone de espacio suficiente para volver a su carril cuando termine el adelantamiento.

4. No se considera adelantamiento, a efectos de estas normas, los realizados entre ciclistas que circulen en grupo.
Artículo 32. Ejecución.
1. Durante la ejecución del adelantamiento, el conductor que lo efectúe debe llevar su vehículo a una velocidad notoriamente 

superior a la del que pretende adelantar y dejar entre ambos una separación lateral suficiente para realizarlo con seguridad.
2. Si después de iniciar la maniobra de adelantamiento advierte que se producen circunstancias que puedan hacer difícil la 

finalización del mismo sin provocar riesgos, reducirá rápidamente su marcha y volverá de nuevo a su carril, advirtiéndolo a los que le 
siguen con las señales preceptivas.

3. El conductor del vehículo que ha efectuado el adelantamiento debe volver a su carril tan pronto como le sea posible y de 
modo gradual, sin obligar a otros usuarios a modificar su trayectoria o velocidad y advirtiéndolo a través de las señales preceptivas.

4. El conductor de un automóvil que pretenda realizar un adelantamiento a un ciclo o ciclomotor, o conjunto de ellos, debe 
realizarlo ocupando parte o la totalidad del carril contiguo o contrario, en su caso, de la calzada y guardando una anchura de seguridad 
de, al menos, 1,5 metros. Queda prohibido adelantar poniendo en peligro o entorpeciendo a ciclistas que circulen en sentido contrario, 
incluso si esos ciclistas circulan por el arcén.

Artículo 33. Vehículo adelantado.
1. El conductor que advierta que otro que le sigue tiene el propósito de adelantar a su vehículo estará obligado a ceñirse al 

borde derecho de la calzada, salvo en el supuesto de cambio de dirección a la izquierda o de parada en ese mismo lado a que se refiere 
el artículo 31.2, en que deberá ceñirse a la izquierda todo lo posible, pero sin interferir la marcha de los vehículos que puedan circular 
en sentido contrario.

2. Se prohíbe al conductor del vehículo que va a ser adelantado aumentar la velocidad o efectuar maniobras que impidan o 
dificulten el adelantamiento. Asimismo, está obligado a disminuir la velocidad de su vehículo cuando, una vez iniciada la maniobra de 
adelantamiento, se produzca alguna situación que entrañe peligro para su propio vehículo, para el vehículo que la está efectuando, para 
los que circulan en sentido contrario o para cualquier otro usuario de la vía.

Artículo 34. Prohibiciones.
Queda prohibido adelantar:
a) En las curvas y cambios de rasante de visibilidad reducida y, en general, en todo lugar o circunstancia en que la visibilidad 

disponible no sea suficiente para poder efectuar la maniobra o desistir de ella una vez iniciada, a no ser que los dos sentidos de circula-
ción estén claramente delimitados y la maniobra pueda efectuarse sin invadir la zona reservada al sentido contrario.

b) En los pasos para peatones señalizados como tales y en los pasos a nivel y en sus proximidades.
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c) En las intersecciones y en sus proximidades, salvo cuando:
1.º Se trate de una glorieta.
2.º El adelantamiento deba efectuarse por la derecha, según lo previsto en el artículo 31.2.
3.º La calzada en que se realice tenga preferencia en la intersección y haya señal expresa que lo indique.
4.º El adelantamiento se realice a vehículos de dos ruedas.
Artículo 35. Supuestos especiales.
Cuando un vehículo se encuentre inmovilizado en un tramo de vía en que esté prohibido el adelantamiento, ocupando en todo o 

en parte la calzada en el carril del sentido de la marcha, y siempre que la inmovilización no responda a las necesidades del tráfico, puede 
ser rebasado, aunque para ello haya que ocupar parte del carril izquierdo de la calzada. En todo caso, hay que cerciorarse previamente 
de que la maniobra se puede realizar sin peligro. En estas mismas circunstancias se podrá adelantar a las bicicletas.

Donde dice:
Capítulo quinto. Parada y estacionamiento.
Artículo 23. Normas generales de parada y estacionamientos.
1. A efectos de esta Ordenanza se entiende por:
Detención, la inmovilización de un vehículo por emergencia, por necesidades de la circulación o para cumplir algún precepto 

reglamentario.
Parada: la inmovilización de un vehículo, durante un tiempo inferior a dos minutos, sin que el conductor pueda abandonarlo.
Estacionamiento: la inmovilización de un vehículo que no se encuentre en situación de detención o de parada.
2. El estacionamiento de vehículos se regirá por las siguientes normas:
Los vehículos se podrán estacionar en cordón, es decir, paralelamente a la acera.
Los vehículos se podrán estacionar en batería, es decir, perpendicularmente a aquella, o bien, en
Semibatería, es decir, oblicuamente.
En ausencia de señal que determine la forma de estacionamiento, éste se realizará en cordón.
En los lugares habilitados para el estacionamiento con señalización en el pavimento, los vehículos se colocarán dentro del 

perímetro marcado.
Los vehículos estacionados se colocarán tan cerca de la acera como sea posible, dejando un pequeño espacio para permitir la 

limpieza de aquella parte de la calzada.
La parada y estacionamiento deberán efectuarse de manera que el vehículo no obstaculice la circulación ni constituya un riesgo 

para el resto de usuarios de la vía, cuidando especialmente la colocación del mismo evitando que pueda ponerse en movimiento en 
ausencia del conductor.

Refer.: Artículos 38.2 TRLTSV y 90.2 RGC.
Debe decir:
Capítulo 8.º Parada y estacionamiento.
Artículo 36. Normas generales.
1. La parada o el estacionamiento de un vehículo en vías interurbanas debe efectuarse siempre fuera de la calzada, en el lado 

derecho de la misma y dejando libre, cuando exista, la parte transitable del arcén.
2. Cuando en vías urbanas tenga que realizarse en la calzada o en el arcén se situará el vehículo lo más cerca posible de su borde 

derecho, salvo en las vías de único sentido, en las que se podrá situar también en el lado izquierdo.
3. La parada y el estacionamiento deben efectuarse de tal manera que el vehículo no obstaculice la circulación ni constituya 

un riesgo para el resto de los usuarios de la vía, cuidando especialmente la colocación del mismo y evitando que pueda ponerse en 
movimiento en ausencia del conductor, de acuerdo con las normas que reglamentariamente se establezcan. En vías urbanas se permite 
la parada o el estacionamiento de las grúas de auxilio en carretera por el tiempo indispensable para efectuar la retirada de los vehículos 
averiados o accidentados, siempre que no se cree un nuevo peligro, ni se cause obstáculo a la circulación.

4. El régimen de parada y estacionamiento en vías urbanas se regulará por ordenanza municipal, pudiendo adoptarse las medi-
das necesarias para evitar el entorpecimiento del tráfico, entre ellas, limitaciones horarias de duración del estacionamiento, así como 
las medidas correctoras precisas, incluida la retirada del vehículo o su inmovilización cuando no disponga de título que autorice el 
estacionamiento en zonas limitadas en tiempo o exceda del tiempo autorizado hasta que se logre la identificación del conductor.

La definición de detención, parada y estacionamiento vendrá regulada en el Anexo I de la TRLTSV.
5. El estacionamiento de vehículos se regirá por las siguientes normas:
Los vehículos se podrán estacionar en cordón, es decir, paralelamente a la acera.
Los vehículos se podrán estacionar en batería, es decir, perpendicularmente a aquella, o bien, en semibatería, es decir, oblicua-

mente.
En ausencia de señal que determine la forma de estacionamiento, éste se realizará en cordón.
En los lugares habilitados para el estacionamiento con señalización en el pavimento, los vehículos se colocarán dentro del 

perímetro marcado.
Los vehículos estacionados se colocarán tan cerca de la acera como sea posible, dejando un pequeño espacio para permitir la 

limpieza de aquella parte de la calzada.
La parada y estacionamiento deberán efectuarse de manera que el vehículo no obstaculice la circulación ni constituya un riesgo 

para el resto de usuarios de la vía, cuidando especialmente la colocación del mismo evitando que pueda ponerse en movimiento en 
ausencia del conductor.
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Refer.: Artículo 90.2 RGC.
Artículo 24 (numeración y apartados 1-2), donde dice:
Artículo 24. Prohibiciones de paradas y estacionamientos.
1. Queda prohibido parar:
En las curvas y cambios de rasante de visibilidad reducida, en sus proximidades y en los túneles, pasos inferiores y tramos de 

vías afectados por la señal «túnel».
En pasos a nivel, pasos para ciclistas y pasos para peatones.
En los carriles o partes de las vías reservados exclusivamente para la circulación o para el servicio de determinados usuarios.
En las intersecciones y en sus proximidades si se dificulta el giro a otros vehículos.
En los lugares donde se impida la visibilidad de la señalización a los usuarios a quienes les afecte u obligue a hacer maniobras.
En los carriles destinados al uso exclusivo del transporte público urbano, o en los reservados para las bicicletas.
En las zonas destinadas para el estacionamiento y parada de uso exclusivo para el transporte público urbano.
En zonas señalizadas para uso exclusivo de minusválidos y pasos para peatones.
2. Queda prohibido estacionar en los siguientes casos:
En los lugares donde esté prohibido la parada.
En aquellos lugares donde se impida o dificulte la circulación.
En doble fila, tanto si en la primera fila se halla un vehículo como un contenedor o cualquier otro mobiliario urbano.
Delante de los vados señalizados correctamente.
En cualquier otro lugar de la calzada distinto al habilitado para el estacionamiento.
En aquellas calles donde la estrechez de la calzada impida el paso de una columna de vehículos.
En aquellas calles de doble sentido de circulación, en las cuáles la amplitud de la calzada no permita el paso de dos columnas 

de vehículos.
En las esquinas de las calles cuando se impida o dificulte el giro de cualquier otro vehículo.
En condiciones que estorbe a otros vehículos estacionados reglamentariamente.
En los espacios de la calzada destinados al paso de viandantes.
En las aceras, andenes, refugios, paseos centrales o laterales y zonas señalizadas con franjas en el pavimento, tanto si es parcial 

como total la ocupación.
Al lado de andenes, refugios, paseos centrales o laterales, y zonas señalizadas con franjas en el pavimento.
En aquellos tramos señalizados y delimitados como aparcamientos de ciclomotores, motocicletas o bicicletas.
En aquellos tramos señalizados y delimitados como aparcamientos de minusválidos, así como los rebajes de aceras con marca 

vial longitudinal continua amarilla destinados a facilitar el acceso de los mismos, en paradas de transporte público escolar, de taxis, de 
zonas de carga y descarga, vados y zonas reservadas en general.

En las zonas que eventualmente hayan de ser ocupadas por actividades autorizadas, o en las que hayan de ser objeto de repara-
ción, señalización y limpieza. En estos supuestos la prohibición se señalizará convenientemente y con antelación suficiente.

En los lugares habilitados por la Autoridad municipal como zonas de estacionamientos con limitación horaria cuando:
No tengan colocado en lugar visible el distintivo que lo autoriza.
Colocado el distintivo que lo autoriza, se mantenga estacionado el vehículo sobrepasando el tiempo máximo permitido por la 

Ordenanza fiscal que lo regule.
o) En las zonas donde se realice el mercado municipal autorizado, según el calendario y horario señalizado correctamente.
Debe decir:
Artículo 37. Prohibiciones de paradas y estacionamientos.
1. Queda prohibido parar:
En las curvas y cambios de rasante de visibilidad reducida, en sus proximidades y en los túneles, pasos inferiores y tramos de 

vías afectados por la señal «túnel».
En pasos a nivel, pasos para ciclistas y pasos para peatones.
En los carriles o partes de las vías reservados exclusivamente para la circulación o para el servicio de determinados usuarios.
En las intersecciones y en sus proximidades.
En los lugares donde se impida la visibilidad de la señalización a los usuarios a quienes les afecte u obligue a hacer maniobras.
En los carriles destinados al uso exclusivo del transporte público urbano, o en los reservados para las bicicletas.
En las zonas destinadas para el estacionamiento y parada de uso exclusivo para el transporte público urbano.
En zonas señalizadas para uso exclusivo de personas con discapacidad y pasos para peatones.
2. Queda prohibido estacionar en los siguientes casos:
En los lugares donde esté prohibido la parada.
En aquellos lugares donde se impida o dificulte la circulación.
En doble fila, tanto si en la primera fila se halla un vehículo como un contenedor o cualquier otro mobiliario urbano.
Delante de los vados señalizados correctamente.
En cualquier otro lugar de la calzada distinto al habilitado para el estacionamiento.
En aquellas calles donde la estrechez de la calzada impida el paso de una columna de vehículos.
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En aquellas calles de doble sentido de circulación, en las cuáles la amplitud de la calzada no permita el paso de dos columnas 
de vehículos.

En las esquinas de las calles cuando se impida o dificulte el giro de cualquier otro vehículo.
En condiciones que estorbe a otros vehículos estacionados reglamentariamente.
En los espacios de la calzada destinados al paso de viandantes.
En las aceras, andenes, refugios, paseos centrales o laterales y zonas señalizadas con franjas en el pavimento, tanto si es parcial 

como total la ocupación.
Al lado de andenes, refugios, paseos centrales o laterales, y zonas señalizadas con franjas en el pavimento.
En aquellos tramos señalizados y delimitados como aparcamientos de ciclomotores, motocicletas o bicicletas.
En aquellos tramos señalizados y delimitados como aparcamientos de personas con discapacidad, así como los rebajes de 

aceras con marca vial longitudinal continua amarilla destinados a facilitar el acceso de los mismos, en paradas de transporte público 
escolar, de taxis, de zonas de carga y descarga, vados y zonas reservadas en general.

En las zonas que eventualmente hayan de ser ocupadas por actividades autorizadas, o en las que hayan de ser objeto de repara-
ción, señalización y limpieza. En estos supuestos la prohibición se señalizará convenientemente y con antelación suficiente.

En los lugares habilitados por la Autoridad municipal como zonas de estacionamientos con limitación horaria cuando:
No tengan colocado en lugar visible el distintivo que lo autoriza.
Colocado el distintivo que lo autoriza, se mantenga estacionado el vehículo sobrepasando el tiempo máximo permitido por la 

Ordenanza fiscal que lo regule.
o) En las zonas donde se realice el mercado municipal autorizado, según el calendario y horario señalizado correctamente.
Artículo 25 (numeración), donde dice:
Artículo 25. Medidas especiales de estacionamientos y paradas.
Debe decir:
Artículo 38. Medidas especiales de estacionamientos y paradas.
Artículo 26 (numeración y apartado 2.2)., donde dice:
Artículo 26. Servicio de estacionamiento limitado.
2. Del total de plazas de aparcamientos, se reservarán y señalizarán para uso exclusivo de vehículos de minusválidos autoriza-

dos, un mínimo de 1 plaza por cada 40 o fracción, según lo establecido en el Decreto 293/2009, de 7 de julio, por el que se aprueba el 
reglamento que regula las normas para la accesibilidad en las infraestructuras, el urbanismo, la edificación y el transporte en Andalucía. 
(«Boletín Oficial» de la provincia número 140 de 21/07/2009). Así como un % debidamente autorizado y señalizado para estaciona-
miento de motocicletas, ciclomotores y bicicletas. Estas plazas no devengarán ninguna tarifa ni estarán sujetas a limitación horaria.

Debe decir:
Artículo 39. Servicio de estacionamiento limitado.
2. Del total de plazas de aparcamientos, se reservarán y señalizarán para uso exclusivo de vehículos de personas con discapa-

cidad autorizados, un mínimo de 1 plaza por cada 40 o fracción, según lo establecido en el Decreto 293/2009, de 7 de julio, por el que 
se aprueba el reglamento que regula las normas para la accesibilidad en las infraestructuras, el urbanismo, la edificación y el transporte 
en Andalucía. («Boletín Oficial» de la provincia número 140 de 21/07/2009). Así como un % debidamente autorizado y señalizado para 
estacionamiento de motocicletas, ciclomotores y bicicletas. Estas plazas no devengarán ninguna tarifa ni estarán sujetas a limitación 
horaria.

Artículo 27 (numeración), donde dice:
Artículo 27. Paradas y estacionamientos de transporte público.
Debe decir:
Artículo 40. Paradas y estacionamientos de transporte público.
Inserta:
Capítulo 9.ª Cruce de pasos a nivel y puentes levadizos.
Artículo 41. Normas generales.
1. El conductor debe extremar la prudencia y reducir la velocidad al aproximarse a un paso a nivel o a un puente levadizo.
2. El usuario que al llegar a un paso a nivel o a un puente levadizo lo encuentre cerrado o con la barrera o semibarrera en mo-

vimiento, debe detenerse en el carril correspondiente hasta que tenga paso libre.
3. El cruce de la vía férrea debe realizarse sin demora y después de haberse cerciorado de que, por las circunstancias de la 

circulación o por otras causas, no existe riesgo de quedar inmovilizado dentro del paso.
4. Los pasos a nivel y puentes levadizos estarán debidamente señalizados por el titular de la vía.
Artículo 42. Bloqueo de pasos a nivel.
Cuando por razones de fuerza mayor un vehículo quede detenido en un paso a nivel o se produzca la caída de su carga dentro del 

mismo, el conductor está obligado a adoptar las medidas adecuadas para el rápido desalojo de los ocupantes del vehículo y para dejar 
el paso libre en el menor tiempo posible. Si no lo consigue, adoptará inmediatamente todas las medidas a su alcance para que tanto los 
maquinistas de los vehículos que circulen por raíles, como los conductores del resto de los vehículos que se aproximen sean advertidos 
de la existencia del peligro con la suficiente antelación.

Capítulo 10.ª Utilización del alumbrado.
Artículo 43. Uso obligatorio.
1. Los vehículos que circulen entre la puesta y la salida del sol, o a cualquier hora del día en los túneles y demás tramos de 

vía afectados por la señal túnel, deben llevar encendido el alumbrado que corresponda, en los términos que reglamentariamente se 
determine.
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2. También deben llevar encendido durante el resto del día el alumbrado que reglamentariamente se establezca:
Las motocicletas.
Los vehículos que circulen por un carril reversible o en sentido contrario al normalmente utilizado en la calzada donde se 

encuentre situado, bien sea un carril que les este exclusivamente reservado o bien abierto excepcionalmente a la circulación en dicho 
sentido.

3. También es obligatorio utilizar el alumbrado que reglamentariamente se establezca cuando existan condiciones meteoroló-
gicas o ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, como en caso de niebla, lluvia intensa, nevada, nubes de humo o de 
polvo o cualquier otra circunstancia análoga.

4. Las bicicletas, además, estarán dotadas de elementos reflectantes homologados que reglamentariamente se determine. Cuan-
do circule por vía interurbana y sea obligatorio el uso de alumbrado, el conductor de bicicleta debe llevar colocada, además, alguna 
prenda o elemento reflectante.

Capítulo 11.ª Advertencias de los conductores
Artículo 44. Normas generales.
1. El conductor está obligado a advertir al resto de los usuarios de la vía acerca de las maniobras que vaya a efectuar con su 

vehículo.
2. Como norma general, dichas advertencias se harán utilizando la señalización luminosa del vehículo o, en su defecto, con el 

brazo, de acuerdo con lo que se determine reglamentariamente.
3. Excepcionalmente o cuando así se prevea legal o reglamentariamente se podrán emplear señales acústicas, quedando prohi-

bido su uso inmotivado o exagerado.
4. Los vehículos de servicios de urgencia y otros vehículos especiales podrán utilizar otras señales ópticas y acústicas en los 

casos y en las condiciones que reglamentariamente se determinen.
Capítulo 12.º Otras normas de circulación.
Artículo 45. Puertas.
Se prohíbe llevar abiertas las puertas del vehículo, abrirlas antes de su completa inmovilización y abrirlas o apearse del mismo 

sin haberse cerciorado previamente de que ello no implica peligro o entorpecimiento para otros usuarios, especialmente cuando se 
refiere a conductores de bicicletas.

Artículo 46. Apagado de motor.
Aun cuando el conductor no abandone su puesto, deberá parar el motor siempre que el vehículo se encuentre detenido en el 

interior de un túnel, en un lugar cerrado o durante la carga de combustible.
Artículo 47. Cinturón, casco y restantes elementos de seguridad.
El conductor y ocupantes de vehículos a motor y ciclomotores están obligados a utilizar el cinturón de seguridad, el casco y 

demás elementos de protección en los términos que reglamentariamente se determine.
El conductor y, en su caso, los ocupantes de bicicletas y ciclos en general estarán obligados a utilizar el casco de protección 

en las vías urbanas, interurbanas y travesías, en los términos que reglamentariamente se determine siendo obligatorio su uso por los 
menores de dieciséis años, y también por quienes circulen por vías interurbanas. Reglamentariamente se fijarán las excepciones a lo 
previsto en este apartado.

Artículo 48. Peatones.
1. El peatón debe transitar por la zona peatonal, salvo cuando ésta no exista o no sea practicable, en cuyo caso podrá hacerlo 

por el arcén o, en su defecto, por la calzada, en los términos que reglamentariamente se determine.
Donde dice:
Capítulo sexto: Carga y descarga de mercancías
Debe decir:
Capítulo 13.º: Carga y descarga de mercancías
Artículo 28 (numeración), donde dice:
Artículo 28. Normas generales.
Debe decir:
Artículo 49. Normas generales.
Artículo 29 (numeración), donde dice:
Artículo 29. Zonas reservadas para carga y descarga.
Debe decir:
Artículo 50. Zonas reservadas para carga y descarga.
Artículo 30 (numeración), donde dice:
Artículo 30. Carga y descarga en zonas peatonales.
Debe decir:
Artículo 51. Carga y descarga en zonas peatonales.
Artículo 31 (numeración), donde dice:
Artículo 31. Carga y descarga en el resto de las vías.
Debe decir:
Artículo 52. Carga y descarga en el resto de las vías.
Donde dice:
Capítulo séptimo: Vados.
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Debe decir:
Capítulo 14.º: Vados.
Artículo 32 (numeración), donde dice:
Artículo 32. Normas generales.
1. Las reservas de la vía pública necesarias para la entrada a garajes, fincas o inmuebles serán autorizadas por el Ayuntamiento, 

las cuales deberán estar señalizadas mediante la placa detallada con la nomenclatura R-308e, establecida en el Real Decreto 1428/ 
2003, de 21 de noviembre, ampliada con una leyenda en su parte inferior que indicará, en metros lineales, la longitud de la zona afec-
tada, tanto en el margen de la calzada del propio acceso, como en el de enfrente, si la estrechez o configuración de la calzada lo hiciere 
necesario para posibilitar las maniobras de entrada o salida de vehículos. Además, contendrá el número de licencia municipal de vado.

2. Esta señal será colocada junto al acceso para el que se concede la licencia y de modo que su visión desde la vía pública sea 
frontal y permanente, incluso con las puertas de dicho acceso abiertas con toda su amplitud.

3. La solicitud de vado podrá ser realizada por los propietarios y poseedores legítimos de los inmuebles a los que se haya de 
permitir el acceso, así como los promotores y contratistas en el supuesto de obras.

4. El expediente de concesión de entrada de vehículos podrá iniciarse de oficio o previa petición de los interesados y ha de 
acompañarse de la documentación que específicamente se establezca para tal fin, los cuales se verificarán por los órganos competentes 
y se otorgarán tras las comprobaciones oportunas de los documentos presentados y emitidos los informes preceptivos favorables por 
los servicios correspondientes.

5. Los vados se autorizarán siempre discrecionalmente sin perjuicio de terceros. El permiso no crea ningún derecho subjetivo a 
su titular y éste podrá ser requerido en todo momento para que lo suprima a su costa y reponga la acera a su anterior estado.

Asimismo, el Ayuntamiento podrá establecer determinadas vías urbanas o, tramos o partes de las mismas, en las que no esté 
permitida la autorización de vados.

6. Las obras de construcción, reforma o supresión del vado serán realizadas, como norma general, por el titular del vado previa 
autorización expresa del Área Municipal correspondiente y bajo la inspección técnica de la misma.

Debe decir:
Artículo 53. Normas generales.
1. Las reservas de la vía pública necesarias para la entrada a garajes, fincas o inmuebles serán autorizadas por el Ayuntamiento, 

las cuales deberán estar señalizadas mediante la placa detallada con la nomenclatura R-308e, establecida en el Real Decreto 1428/ 
2003, de 21 de noviembre, ampliada con una leyenda en su parte inferior que indicará, en metros lineales, la longitud de la zona afec-
tada, tanto en el margen de la calzada del propio acceso, como en el de enfrente, si la estrechez o configuración de la calzada lo hiciere 
necesario para posibilitar las maniobras de entrada o salida de vehículos. Además, contendrá el número de licencia municipal de vado.

2. Esta señal será colocada junto al acceso para el que se concede la licencia y de modo que su visión desde la vía pública sea 
frontal y permanente, incluso con las puertas de dicho acceso abiertas con toda su amplitud.

En calzadas con anchura inferior a seis metros, salvo en casos excepcionales debidamente motivados, previo informe de la Po-
licía Local, se reservará en la acera opuesta una franja de aparcamiento de dimensiones iguales a la del vado solicitado. En estos casos, 
se calculará la tasa en función de la totalidad de los metros reservados. 

No obstante, esta reserva quedará limitada al 50% de los vados autorizados en la misma calle.
3. La solicitud de vado podrá ser realizada por los propietarios y poseedores legítimos de los inmuebles a los que se haya de 

permitir el acceso, así como los promotores y contratistas en el supuesto de obras.
4. El expediente de concesión de entrada de vehículos podrá iniciarse de oficio o previa petición de los interesados y ha de 

acompañarse de la documentación que específicamente se establezca para tal fin, los cuales se verificarán por los órganos competentes 
y se otorgarán tras las comprobaciones oportunas de los documentos presentados y emitidos los informes preceptivos favorables por 
los servicios correspondientes.

5. Los vados se autorizarán siempre discrecionalmente sin perjuicio de terceros. El permiso no crea ningún derecho subjetivo a 
su titular y éste podrá ser requerido en todo momento para que lo suprima a su costa y reponga la acera a su anterior estado.

Asimismo, el Ayuntamiento podrá establecer determinadas vías urbanas o, tramos o partes de las mismas, en las que no esté 
permitida la autorización de vados.

6. Las obras de construcción, reforma o supresión del vado serán realizadas, como norma general, por el titular del vado previa 
autorización expresa del Área Municipal correspondiente y bajo la inspección técnica de la misma.

Artículo 33 (numeración), donde dice:
Artículo 33. Suspensión temporal.
Debe decir:
Artículo 54. Suspensión temporal.
Artículo 34 (numeración), donde dice:
Artículo 34. Revocación.
Debe decir:
Artículo 55. Revocación.
Artículo 35 (numeración), donde dice:
Artículo 35. Baja.
Debe decir:
Artículo 56. Baja.
Donde dice:
Capítulo octavo: De los obstáculos, usos y ocupaciones de la vía pública.
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Debe decir:
Capítulo 15.º: De los obstáculos, usos y ocupaciones de la vía pública.
Artículo 36 (numeración), donde dice:
Artículo 36. Obras y actividades prohibidas.
Debe decir:
Artículo 57. Obras y actividades prohibidas.
Artículo 37 (numeración), donde dice:
Artículo 37. Contenedores.
Debe decir:
Artículo 58. Contenedores.
Artículo 38 (numeración), donde dice:
Artículo 38. Cierre de vías urbanas.
Debe decir:
Artículo 59. Cierre de vías urbanas.
Artículo 39 (numeración), donde dice:
Artículo 39. Autorización de pruebas deportivas.
Debe decir:
Artículo 60. Autorización de pruebas deportivas.
Artículo 40 (numeración), donde dice:
Artículo 40. Usos prohibidos en la vía pública.
Debe decir:
Artículo 61. Usos prohibidos en la vía pública.
Inserta:
Título II. Señalización
Artículo 62. Normas generales.
1. El usuario de las vías está obligado a obedecer las señales de la circulación que establezcan una obligación o una prohibición 

y a adaptar su comportamiento al mensaje del resto de las señales reglamentarias que se encuentren en las vías por las que circula.
A estos efectos, cuando la señal imponga una obligación de detención, el conductor del vehículo no puede reanudar su marcha 

hasta haber cumplido lo prescrito por la señal. En los peajes dinámicos o telepeajes, los vehículos que los utilicen deberán estar provis-
tos del medio técnico que posibilite su uso en condiciones operativas.

2. Salvo circunstancias especiales que lo justifiquen, el usuario debe obedecer las prescripciones indicadas por las señales, aun 
cuando parezcan estar en contradicción con las normas de comportamiento en la circulación.

Artículo 63. Preferencia.
1. El orden de preferencia entre los distintos tipos de señales de circulación es el siguiente:
a) Señales y órdenes de los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que 

tengan encomendadas.
b) Señalización circunstancial que modifique el régimen normal de utilización de la vía.
c) Semáforos.
d) Señales verticales de circulación.
e) Marcas viales.
2. En el caso de que las prescripciones indicadas por diferentes señales parezcan estar en contradicción entre sí, prevalecerá la 

preferente, según el orden a que se refiere el apartado anterior, o la más restrictiva si se trata de señales del mismo tipo.
Artículo 64. Mantenimiento.
1. Corresponde al titular de la vía la responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones posibles de 

seguridad para la circulación, y de la instalación y conservación en ella de las adecuadas señales y marcas viales. También corresponde 
al titular de la vía la autorización previa para la instalación en ella de otras señales de circulación. En caso de emergencia, los agentes 
de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico, en el ejercicio de las funciones que tengan encomendadas, podrán instalar señales 
circunstanciales sin autorización previa.

2. La autoridad encargada de la regulación, ordenación y gestión del tráfico será responsable de la señalización de carácter 
circunstancial en razón de las contingencias del mismo y de la señalización variable necesaria para su control, de acuerdo con la nor-
mativa de carreteras.

3. La responsabilidad de la señalización de las obras que se realicen en las vías corresponderá a los organismos que las realicen 
o a las empresas adjudicatarias de las mismas, en los términos que reglamentariamente se determine. Los usuarios de la vía están obli-
gados a seguir las indicaciones del personal destinado a la regulación del tráfico en dichas obras.

Artículo 65. Retirada, sustitución y alteración.
1. El titular de la vía o, en su caso, la autoridad encargada de la ordenación y gestión del tráfico, ordenará la inmediata retirada 

y, cuando proceda, la sustitución por las que sean adecuadas a la normativa vigente, de las que hayan perdido su objeto y de las que no 
lo cumplan por causa de su deterioro. 



Jueves 10 de mayo de 2018	 Boletín Oficial de la provincia de Sevilla. Número 106	 55

2. Salvo por causa justificada, nadie debe instalar, retirar, trasladar, ocultar o modificar la señalización de una vía sin permiso 
del titular de la misma o, en su caso, de la autoridad encargada de la regulación, ordenación y gestión del tráfico o de la responsable 
de las instalaciones.

3. Se prohíbe modificar el contenido de las señales o colocar sobre ellas o en sus inmediaciones placas, carteles, marcas u otros 
objetos que puedan inducir a confusión, reducir su visibilidad o su eficacia, deslumbrar a los usuarios de la vía o distraer su atención.

Donde dice:
Título segundo: Régimen sancionador.
Debe decir:
Título tercero: Régimen sancionador.
Artículo 41 (numeración y redacción), donde dice:
Artículo 41. Garantía del procedimiento.
No se podrá imponer sanción alguna por las infracciones tipificadas en la Ley de Tráfico y Seguridad Vial, Real Decreto Le-

gislativo 339/1990, de 2 de marzo, en adelante TRLTSV, sino en virtud de procedimiento instruido con arreglo a lo dispuesto en la 
precitada ley y en las disposiciones reglamentarias que la desarrollen y, supletoriamente, por lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Debe decir:
Artículo 66. Garantía del procedimiento.
No se podrá imponer sanción alguna por las infracciones tipificadas en el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, en 

adelante TRLTSV, sino en virtud de procedimiento instruido con arreglo a lo dispuesto en la precitada ley y en las disposiciones regla-
mentarias que la desarrollen y, supletoriamente, por lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre. del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 42 (numeración) y redacción, donde dice:
Artículo 42. Competencias.
El órgano competente para imponer la sanción de multa es el Alcalde, salvo delegación de competencias de conformidad con 

lo previsto en el artículo 71.4 de la TRLTSV
Debe decir:
Artículo 67. Competencias.
El órgano competente para imponer la sanción de multa es el Alcalde, salvo delegación de competencias de conformidad con 

lo previsto en el artículo 84 de la TRLTSV
Artículo 43 (numeración), donde dice:
Artículo 43. Actuaciones administrativas y jurisdiccionales penales.
Debe decir:
Artículo 68. Actuaciones administrativas y jurisdiccionales penales.
Artículo 44 (numeración), donde dice:
Artículo 44. Incoación.
Debe decir:
Artículo 69. Incoación.
Elimina artículos 45-48.
Artículo 45. Denuncias.
1. Los Agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico deberán denunciar las infracciones que observen cuando 

ejerzan funciones de vigilancia y control de la seguridad vial.
2. En las denuncias por hechos de circulación se harán constar los datos recogidos en los apartados 2 y 3 del artículo 74 de la 

TRLTSV, en su redacción dada por la Ley 18/2009, de 23 de noviembre.
Artículo 46. Notificación de la denuncia.
1. Las denuncias se notificarán en el acto al denunciado. No obstante, la notificación podrá efectuarse en un momento posterior 

siempre que se dé alguna de las circunstancias a las que se refiere el apartado 2 del artículo 76 de la TRLTSV, debiendo en estos casos 
el Agente indicar los motivos concretos que impidieron su notificación en el acto.

2. Las notificaciones de las denuncias que no se entreguen en el acto y las demás notificaciones del procedimiento sancionador
se ajustarán al régimen y requisitos establecidos en los artículos 77 y 78 de la TRLTSV.
Artículo 47. Clases de procedimientos.
1. Notificada la denuncia, si el denunciado realiza el pago voluntario con reducción de la sanción de multa se seguirá el procedi-

miento sancionador abreviado regulado en el artículo 80 de la TRLTSV. El procedimiento sancionador abreviado no será de aplicación 
a las infracciones previstas en el artículo 65, apartado 5. h), j) y 6.

2. Si el denunciado no efectúa el pago con reducción, se seguirá el procedimiento sancionador ordinario regulado en el artículo 
81 de la TRLTSV.

Las alegaciones que se formulen se dirigirán al órgano instructor del procedimiento y se presentarán en las oficinas o depen-
dencias del Ayuntamiento sancionador, o bien, en cualquiera de los registros a que hace referencia el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

Artículo 48. Resolución sancionadora y recursos en el procedimiento sancionador ordinario.
1. La resolución sancionadora pondrá fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el día siguiente a aquél 

en que se notifique al interesado, produciendo plenos efectos, o, en su caso, una vez haya transcurrido el plazo indicado en el último 
apartado del artículo 81 de la TRLTSV.
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2. Contra la resolución sancionadora podrá interponerse recurso de reposición, con carácter potestativo, en el plazo de un mes 
contado desde el día siguiente al de su notificación. El recurso se interpondrá ante el órgano que dictó la resolución sancionadora, que 
será el competente para resolverlo.

3. La interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado ni la de la sanción. En el caso de 
que el recurrente solicite la suspensión de la ejecución, ésta se entenderá denegada transcurrido el plazo de un mes desde la solicitud 
sin que se haya resuelto.

4. No se tendrán en cuenta en la resolución del recurso hechos, documentos y alegaciones del recurrente que pudieran haber 
sido aportados en el procedimiento originario.

5. El recurso de reposición regulado en este artículo se entenderá desestimado si no recae resolución expresa en el plazo de un 
mes, quedando expedita la vía contencioso-administrativa.

Inserta:
Artículo 70. Denuncias.
1. Los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas 

deberán denunciar las infracciones que observen cuando ejerzan funciones de esa naturaleza.
2. En las denuncias por hechos de circulación deberá constar, en todo caso:
a) La identificación del vehículo con el que se haya cometido la presunta infracción.
b) La identidad del denunciado, si se conoce.
c) Una descripción sucinta del hecho, con expresión del lugar o tramo, fecha y hora.
d) El nombre, apellidos y domicilio del denunciante o, si es un agente de la autoridad, su número de identificación profesional.
3. En las denuncias que los agentes de la autoridad notifiquen en el acto al denunciado deberá constar, además, a efectos de lo 

dispuesto en el artículo 86.1 de la TRLTSV:
a) La infracción presuntamente cometida, la sanción que pueda corresponder y el número de puntos cuya pérdida lleve apare-

jada la infracción.
b) El órgano competente para imponer la sanción y la norma que le atribuye tal competencia.
c) Si el denunciado procede al abono de la sanción en el acto deberá señalarse, además, la cantidad abonada y las consecuencias 

derivadas del pago de la sanción previstas en el artículo 94 de la TRLTSV.
d) En el caso de que no se proceda al abono en el acto de la sanción, deberá indicarse que dicha denuncia inicia el procedimiento 

sancionador y que dispone de un plazo de veinte días naturales para efectuar el pago, con la reducción y las consecuencias establecidas 
en el artículo 94 de TRLTSV, o para formular las alegaciones y proponer las pruebas que estime convenientes. En este caso, se indicarán 
los lugares, oficinas o dependencias donde puede presentarlas.

e) Si en el plazo señalado en el párrafo anterior no se han formulado alegaciones o no se ha abonado la multa, se indicará que 
el procedimiento se tendrá por concluido el día siguiente a la finalización de dicho plazo, conforme se establece en el artículo 95.4 de 
la TRLTSV.

f) El domicilio que, en su caso, indique el interesado a efectos de notificaciones. Este domicilio no se tendrá en cuenta si el 
denunciado tiene asignada una Dirección Electrónica Vial (DEV), ello sin perjuicio de lo previsto en la normativa sobre acceso elec-
trónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

4. En el supuesto de infracciones que impliquen detracción de puntos, el agente denunciante tomará nota de los datos del per-
miso o de la licencia de conducción y los remitirá al órgano sancionador competente que, cuando la sanción sea firme en vía adminis-
trativa, los comunicará juntamente con la sanción y la detracción de puntos correspondiente al Registro de Conductores e Infractores 
del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico.

5. Cuando el infractor no acredite su residencia legal en territorio español, el agente denunciante fijará provisionalmente la 
cuantía de la multa y, de no depositarse su importe, el conductor deberá trasladar el vehículo e inmovilizarlo en el lugar indicado por 
el agente denunciante. El depósito podrá efectuarse mediante tarjeta de crédito, o en metálico en euros y, en todo caso, se tendrá en 
cuenta lo previsto en el artículo 94 (TRLTSV) respecto a la posibilidad de reducción del 50 por ciento de la multa inicialmente fijada.

6. En las denuncias por hechos ajenos a la circulación se especificarán todos los datos necesarios para su descripción.
Artículo 71. Valor probatorio de las denuncias de los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico, en el 

ejercicio de las funciones que tienen encomendadas.
Las denuncias formuladas por los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones 

que tienen encomendadas tendrán valor probatorio, salvo prueba en contrario, de los hechos denunciados, de la identidad de quienes 
los hubieran cometido y, en su caso, de la notificación de la denuncia, sin perjuicio del deber de aquéllos de aportar todos los elementos 
probatorios que sean posibles sobre el hecho denunciado.

Artículo 72. Notificación de la denuncia.
1. Las denuncias se notificarán en el acto al denunciado.
2. No obstante, la notificación podrá efectuarse en un momento posterior siempre que se dé alguna de las siguientes circuns-

tancias:
a) Que la denuncia se formule en circunstancias en que la detención del vehículo pueda originar un riesgo para la circulación. 

En este caso, el agente deberá indicar los motivos concretos que la impiden.
b) Que la denuncia se formule estando el vehículo estacionado, cuando el conductor no esté presente.
c) Que se haya tenido conocimiento de la infracción a través de medios de captación y reproducción de imágenes que permitan 

la identificación del vehículo.
d) Que el agente denunciante se encuentre realizando labores de vigilancia, control, regulación o disciplina del tráfico y carezca 

de medios para proceder al seguimiento del vehículo.
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Artículo 73. Práctica de la notificación de las denuncias.
1. El Ayuntamiento de Salteras tiene delegada la Instrucción y Resolución del Expediente sancionador en materia de tráfico, 

mediante Convenio de Multas de Tráfico con el Organismo Provincial de Asistencia Económica y Fiscal (O.P.A.E.F).
2. Las clases, resolución y recursos del procedimiento sancionador se llevará a cabo conforme a los artículo 90 al 96 de la 

TRLTSV.
Artículo 49 (numeración), donde dice:
Artículo 49. Ejecución de las sanciones.
Debe decir:
Artículo 74. Ejecución de las sanciones.
Artículo 50 (numeración), donde dice:
Artículo 50. Cobro de las multas. 
Debe decir:
Artículo 75. Cobro de las multas.
Inserta:
Artículo 76. Responsables subsidiarios del pago de multas.
1. Los titulares de los vehículos con los que se haya cometido una infracción serán responsables subsidiarios en caso de impago 

de la multa impuesta al conductor, salvo en los siguientes supuestos:
a) Robo, hurto o cualquier otro uso en el que quede acreditado que el vehículo fue utilizado en contra de su voluntad.
b) Cuando el titular sea una empresa de alquiler sin conductor.
c) Cuando el vehículo tenga designado un arrendatario a largo plazo en el momento de cometerse la infracción. En este caso, 

la responsabilidad recaerá en aquel.
d) Cuando el vehículo tenga designado un conductor habitual en el momento de cometerse la infracción. En este caso, la res-

ponsabilidad recaerá en aquel.
2. La declaración de responsabilidad subsidiaria y sus consecuencias, incluida la posibilidad de adoptar medidas cautelares, se 

regirán por lo dispuesto en la normativa tributaria.
3. El responsable que haya satisfecho la multa tiene derecho de reembolso contra el infractor por la totalidad de lo que haya 

satisfecho.
Artículo 51 (numeración y apartado 2), donde dice:
Artículo 51. Prescripción y caducidad.
2. La prescripción se interrumpe por cualquier actuación administrativa de la que tenga conocimiento el denunciado o esté 

encaminada a averiguar su identidad o domicilio y se practique con otras Administraciones, Instituciones u Organismos.
También se interrumpe por la notificación efectuada de acuerdo con los artículos 76, 77 y 78.
El plazo de prescripción se reanudará si el procedimiento se paraliza durante más de un mes por causa no imputable al denun-

ciado.
Debe decir:
Artículo 77. Prescripción y caducidad.
2. La prescripción se interrumpe por cualquier actuación administrativa de la que tenga conocimiento el denunciado o esté 

encaminada a averiguar su identidad o domicilio y se practique con otras Administraciones, Instituciones u Organismos.
También se interrumpe por la notificación efectuada de acuerdo con los artículos 89, 90 y 91 de la TRLTSV.
El plazo de prescripción se reanudará si el procedimiento se paraliza durante más de un mes por causa no imputable al denun-

ciado.
Artículo 52 (numeración y redacción), donde dice:
Artículo 52. Anotación y cancelación.
Las sanciones graves y muy graves serán comunicadas al Registro de Conductores e Infractores (RCI) en el plazo de los quince 

días naturales siguientes a la fecha de su firmeza en vía administrativa.
Debe decir:
Artículo 78. Anotación y cancelación.
1. Las sanciones por infracciones graves y muy graves y la detracción de puntos deberán ser comunicadas al Registro de Con-

ductores e Infractores del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico por la autoridad que la hubiera impuesto en el plazo de los 
quince días naturales siguientes a su firmeza en vía administrativa.

2. Las anotaciones se cancelarán de oficio, a efectos de antecedentes, una vez transcurridos tres años desde su total cumpli-
miento o prescripción.

Artículo 53 (numeración y apartado 2), donde dice:
Artículo 53. Medidas provisionales.
2. Los Agentes de la Autoridad encargados de la vigilancia del tráfico como consecuencia de presuntas infracciones a lo dis-

puesto en esta Ley únicamente podrán adoptar la inmovilización del vehículo en los supuestos previstos en el artículo siguiente.
Debe decir:
Artículo 79. Medidas provisionales.
2. Los Agentes de la Autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de sus funciones que tienen encomendadas 

podrán proceder a la inmovilización del como consecuencia de las presuntas infracciones siguientes, cuando:
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Artículo 54 (numeración y redacción), donde dice:
Artículo 54. Inmovilización del vehículo.
1. Se podrá proceder a la inmovilización del vehículo cuando:
a) El vehículo carezca de autorización administrativa para circular, bien por no haberla obtenido o porque haya sido objeto de 

anulación, declarada su pérdida de vigencia.
b) El vehículo presente deficiencias que constituyan un riesgo especialmente grave para la seguridad vial.
c) El conductor o el pasajero no hagan uso del casco de protección, en los casos en que fuera obligatorio.
d) Tenga lugar la negativa a efectuar las pruebas a que se refiere el artículo 12.2 y 3 de la TRLTSV o éstas arrojen un resultado 

positivo.
e) El vehículo carezca de seguro obligatorio.
f) Se observe un exceso en los tiempos de conducción o una minoración en los tiempos de descanso que sean superiores al 50 

por ciento de los tiempos establecidos reglamentariamente, salvo que el conductor sea sustituido por otro.
g) Se produzca una ocupación excesiva del vehículo que suponga aumentar en un 50 por ciento el número de plazas autoriza-

das, excluida la del conductor.
h) El vehículo supere los niveles de gases, humos y ruido permitidos reglamentariamente según el tipo de vehículo.
i) Existan indicios racionales que pongan de manifiesto la posible manipulación en los instrumentos de control.
j) Se detecte que el vehículo está dotado de mecanismos o sistemas encaminados a eludir la vigilancia de los Agentes de Tráfico 

y de los medios de control a través de captación de imágenes.
La inmovilización se levantará en el momento en que cese la causa que la motivó.
En los supuestos previstos en el apartado 1, párrafos h), i) y j), la inmovilización sólo se levantará en el supuesto de que, trasla-

dado el vehículo a un taller designado por el Agente de la Autoridad, se certifique por aquél la desaparición del sistema o manipulación 
detectada o ya no se superen los niveles permitidos.

2. En el supuesto recogido en el apartado 1, párrafo e), se estará a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley sobre Responsa-
bilidad Civil y Seguro en la Circulación Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.

3. La inmovilización del vehículo se producirá en el lugar señalado por los Agentes de la Autoridad. A estos efectos, el Agente 
podrá indicar al conductor del vehículo que continúe circulando hasta el lugar designado.

4. Los gastos que se originen como consecuencia de la inmovilización del vehículo serán por cuenta del conductor que cometió 
la infracción. En su defecto, serán por cuenta del conductor habitual o del arrendatario y, a falta de éstos, del titular. Los gastos deberán 
ser abonados como requisito previo a levantar la medida de inmovilización, sin perjuicio del correspondiente derecho de defensa y de 
la posibilidad de repercutirlos sobre la persona responsable que haya dado lugar a que la Administración adopte dicha medida.

En los supuestos previstos en el apartado 1, párrafos h), i) y j), los gastos de la inspección correrán de cuenta del denunciado, 
si se acredita la infracción.

5. Si el vehículo inmovilizado fuese utilizado en régimen de arrendamiento, la inmovilización del vehículo se sustituirá por la 
prohibición de uso del vehículo por el infractor.

Debe decir:
Artículo 80. Inmovilización del vehículo.
1. Los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas 

podrán proceder a la inmovilización del vehículo, como consecuencia de presuntas infracciones a lo dispuesto en esta ley, cuando:
El vehículo carezca de autorización administrativa para circular, bien por no haberla obtenido, porque haya sido objeto de anu-

lación o declarada su pérdida de vigencia, o se incumplan las condiciones de la autorización que habilita su circulación.
El vehículo presente deficiencias que constituyan un riesgo especialmente grave para la seguridad vial.
El conductor o el pasajero no hagan uso del casco de protección o de los dispositivos de retención infantil, en los casos en que 

fuera obligatorio. Esta medida no se aplicará a los ciclistas.
Se produzca la negativa a efectuar las pruebas a que se refiere el artículo 14.2 y 3 de la TRLTSV, o cuando éstas arrojen un 

resultado positivo.
El vehículo carezca de seguro obligatorio.
Se observe un exceso en los tiempos de conducción o una minoración en los tiempos de descanso que sean superiores al 50 por 

ciento de los tiempos establecidos reglamentariamente, salvo que el conductor sea sustituido por otro.
Se produzca una ocupación excesiva del vehículo que suponga aumentar en un 50 por ciento el número de plazas autorizadas, 

excluida la del conductor.
El vehículo supere los niveles de gases, humos y ruido permitidos reglamentariamente según el tipo de vehículo. 
Existan indicios racionales que pongan de manifiesto la posible manipulación en los instrumentos de control.
El vehículo está dotado de mecanismos o sistemas encaminados a eludir la vigilancia de los agentes de la autoridad encargados 

de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas y de los medios de control a través de captación 
de imágenes.

Se conduzca un vehículo para el que se exige permiso de la clase C o D, careciendo de la autorización administrativa corres-
pondiente.

En el supuesto previsto en el artículo 39.4.
2. La inmovilización se levantará en el momento en que cese la causa que la motivó.
3. En los supuestos previstos en los párrafos h), i) y j) del apartado 1, la inmovilización sólo se levantará en el caso de que, tras-

ladado el vehículo a un taller designado por el agente de la autoridad, se certifique por aquél la desaparición del sistema o manipulación 
detectada o ya no se superen los niveles permitidos.
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4. En el supuesto recogido en el párrafo e) del apartado 1 se estará a lo dispuesto en la normativa sobre responsabilidad civil y 
seguro en la circulación de vehículos a motor.

5. La inmovilización del vehículo se producirá en el lugar señalado por los agentes de la autoridad. A estos efectos, el agente 
podrá indicar al conductor del vehículo que continúe circulando hasta el lugar designado.

6. Salvo en los casos de sustracción u otras formas de utilización del vehículo en contra de la voluntad de su titular, debida-
mente justificadas, los gastos que se originen como consecuencia de la inmovilización del vehículo serán por cuenta del conductor 
que cometió la infracción. En su defecto, serán por cuenta del conductor habitual o del arrendatario, y a falta de éstos, del titular. Los 
gastos deberán ser abonados como requisito previo a levantar la medida de inmovilización, sin perjuicio del correspondiente derecho 
de recurso y de la posibilidad de repercutirlos sobre la persona responsable que haya dado lugar a que la Administración adopte dicha 
medida. Los agentes podrán retirar el permiso de circulación del vehículo hasta que se haya acreditado el abono de los gastos referidos.

En los supuestos previstos en los párrafos h), i) y j) del apartado 1, los gastos de la inspección correrán de cuenta del denuncia-
do, si se acredita la infracción.

7. Si el vehículo inmovilizado fuese utilizado en régimen de arrendamiento, la inmovilización del vehículo se sustituirá por la 
prohibición de uso del vehículo por el infractor.

Artículo 55 (numeración y apartado 1d), donde dice:
Artículo 55. Retirada y depósito del vehículo.
d) Cuando, inmovilizado un vehículo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 84, no cesasen las causas que motivaron la 

inmovilización.
Debe decir:
Artículo 81. Retirada y depósito del vehículo.
d) Cuando, inmovilizado un vehículo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 104 de la TRLTSV, no cesasen las causas que 

motivaron la inmovilización.
Añadir:
h) Cuando obstaculicen, dificulten o supongan un peligro para la circulación.
Artículo 56 (numeración), donde dice:
Artículo 56. Suspensión de la retirada del vehículo.
Debe decir:
Artículo 82. Suspensión de la retirada del vehículo.
Artículo 57 (numeración), donde dice:
Artículo 57. Tratamiento residual del vehículo.
Debe decir:
Artículo 83. Tratamiento residual del vehículo.
Artículo 58 (numeración y apartado 2), donde dice:
Artículo 58. Infracciones y sanciones.
2. Aquellas infracciones que, no estando explícitamente previstas en la presente ordenanza, se hallen tipificadas en la legisla-

ción de tráfico, circulación y seguridad vial, o en sus normas de desarrollo y resultaren de competencia municipal por el tipo de vía en 
que se cometen y por la materia sobre la que versan, serán sancionadas con arreglo al siguiente criterio:

Las infracciones leves, serán sancionadas con el importe de 80 euros.
Debe decir:
Artículo 84. Infracciones y sanciones.
2. Aquellas infracciones que, no estando explícitamente previstas en la presente ordenanza, se hallen tipificadas en la legisla-

ción de tráfico, circulación y seguridad vial, o en sus normas de desarrollo y resultaren de competencia municipal por el tipo de vía en 
que se cometen y por la materia sobre la que versan, serán sancionadas con arreglo al siguiente criterio:

Las infracciones leves, serán sancionadas con el importe de 80 euros, las graves con el importe de 200 € y las muy graves con 
el importe de 500 €, salvo aquellas que, por su especial gravedad, trascendencia conforme a la TRLTSV en su artículo 77 merezcan de 
mayor reproche.

Anexo I

Donde dice:
LTSV: Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, 

de 2 de marzo, modificada por la Ley 18/2009, de 23 de noviembre.
Debe decir:
TRLTSV: Real Decreto legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, 

Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial.
Donde dice:
Relación codificada de infracciones a la Ley de Tráfico, circulación de vehículos a motor y Seguridad Vial, Real Decreto Le-

gislativo 339/90, de 2 de marzo, LTSV
Debe decir:
Relación codificada de infracciones a la Ley de Tráfico, circulación de vehículos a motor y Seguridad Vial, Real Decreto Le-

gislativo 6/2015, de 30 de octubre, LTSV
Donde dice:
Obligaciones del titular del vehículo y del conductor habitual.
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Debe decir:
Obligaciones del titular del vehículo y del conductor habitual.
Donde dice:
Cuadro general de infracciones.
Debe decir:
Cuadro general de infracciones.
Donde dice:
Relación codificada de infracciones, que llevan aparejada la pérdida de puntos al Reglamento General de Circulación, Real 

Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, RGC. Adaptada a la Ley 18/2009.
Debe decir:
Relación codificada de infracciones, que llevan aparejada la pérdida de puntos al Reglamento General de Circulación, Real 

Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, RGC.
Lo que se hace público para general conocimiento, haciendo constar, que contra el presente Acuerdo, se interpondrá recurso 

contencioso-administrativo, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía con sede en 
Sevilla, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la publicación del presente anuncio, de conformidad con el artículo 
46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

En Salteras a 5 de abril de 2018.—El Alcalde-Presidente, Antonio Valverde Macías.
8W-2635

————

UMBRETE

Exposición pública de la aprobación provisional del expediente 1/2015, de Modificación Planeamiento General de Umbrete en 
el ámbito del Parque Empresarial Aljarafe.

El Ayuntamiento Pleno en sesión ordinaria celebrada el día 12 de abril de 2018, ha aprobado provisionalmente la Modificación 
Planeamiento General de Umbrete en el ámbito del Parque Empresarial Aljarafe (expte. 1/2015).

El citado documento urbanístico junto con el expediente instruido al efecto, en el que consta el Informe Ambiental Estratégico 
emitido por la Delegación Territorial en Sevilla de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio de la Junta de 
Andalucía, con fecha 17 de marzo de 2017 (BOJA n.º 143, de 27 de julio de 2017), se exponen al público tanto en la Secretaría 
Municipal como en el Servicio de Urbanismo, en la Casa Consistorial situada en la Plaza de la Constitución n.º 5, de Umbrete, en 
horario de 9 a 14 horas, de lunes a viernes, y hasta que haya transcurrido un mes desde la publicación de este anuncio en el «Boletín 
Oficial» de la provincia.

También podrá ser examinado en el Portal de Transparencia Municipal al que se puede acceder a través de la página de 
internet www.umbrete.es, concretamente en el indicador de Transparencia 54, ITA 2014 «Transparencia en materia de urbanismo, obras 
públicas y medio ambiente/Planes de Ordenación urbana y convenios urbanísticos.

Los interesados, definidos en el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, podrán presentar reclamaciones, alegaciones o sugerencias contra el mismo, en el indicado plazo, en 
el Registro General de la Corporación en horario de 9 a 14 horas, o bien a través de la Sede Electrónica Municipal, a la que se puede 
acceder desde la página de internet www.umbrete.es o directamente en la dirección: sede.umbrete.es.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 32 y 39 de Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de 
Ordenación Urbanística de Andalucía.

En Umbrete a 27 de abril de 2018.—El Alcalde, Joaquín Fernández Garro.
4W-3292


